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S U M A R I O  

Se abre la sesión a las cuatro y cinco minutos de la tarde. 
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El señor Presidente informa de la existencia de tres enmien- 
das de devolución y una de texto alternativo presentadas a 
este proyecto de k v ,  que se debatirán por este orden. Pre- 
viamente. concede la palabra al senor Ministro de Juslicia 
para la presentación del proyecto. 

EPI nombre del Gobierno. el señor Ministro de Justicia (Le- 

desma Bartret) presenta el provecto de lev, al que conside- 
ra indemorable al existir un conjunto de mandatos consti- 
tucionales relativos al Poder judicial yrte siguen pendien- 
tes de cumplimiento. Destaca las funciones que en todo 
Estado de Derecho se atribrcven u1 Poder judicial y lu itii- 
portancia que este tiene en nuestro sistema politico. al ha- 
ber constituido un Estado social v democrático de Dere- 
cho profundamente judicializado. en el que ruda lev que se 
aprueba supone conferir a los jueces ri,uevas resporisabili- 
dudes. en cuanto que los derechos en  si1 realización efecti- 
va dependen, en gran medida. del amparo v protección j i r -  

dicial. S in  embargo. cualquier observador imparcial, inde- 
pendienternente de s u  ideología politica. reconoce que la 
Administración de Justicia en España no funcionu del 
modo deseudo, yrte padece una crisis de credibilidad v, en 
definitiva, que es una institución necesitada de profundas 
reformas, al igual que lo reconoce el propio Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial a través de s u s  metnorius anuales. 
Cita a ese respecto el reciente informe del Defensor del 
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Pueblo ante las Cámaras, en el que se pone de manifiesto 
que las quejas sobre el funcionamiento de la Administra- 
ción de Justicia figuran en segundo lugar. Se reclama 
transparencia en las actuaciones de los jueces, celeridd 
inmediación, oralidad y participación. 
El Gobierno y el Grupo Parlamentario que lo apoya quie- 
ren corregir la actual situación y que se recupere la credi- 
bilidad en la administración de justicia en la medida en 
que ésta se ha perdido. Conscientes de que es una opera- 
ción de Estado, desean el ma-yor grado de concertación po- 
sible. De ahí la neeesidad de distineuir entre lo que son 
discrepancias esenciales y aquellas otras puramente acci- 
dentales, que pueden superarse en la discusión parlamen- 
taria, basados en la coincidencia de todos sobre la necesi- 
dad de acometer la reforma de la Administración de Justi- 
cia y situando por encima de cualesquiera otros los intere- 
ses permanentes de los ciudadanos. 
Expone seguidamente la concepcióri que inspira el provec- 
to de Ley Orgánica del Poder Judicial, en base a conside- 
rar a éste como uno de los tres poderes del Estado, al que 
se encomienda con exclusividad la función de juzgar y eje- 
cutar lo juzgado, imponiendo sus resoluciones a todas las 
personas y a todos los poderes. Entre sus funciones están 
la de asumir, con los otros poderes, la defensa del sistema 
democrático, haciendo prevalecer siempre la Constitución; 
tutelar eficazmente los derechos fundamentales, las liber- 
tades públicas y los intereses legitimos, abriendo los pro- 
cesos a todos los que busquen la tutela judicial y remo- 
viendo los obstáculos que se opongan a ella, y, por último, 
someter a todos, incluidos los poderes públicos, al cumpli- 
miento de la Ley. 
Como requisitos para el cumplimiento de esta triple fun- 
ción está, en primer lugar, el de la independencia frente a 
todos los poderes, públicos o privados, y ante cualquier 
forma de presión, obedeciendo siempre a la Ley; en segun- 
do lugar, que la potestad jurisdiccional sea plena, en el 
sentido de que no haya ninguna pretensión que no pueda 
plantearse en un proceso ante un  tribunal competente, y 
que sea exclusiva y única, con la excepción, reconocida en 
nuestra Constitución, de la jurisdicción castrense y, asi- 
mismo, que la organización territorial del Poder judicial 
esté ajustada a la Constitucion. teniendo, por tanto, pre- 
sente la realidad del Estado autonómico, pero sin olvidar 
lo dispuesto en el artículo 149.1.5 de la Constitución, con 
una Ley de Planta y Demarcación Judicial que proyecte 
sobre nuestro territorio dicho diseño. 

Cree que los bloques de exigencias expuestos se dan ple- 
namente en el proyecto de Ley Orgdnica del Poder Judi- 
cial. Para ello’se constituye a los jueces en garantes de la 
primacía de la Constitución y las leyes, potenciando, como 
nunca a su juicio lo ha estado, la función de aquéllos y do- 
tándoles de una absoluta independencia, por la que velará 
especialmente el Consejo General del Poder Judicia1,gara 
cuya composición se ha optado por el sistema mayoritario 
en la elección de los vocales. Analiza seguidamente las 
atribuciones que se confieren a dicho Consejo, que son to- 
das las contenidas en el articulo 122 de la Constitución. y, 
por último, señala que se somete al citado Consejo a un 
dobk control, jurisdiccional y parlamentario, todo lo cual 

comporfa un estatuto de independencia judicial por enci- 
ma de lo que existe en el Derecho comparado. Se refiere 
igualmente a las formas de selección de los jueces previs- 
tas en el proyecto, y a las responsabilidades en que éstos 
incurren en el ejercicio de su cargo, para terminar resal- 
tando la importancia de los Tribunales Superiores de Jus- 
ticia como una innovación que respondi a nuestro actual 
Estado autonómico, permaneciendo el Tribunal Supremo 
con jurisdicción en toda España y comq órgano jririsdic- 
cional superior en todos los órdenes, salvo en el de las ga- 
rantías constitucionales. Anuncia que pam el cumpli- 
miento de lo previsto en la presente Ley se ha diseñado 
una Ley de Planta v Demarcación, cuyo provecto se com- 
promete el Gobierno a enviar a la Cámara en el plazo de 
un atio. Obviamente, se requiere la existencia del siificien- 
te número de jueces y del resto del personal de la Adminis- 
tración de Justicia, exponiendo la realidad actual, que nos 
sitúa a la cola de Europa, >! los proyectos tendentes a la re- 
solución de la misma, haciendo especial hincapié en la 
forma de selección de los jueces y las reacciones que sobre 
el particular han surgido. 
Termina señalando que, aun reconociendo que la Ley no 
va a resolver todos los problemas de la Administración de 
Justicia, es pieza clave e imprescindible para comenzar al 
menos a afrontarlos v solicita, por consiguiente, el voto 
contrario de la Cámara en relación con las enmiendas de 
totalidad presentadas. 

El señor Vizcaya Retana defiende la enmienda de devolu- 
ción presentada por el Grupo Vasco (PNV). Comienza se- 
ñalando que, para su Grupo. este proyecto de ley ha su- 
puesto una gran decepción. Reconoce la dificultad de sus-  
tituir la venerable Ley vigente, con más de un siglo de 
existencia, que obedecia a una realidad política, social. 
económica y juridicamcnte muy distinta de la que hoy vi- 
vimos, por lo que nuestra sociedad demandaba un cambio 
importante para adecuar esta normativa a nuestro actual 
Estado social y democrático de Derecho y autonómico 
consagrado en la Constitución. Sin embargo, el Título VI 
de la citada Constitucidn, en cada uno de sus artículos so- 
bre el Poder Judicial, permitía ir más lejos de lo que va el 
proyecto del Gobierno, con lo que se pierde una ocasión 
de oro para remover los cimientos de una justicia lenta, 
ineficaz y poco identificada con la opinión pública. Se ha 
perdido también la ocasión de diseñar, en u n  diálogo pre- 
vio con los partidos políticos y los juristas, el modelo de 
Poder Judicial y de justicia nueva deseada por nuestros 
ciudadanos. Cree, ademíís, que con lo dispuesto en el 
proyecto de ley, no se va a reflejar esa justicia que el Mi- 
nistro ha calificado de moderna, democrática, eficaz y 
transparente. Entiende que nuestra justicia estaba necesi- 
tada de algo más que de una tibia reforma o unos ligeros 
cambios como los que ahora se acometen. Se hacía preciso 
una ruptura con esquemas anteriores para su acomoda- 
ción total a lo que exige nuestra Constitución. labor en la 
que el Gobierno hubiera encontrado el apoyo del Grupo 
Vasco. No obstante, el proyecto se ha quedado a medias, 
en lo que califica de versión perfeccionada de la normati- 
va anterior. 
Como ausencias más notables del proyecto de ley señala, 
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en su opinión, la del jurado. cuvas características o aspec- 
tos básicos se entiende que debían haber sido conternpla- 
dos, toda vez que el arrículo 125 de la Constitución deter- 
mina que los ciudadanos participan en la administración 
de justicia a través precisamente del jurado. E n  cu id~ io ,  ni 
siquiera el Gobierno adquiere L I H  cotnprorniso respecto u 
la pronta remisión a la Cámara del provecto de lev corres- 
pondiente, por lo qite teme que éste se dernore en exc~so.  
Echa. asirnisitio, en falta la acción popular qiie, igitulineii- 
te, necesitaba 1111 tratamiento húsico. uitnyiie fueru desa- 
rrollada en l e y  s posteriores. Tu n i  bit% co nsidera eler liento 
cluve v esencial para el frincioriainiento de la Adrninistra- 
ción de J L I S ~ ~ C ~ U  u la Policíu judicial. sin la cual los jueces 
careceii de uno de los instrurnentos necesurios para l l e i w  
a cabo s i t  itnportantísiriia función J: s i n  ernburgo, en el 
proyecto no se regirla debidai~ierite. en citarito que .se hu- 
hlu de grupos o unidades po1iciule.s u disposición de /os 
ir t eces, pero y i te o rgcí i t icu me n te 'i ig i ie i i  ilepe ii tlie w do del 
Gobierno. Cree que el riiodelo de Policía jiidiciul previsto 
no satisface tuinpoco las necesidades de nuestros jiieces y 
/iscales y qiie sobre este terna deberiu haberse llegado u u i i  

acuerdo con el Consejo General del Poder Judicial. 
Conio u n  nuevo rnotivo de reciiuio del proyecto, expone el 
LIC, la sitpervivenciu de la Aiidie~icia Nacionul, que no la 
cree riecesuria puru iin niejor Jiiricioriurnierito de riiiestru 
Justicia y que, u sit  juicio, rompe el esqueinu d e  unidad j i i-  

risdiccioriul ordinuriu qiie seiiala lii Constitiición. Otro us- 
pecto clave que ha iiripiilsado lo erirriieii~lu de totulidad de 
sii  Grupo es la concepción del Tribunal Superior de  Jiisti- 
ciu ?' de la Adiniriistración de Jirsticia en relucidti coii lus 
C'orniitiidades Ait1íjiioinu.s. El siistruer CI rslos Trihiriiiile.s 
Superiores del conociiniento de todo recurso de casucióii 
eyirivule a vaciurlos prúcticaiiierite de contenido, desnutii- 
ralizando cori.sigirieriteirieiite .su fitiiciciii. Fiiiuliiieiite ex- 
pone yiie el urtíciilo 123 del proyecto de lev coticrilcu I I I U -  

iiifie.StUiiieiite los Estutiitos de UlIt~Jll~iltíU, ultidfciiilo u /  
disrinto tralo que se concede ai Gobieriio del E.Y/Ul/íJ v u 
los de las Cornitiiidade~ Autóiioiiius eii relacidir ~'oit /a  
citestióri presupuesraria de los órguiios de lu Ailiiiiiiisrra- 
cidir de Jiisticiu, para teriiiiiiur seiialurtdo qiie iiu se hu 
acertado con el riiodelo de ley orgúriica que lu iiiodrrniilud 
de este puís exige ~1 que la Coiistitricióii ?' iiiiesrro ritodelo 
ulrrolióillico iillpoileii. 

E n  defensu de la eninienda de devoliicióii de Miiioriu Cutula- 
nu iiitervieiie el setior Roca Jiiiiyeitt, que calificu c h o  de 
iiiitirieru la interi~ericióri del seiior Ministro ile Jiisticiu 
ciiando, u s u  juicio. debería haber estudo presidida por i i i t  

tono iiiú.s puiisado y constriictivu y 1 1 0  por la descalificu- 
ciún global>' upriorística de las eniniendu.s de deid i ic ió i i .  

Destaca la enoriiie responsabilidad del legislador para tra- 
tar de consegiiir ioiü adecriución de niiestra Adiriiiiistra- 
ción de Jiisticiu a la Constitrrción, iiiediarite la corifigiira- 
ción de un Poder judicial independiente ~3 s i i  órgaiio de 
gobierno, respetundo la vo~rintad de nuestros coiistitiiyeii- 
tes. Sin einhargo, frente a algiiiios aspectos positivos, en- 
tiende que el provecto sustrae al Consejo del Poder jiidicial 
una serie de atribuciones en iiiateria de persoriul al servi- 
cio de la Administración de Justicia. asi coino en  relación 
con el Centro de Estudios Judiciales y la participación eii 

la elaboración de proyectos legislativos, hechos iodos ellos 
que califica negutivamelrte, Especial gravedad tienen, a sil 
juicio. las atribuciones que se confieren al Corisejo Jiidi- 
c id  en materia de personal. terna en el que opiriu que no 
se respetu siquiera lo dispuesto por la Constitucion. Taiii- 
bitín critica el sistemu de elecciones que sr preve: para los 
vocales del Consejo General del Poder Judicial, cuvu C O I I S -  

tititcionalidud, u s u  juicio, es asiniisrno dudosa. Respecto u 
la jitbilucióri dr funcionarios. cree que con lo que se dispo- 
ne se agravan los problerrias existentes, desconociéndose, 
udernús, el estatuto especial de estos funcionarios. E n  
citarito u1 acc-eso a la carrera judicial, estirnu qire el cuarto 
titrrio yire re estublece es bueno v lo comparte, pero pide 
yire la selección, orgunizucich y deterrniriacih de dicho 
acceso se deje al urbitrio del propio Poder jrtcliciul. Firial- 
inente, tniiestru su di.sconforinidud con lu regrtlucióri dudu 
(i los Tribunales Superiores de Justiciii, aspecto de /u ley 
que cons iileru f i i  n du nieri tu 1. 
Las rawiies expuestas unteriorrrierite y la irriporturiciii de 
lu b y  le l leiwn u pedir u n  urnplio consenso en s i l  elaboru- 
ción, (1 cuyo objeto recirerdu ei ofreciiriieriro heciio e11 si1 

día por el Presidente del Gobierno respecto u la necesidutl 
de iiinplios uciierdos sobre los aspectos biísicos de la legis- 
lación ins~ititcionul, consenso qire evideritetrieritr no hu 
existido en el presente caso, dúndose incluso la seri.sación 
de u n  en  frenturniento entre poderes c.oristitircio,iciles. 

€ 1 1  1itrno eri contra de las  dos eiirriieiidu.s de totalidad utite- 
riorinerite defendidas interviene, por el Grupo .Sociulisiu. 
el seiior Sotillo Martí, ~lestacundo el hecho de  que, por ioi 
lado. el seiior Vi:cuyu laineiirase que el proyecro no /iicsc 

ritás ullu y exigiese rina rripriiru rotul L U I I  el .si.\teiriu cirrie- 

rior y ,  por otro. expusiese yire iio hüciii fultu iiiiü lev orgú- 
nicu uiiipliu regirlarlora de iiritchos de l o s  USpfXt(J.S coii- 
teiriplados en el proyecto. S i n  eiIibUrg0, el (;riipo Socialis- 
tu ha  sido parridario de i i n  texto coiiiplrto en e.ste iíiiibiro 
por entender yiie ello gicraritizuría ritús la iiidepeiiilenciii 
persoriul de los jiteces y iiiugistrados, u1 ser iiecesuria i i i i u  

rnuyoria cualificada paru sii  aprobación y inodificacióii. 
E n  cuanto u1 seiior Rocu, le inunifiesta yite no se estú 
creanilo i i i i  inodelo i i i t e ~ ~ ~  ajeno u nriestru Constitución ~3 

u1 conjiiiito de los ordenuiiiiento.~ jirridicos europeos. Le 
uchuca yiie s u  iiiierveiicibii hu sido la de u i i  sector de lu 
Mugistratiira espuriola, basuda eii inforiiies piihlicos que 
ha  hecho siivos. 
Respecto a los teiiius iiiús iiiiportantes expiiestos por los 
eiiiiienduntes, seiialu qite, eii relación con la cuestión dr la 
deiriarcucióii judicial en los estututos de uritonoiiiía cura- 
Iúii ?' vasco, se ha previsto 1111  sisteiiia purticiputivo, en los 
tkriiiiiios qiie figiiran en  el proyecto de ley, respetando. por 
lo deiiiús, lo dispuesto en el urticrrlo 152.1 de la Constitii- 
cióii. Recoiioce qiie la participación de las Cornrrnidades 
Aiitóiioiiius iio debe ser riieruinentr consultiva. pero cree 
qiie taiiipoco puede ser coriipletuinente vinculante s u  pos- 
tiiru, ya yite, eii otro caso. podría ser ufectudo el principio 
de uiiidud e igualdad de los ciudadanos en  la tittela judi- 
cial. Respecto u 10s Tribunales Superiores de Justicia. cree 
yite todos estún de acuerdo en  qite no se trata de un órga- 
no de las Coiiiiinidades Aiitóriornas, sitio de la Adniinistru- 
ción de Jiisticiu; i i n  or'guno del Estado en la Co~n~ii i idad 
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Airtiriornu, Y usi esti reconocido por  el Tribrrnul Coristicir- 
cioiiul. Qitizú el problernu resida en  la irtilizaci0n del tt;r- 
m i n o  ~~excl irs i i~urnente~ en el urticulo 73 del provecto y, so- 
bre el particitlur, irivitu (1 los enriieridurites u la brisyitedu 
de otro rnús udecwudo. Respecto u lo ilisprre.sro en  el ur- 
tic.irlo 5.3, sir Grupo no le du lo lectirru yire los e~i i i i i~r idur i -  

tes y, eti todo cuso, está dispuesto u encontrur irnu fórrriirlri 

que rio l l e ~  a coriclirsiories [un tujurites cuino lu iriuni/i,.s- 
tiidu. En  relación con el teniu de lu derriurcucióri, resulta lii 
exisrenciu de diecisiete Coiirirnidiides Aittóiioiriu~ y lu rie- 
cesidud de una  coorilinucióii, sin lu que no podriu eiiteri- 
ilerse el Estudo ile 1u.s ui~tuiroiriius. v riieiio.\ i i i irr  en niuri'- 
riir de la Arlriiiriistrcii.ióii de Jirsticiu, ~ ' i r y u  ir nidiid e iriile- 
perideiiciu ikhe cstur guriinti:udii. A propiisiro de /ir irirer-- 
i~encióri de los órguiios jiriliiiules eri la eliihoritciíiii y rr- ir -  
rnitucióri de proyectos legislativos, esporie yire ise  Iiu sido 
el iiriico cuiriirio posible y ,  por lo d~rriú.s, lu prúcricii di, cstu 
iriisriiu Cniiiuru y ile toilos los órgurios del Estriilo. Cuiitc.\1ii 
firiulirierite u Iu obseriuciíirt del seiior Rocu Jiriiyeiit eii ri)- 
Iirciciii L Y I I I  la jithiluiiiiii (le firiicioiiuri~i.\ y LJI  uci~e.so u lu 
curreru jiidiciul. puru reriiiinur iiiuiiifestundo yiie lu.\ di.\- 
creparicias de 10.s eiinieriiluritcs i i o  lus coiisitlerii e.\rriciiilcs 
eii el corijirnto de lu Ley. por lo yite cube lu posibiliclud ile 
rriodificur úetcrrriiiiudos ~~luriteiiriiieiiro.\ i ' i i  l o s  ilcbure.\ 
po.steriore.\. 

Eii turno (le riplicu iiiteri~ierie el scvior V i x u w  Retiiriu y Ir 
contesto el serior Sotillo Murtí. Asiiiiisrrio. en tirriio ik re- 
plicu Iruce 1 1 . w  ilt I u  puluhru el Aetior Roru Jlriryerir. L Y I I I -  

tcwándole rl  setior Sotillo Murti. 
E l  seiior A1:ugii Vdluiiriii! de/ieiiile lu eniniendu de devolii- 

cióii ilel Grupo Popirlur. Coiriierizu ulirdierido u la fultci ilc 
respeto u1 uutogobierrio del Poder jitdiciul corm rriotiiw 
puru pedir la deiditcióri  del proyeclo. Espotri, los prece- 
dentes históricos eri relación coii este lerriu, puru ugregiir 
yitc. u1 soiicirur esta irideperidetrci~~ trutu di, gcirurrtizctr u 
los ciirdaduiio.~ lu irripurciulidud del jirez. sorneri~1~1 . d o  u1 
irnperio de Iu Ley. No es. por turito, 1 1 1 1  privilegio ilel juez, 
.sino requisito húsico pura que seu r e d  el derecho ile lo.\ 
c~i~rdurlurios u un(1 jirstic'iu rectu. Siri einburgo, eii el urticrr- 
lado del proyecto se observuri irnu serie de curriclus y di.\- 
crepaiicius huciu el rriúxiino órguno del Poder jrriliciul yite 
viciun lu coricepcidn coristitircionul de Iu Jitsticiu. lo que 
se rriutiifiestu. princ~ipulrnente eii rnuleriu de la potestud re- 
gliirneriruriu, eri ioiu posición, uderriús, iotulrnerite conlru- 
riu u lu rriurireriidu por el Grupo Sociulistu eri relución coii 

el p r o y x t o  de Ley 1980 y u la rriuritenidu. u.siiriisrrio. por el 
uctitul Ministro ile Justiciir citurido eru vocul del Consejo 
Generul del Poder Jirdiciitl. Alude tuiribiéri u la postrrru 
rnuntenidu u1 respecto por el Consejo General, coritrurio u 
la a~rihircióri de potestud reglunientariu. en  riiuteriu jirdi- 
c i d ,  al Gobierno de la nución corno rnedio puru evitur in- 
jerencius del Ejeculivo. 
Por otro lado, califica de viejo u1 provecto de Ley, exteti- 
diendose ucercu de lu regulación del tnisrrio sobre 10,s jue- 
ces de puz .v lu participación popular eri lu acción de lu 
Justiciu. asi  corno sir trutuniierito en el Derecho coriipctru- 
do, haciendo objeto de detallada crítica lo dispuesto sobre 
el par~icit lur e n  el proyecto. Estimu que en 1984 no puede 
mantenerse la justicia lega, que vu fue abierturnente criti- 

cudu por  insignes juri.vlus espurioles de firiules del siglo pa- 
sudo, recordando la ufinriackjn de don Antonio Muitra de 
que wcubar cor; el cuciyuisnio pusubu por ucabur con Iu 
sitiruciLiti de los jireces de puzu. 
Expone u continuación qr4e el provecto no se enfrerilu con 
rl clirnu de corrirptelus en que se deserivueliw irnu purte de 
Iu Adiriiriistrución ile Jirsticiu, lo que perrriitiru sulir del 
grave estado de yiiiehru eri yiie kstu se eiiciteritru y ubrit  
iriiu esperunzu u la efectividud de la tirtelu jirdicial yrie 
proclurriu y gururitiiu u los ciududunos el urtíiwlo 24 de lu 
í'oristitirción. Esporie la sirrrucióri eri que nitesíros jueces 
se deseniwelveii, priricipulirierite en las grundes riirdudes 
donde el retruso jirdiciul SLJ I i a  coriverrido en endiriiic~o y el 
principio de itiniediuciijn es I r  excrpcioii. Puru resolver es- 
tos problerrius. eririeride que el Gobierno tiene el deber de 
presentar 1111 provecto y iw  recorioxu en rodu .sir pleriitirrl 
el uirtogobierrto jiriliciul y, u1 rriisriio rierripo. hacer lo  posi- 
ble puru estuhlecer i r i i  rigirricii de respoii.subilii1ude.s rno- 
derrio, coino coritrupeso de uyiiellii irideperidericiu jirili- 
c.id. En esre seririrlo. Jestucii lu irriporturiciu ile la Iii.syec- 
Liiiii de los irihiiiiules y de 10 re.\ponsiihilidud jirdiciiil, iio 

Iictcii.ridose i i u h  respeclo del priiner prriito y olvidúiidose 
debutes iriiportrrriri~s uriteriores en relucióri cori Iu .segirnil(i 
ciresrióii. 
Terririiiu nruriifestuiido yrre el p r i i , ~ t ' ~ ~ o  ci ir iw ile rigur h c -  

triniil> ulirtlierido u c1i~reriiiiricidu.s iuiiipcreiiri[i.\ iid Trihir- 
riul Sirprertio \ ,  del l'ribiiiiul í'oiistitrrcionul, \*, por ulru 
pcirte, .si, igiiiiriiri iiiriui~ticiories i . o i t . \ t i t i i~ . io i i c i l i~~ ,  u1giinii.s 

de l a s  criule.\ fiieruii e.rpiiestirs por el serior- V ixqyu .  Culifi- 
(u tiiiiibicn (le rcgrcsiiw (11 pt-o,~~ecto. c i l  1 1 0  respoiriler; p o r  
ejeiiiplo. u1 sisteiiiii ucirsutorio pciiul. con .\epiirucióri entre 
cl juez yire irislriry y el yire fullu. C'orii~lii,~~c upeluriilo u lu 
cwisiderucióii de iiiuteriu dc Estudo utribiiiilu a estu L í y  
yire debe servir (le base puru ubrir 1 1 1 1  iirripliri ciiirce de 
wri .~ i r i tu  ~3 i l idogo puru corisegirir, eiitre todos. iiiiccr irriu 

ley iicorde co i i  i i  ir c'st rii .soc,iedud ileinocrii t icu r riode ri iii  y 
e n  el niurco de lu vigeiite C'oiistitirci<jri. 

lriterifieiie el seiior Miiiistro de Jir.sticiii (1.etlesinu Burtrer). 
y ir ieii con restu u1 .\eMrir A lzugu reco rilu i i t lo  .sii.s tuiiiei itu - 
rios escritos sobre lo irideyendeiiciu del Poder jiidiciul, 
yire jirzgu rnús serios y iicordes cori lu defeiisu de la iiiile- 
penúenciu ]iriliciu/ yire sir iriterverici<in de hoy. Agregu 4111' 
todo 10 que el setior A h g u  expoiie coniu riccesurio piiru 
corisegrrir píenurrierilc IU irideperi(ienciu de 10.s iirece.s se 
Iiullu recogido totulrne~rtr e n  el proyecro de l ey  curecieri- 
do, por turito. de coitsistenciu los diverso3 urgrririeiito.s ex- 

prresios por el eiiiiierihiite puru truiur ile jcrstificur Iii pre- 
tendidu iwlnerucioii del principio de iridepcndenciu jiiili- 
c i d .  
Respecro u Iu exislericiu de cuirtelu.\ y discrepunciii.\, sólo 
hu citudo el terriu de Iu potestud regliiirierituriu esieriiu dcl 
Poder jirdiciul. frente u c r r ~ ~ o  urgirrnerito opone el seiior 
Miriistro lo dispiresto en rl urrícitlo Y 7  de la Cori.stitircióii. 
que utribiry  exclusivurriente diciiu potestul  u1 Gobierno 
del Esrudo. Otro urgurrierilo seríu el de que la politicu jirdi- 
cid iorrriu purte de la poliricu generul, tloride existe uiiu 

resporisubilidud politicu que supone ku posible rernocivn 
de Iu personu u la qire se exige. 
En relación con lu justiciu de p u i  seMulu yite el serior Alzu- 
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A continuación, se refiere a la fundamentación de la aitto- 
riomia v uutogobierrio de nuestro Poder Judicial, citando 
diversos artículos constitucionales cuvos principios no se 
encuentrun adecuadarnerite plasriiados en el proyecto. 
DesprrL's de hacer referencia a determinadus lirniiuciories 
concretas, conio por ejemplo en  rnuteriu presupuesiuriu, 
que, en sir opiriion. se contienen en relucióri con el Cotise- 
jo General del Poder Judicial, a diferencia de lo regulutlo 
respecto de otros órganos constitucioriules, iigregu que no 
es concebible que el órgano de Gobierno de i r n  poder- del 
Estado pueda depender de otro poder sin desriutirralizurlo. 
Prosigue s u  intervención aludiendo a aspectos iiiiportuii- 
tes cotno el del acceso a la carrera jiidicial>: la forrnucióii 
de la volioitud del Consejo General del Poder Jitdiciul. 
exatiiiriando con detulle el sistema que se preilg a l  respecto 
y forrnrrlarido diversas objeciones u1 rnisnio. Firiu1i:u .sir 

intervención refirikridose u1 sistetnu de ucceso u la curreru 
jrtdicial. rnostrundo .su total preferenciu por el de Iu opo.si- 
ción y, en  conseciienciu, rrio.strarido.se coritrurio a los critc- 
rios que ha giriado u1 Gobierno u1 reductur el proyecto. u lu 
vez que expone las dificirltudes existentes puru sir uplicu- 
ción. Cree qire se coritrudiceri, por otru parte. las ufiritiu- 
ciones de que hacen fultu niús jireces ciiundo, u1 iiiisnio 
tiempo. se produce la jitbilacióri de uqrrellos que figiirirri u 
la cabeza de la carreru jiidiciul, medida que ufecturá prdxi- 
tiiumente, por ejemplo, u niús de la mitad de nirestro Tri- 
bioiul Supremo, sin tener en cuenta la iniportunciu que la 
experiencia tiene en  este áinhito. Pone de relieve la conve- 
niencia de dotar de mayores estimirlos u quienes siriwi u 
la justicia, con lo que, en sir opinión, desaparecíun irirrir- 
diataniente los prohletrias de las pluzus vucantes y consi- 
gcrientemente, rnirchos otros de los expuestos en Iu tiirde 
de hov ante la Cárnaru. 

En turno en coritru de la eririiierida de texto ulternuriiu in- 
tervierie, por el Grupo Socialista, el serior Gi-uriudos Cule- 
ro, que seriala que no ha visto por riingririu parte la defeti- 
su del texto alternativo por el orador precedente, segiiru- 
mente porque el sefior Ririz Gallardón se ha dejado I l t w r  
por la idea que le obsesiona, consistente en acabar con el 
Ministerio de Justicia. intercalando en s u  intervención lo 
lectura de diversos párrafos de un artícirlo pirblicado en 
si4 diu por el hoy titular de este Departumerito rninisterinl. 
Cree que el mensaje que hari transniitido los enniendanres 
al pueblo español es el de que el provecto no sirve para 
nada. que es anticuado. no guarda las garantías constitu-q 
cionales v vulnera la independencia judicial, hechos que 
no responden a la realidad ni, por supuesto, hari uprobu- 
do. Analiza despuks algunas de lus modificaciones que 
considera niás llamativas del texto alternativo. detenikri- 
dose especialmente en relación con el tema del acceso a la 
Judicaturu y las jubilaciones -resultando Iu carenciu de 
argumentos del Grupo Popular para no reducir a los se- 
senta y cinco años la edad de jubilación de jueces ? rnagis- 
trados-, o el de la exigencia de responsabilidades de los 
jueces, para terminar señalando que sir Grupo se opondrá 
al texto alternativo del Grupo Popular. 

En  turno de réplica. interviene el señor Ruiz Gallardón v drr- 
plica el señor Granados Calero. 

Sometida a votación la enniienda de totalidad v texto alter- 
nativo del Grupo Popular, es rechazada por 86 votos a fu- 
vor, 172 en contra y 13 abstenciones. 

Se suspende Iu sesión a las nueve v veinte tninutos de la no- 
che. 

Se abre la sesión a las cuatro v cinco minutos de la tarde. 

DEBATES DE TOTALIDAD A INICIATIVAS LEGISLATI- 
VAS 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA DEL PODER JUDI- 
CIAL 

El señor PRESIDENTE: Se inicia la sesión. Vamos a 
entrar en el debate de totalidad del proyecto de Ley Or- 
gánica del Poder Judicial. Se han presentado cuatro en- 
miendas a la totalidad: tres de devolución, del Grupo 
Parlamentario Vasco, del Grupo Parlamentario de la Mi- 
noría Catalana y del Grupo Parlamentario Popular, y 
una de texto alternativo del Grupo Popular. 

Vamos a iniciar el debate con las enmiendas de devolu- 
ción. Una vez terminado el debate de las enmiendas de 
devolución, se procederá a la votación y ,  en el supuesto 
de que se desestimen, se dará paso a la enmienda de 
texto alternativo. 

El señor Ministro de Justicia tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señoras y senores Diputados, subo a 
esta tribuna para defender, frente a las enmiendas a la 
totalidad, el proyecto de Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial, proyecto que considero indemorable, porque así co- 
mo aprobada la Constitución se produjo inmediatamente 
una adaptación a los principios y normas constituciona- 
les de los poderes legislativo y ejecutivo, sin embargo, 
todavfa está pendiente de acomodación a la misma el 
Poder Judicial. Hay un conjunto de mandatos constitu- 
cionales que siguen estando pendientes de cumplimiento, 
y cabalmente este proyecto de ley lo que pretende es 
proceder a su realización. 

En todo Estado de derecho el Poder Judicial es uno de 
los tres poderes, independiente y capital, exactamente 
igual que los otros dos. Porque, en definitiva, al Poder 
Judicial se le encomiendan ni más ni menos que el man- 
tenimiento del respeto de la legalidad, la realización de 
la paz social, la solución pacífica de los conflictos inter- 
subjetivos, la protección de los derechos fundamentales y 
de los intereses legítimos y el sometimiento de todos los 
poderes públicos y privados al cumplimiento de la Cons- 
titución y el resto del ordenamiento jurídico. Pero si así 
es efectivamente en cualquier Estado de Derecho, la im- 
portancia del Poder Judicial concretamente en el nuestro 
reviste unas caracterfsticas especiales porque, como ya 
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se ha dicho en muchas ocasiones, señorías, hemos cons- 
truido un sistema democrático, un Estado social y demo- 
crhtico de derecho profundamente judicializado; quiero 
decir que prácticamente cada ley que se aprueba es una 
ley que supone un mayor protagonismo judicial, un 
echar sobre las espaldas de los jueces crecientes respon- 
sabilidades. Los derechos, en gran medida, en cuanto a 
su verificación y realización efectiva, dependo del ampa- 
ro y de la protección judicial. Sin embargo, siendo esto 
absolutamente verdad, también es completamente cierto 
que para cualquier observador imparcial, con indepen- 
dencia de la ideología política que se tenga, para cual- 
quier observador imparcial es una realidad que la Admi- 
nistración de la Justicia en España no funciona de un 
modo deseado por todos; que se padece una crisis de 
credibilidad, y yo creo que todo el mundo concuerda en 
afirmar que es una institución que está necesitada de 
profundas reformas. Y decía que esto no es una cuestión 
ni de una ideología ni de otra porque en esto coinciden 
-basta examinar las preguntas y las interpelaciones de 
los diferentes Grupos Parlamentarios de esta Cámara- 
absolutamente todos ellos, los de un lado y los del otro 
lado de la Cámara. Pero es que también el propio Con- 
sejo General del Poder Judicial en sus Memorfas 40- 

nozco todas ellas exactamente igual que ustedes- reco- 
noce año tras ano que no es un Poder que funciona bien. 
El Defensor del Pueblo en el informe que acaba de pre- 
sentar ante estas Cámaras ha puesto de manifiesto cómo 
las quejas sobre el funcionamiento de la Administración 
de Justicia van en segundo lugar. Me parece que las cen- 
trales sindicales, las asociaciones profesionales, los cole- 
gios profesionales también ponen de manifiesto la necesi- 
dad de introducir reformas en el Poder Judicial. 
Y lo que se reclama es, senorías, haciendo naturalmen- 

te una síntesis más apresurada, lo que se reclama es 
transparencia -porque quizá en el Poder Judicial hay a 
veces una no deseable opacidad- lo que se reclama es 
celeridad, porque la verdad es que los procesos judiciales 
son muy lentos, y los ciudadanos se desesperan tanto que 
recurren cuando pueden, y eso depende muchas veces de 
sus posibilidades económicas, a otros instrumentos alter- 
nativos para la solución de los conflictos, y estoy pensan- 
do destacadamente en el arbitraje. Lo que se reclama es 
inmediación, porque hay muchísimos ciudadanos que 
pasan por los juzgados y los tribunales, y desgraciada- 
mente no son oídos personalmente por quien tiene que 
escuchar su verdad, por quien tiene que oír la realidad 
que ellos cuentan y por quien tiene que resolver ese pro- 
blema que muchas veces, y no exagero nada, es un pro- 
blema dramático que afecta a los bienes jurídicos más 
sensibles e importantes de la persona. Lo que se reclama 
es oralidad. porque el trámite procesal se desenvuelve en 
forma predominantemente escrita, a través de interposi- 
ción de técnios en Derecho que, aunque ellos no quieran, 
distancian al ciudadano de sus administradores de la 
Justicia, lo que se reclama también es participación, en 
la medida en que la ley permita la participación en la 
administración de la Justicia. 

Tan es asf que se ha escrito -y a mi juicio con razón y 

me gustaría que todos ustedes lo compartieran- que el 
Poder judicial, de ser una plataforma para la resolución 
de los conflictos, se ha convertido en sí mismo en una 
realidad conflictiva. 

Pues bien, senorías, el Gobierno y su Grupo Parlamen- 
tario quiere precisamente con esta Ley corregir esta si- 
tuación. Quiere que se recupere la credibilidad en la ad- 
ministración de la Justicia en la medida, y yo no quiero 
cometer ninguna exageración, en que ésta se haya perdi- 
do. 

Quiere hacer de los juzgados y de los tribunales órga- 
nos en los que se resuelvan las pretensiones rápidamente, 
en los que los ciudadanos sean oídos personal y directa- 
mente, que sean, en una palabra, lugares de paz y de 
justicia. 
Y porque pienso que ésta es una operación de Estado, 

creo que debe procurarse el mayor grado de concertación 
posible. Por ello me permito decir en voz alta que será 
necesario en este debate que todos distingamos clara- 
mente entre lo que son discrepancias esenciales, y lo que 
son s610 discrepancias accidentales, susceptibles de una 
corrección a lo largo del trámite parlamentario. Les pido 
que siempre se debata sobre los términos de la ley, sobre 
los datos de la ley, sobre la redacción de los artículos de 
la ley, sin hacer juicios de intenciones, interpretando lo 
que está escrito. 

Les pido también, y ya sé que esto siempre ustedes lo 
conceden, que no haya ninguna cicatería en el reconoci- 
miento de aquello en lo que se coincide en el proyecto de 
ley, sin perjuicio de que se marquen las diferencias en 
todo aquello en lo que se discrepe y ,  por supuesto, en que 
todos coincidamos en algo por otra parte elemental y en 
lo que siempre todos coincidimos, y es que al acometer la 
reforma de la Administración de Justicia, son intereses 
permanentes siempre los intereses de los ciudadanos. 
Ellos están por encima de cualesquiera otros intereses 
que aquf puedan concurrir, y en la medida evidentemen- 
te en que sean conciliables unos y otros, habrá que satis- 
facerlos conjuntamente; pero si existiera en algún mo- 
mento alguna discrepancia entre unos y otros, siempre 
pienso que deben prevalecer los intereses de la sociedad, 
los intereses de los ciudadanos. 

iQué concepción es la que inspira este proyecto de ley 
orgánica del Poder judicial? Para contestar esta pregunta 
creo que es imprescindible contestar qué es y para que 
está el Poder judicial en cualquier Estado, pregunta fácil 
de contestar evidentemente. 

El Poder judicial es uno de los tres poderes del Estado, 
independiente como los otros os, al que se encomienda 
con exclusividad la función de juzgar y de ejecutar lo 
juzgado. 

Pues bien, creo que al Poder judicial, por su origen 
-la Constitución dice que la Justiciaemana del puebl-, 
por la función que la Constitución le atribuye: juzgar y 
ejecutar lo juzgado con exclusividad, por la fuerza que 
detenta, impone sus resoluciones a todas las personas, a 
todos los Poderes. 

Es obligado cumplir las resoluciones judiciales -dice 
la Constitución- y todos tienen que colaborar con los 
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juzgados y tribunales en el cumplimiento de las senten- 
cias firmes, porque a todos los ciudadanos se les recono- 
ce por la Constitución un derecho fundamental y clave 
que es el derecho a recibir tutela judicial efectiva en sus 
derechos fundamentales, en sus libertades públicas, en 
sus intereses legítimos, y también porque es el Poder ju- 
dicial de un Estado que la Constitución reconoce que es 
un Estado social y democrático de Derecho. Por todo 
esto, a mí me parece que es imprescindible que el Poder 
judicial desempeñe tres funciones claves. 

Primero, la de asumir, igual que los otros Poderes, la 
defensa del sistema democrático, la defensa del Estado 
del cual es uno de los tres Poderes. 

Segundo, le corresponde tutelar eficazmente los dere- 
chos fundamentales, las libertades públicas y los intere- 
ses legítimos. 
Y le corresponde, en tercer lugar, someter a todos los 

Poderes al cumplimiento de la Ley. Esto se dice muy 
rápidamente, pero yo creo que es necesario profundizar 
un poco más respecto de cada uno de estos tres puntos. 

¿Qué es, en primer lugar, lo que la Constitución quiere 
que sea la afirmación de que el Poder judicial también 
está para asumir la defensa del sistema democrático? A 
mi juicio, asumir la defensa del sistema democrático sig- 
nifica, señorías, garantizar el cumplimiento de la volun- 
tad popular, haciendo prevalecer los jueces, siempre y 
sin ninguna excepción, la primacía de la Constitución. La 
primacía de la Constitución quiere decir la primacía de 
su letra, la primacía de su espíritu, la primacía de sus 
principios y la primacía de sus valores constitucionales. 

Se ha escrito recientemente por uno de nuestros mejo- 
res constitucionalistas que del mismo modo que el legis- 
lador, e incluso aún con más energía, porque es servidor 
y no señor del Derecho, el juez mismo está sometido a la 
Constitución y, por tanto, al sistema de valores materia- 
les de la Constitución. Pero junto a la primacía de la 
Constitución, al juez también le corresponde defender la 
primacía de las leyes que desarrollan esa Constitución. 
La efectividad de la Ley no depende nunca del uplacetu 
de los jueces. El juez que niegue la aplicación de cual- 
quier ley positiva porque la crea contraria a sus senti- 
mientos subjetivos de justicia incurrirá en responsabili- 
dad. 

Decía que lo segundo que se requería era defender efi- 
cazmente los derechos fundamentales, las libertades pú- 
blicas y los intereses legítimos, lo cual supone, entre 
otras cosas, abrir los procesos a todos los que busquen 
tutela judicial, remover todos los obstáculos que se opon- 
gan al encuentro de esa tutela judicial efectiva. Supone 
el que los jueces en la práctica jurisprudencial, en la 
aplicacion cotidiana de las leyes, cuando tengan que de- 
fender un derecho fundamental no resten ni un ápice al 
contenido esencial de ese derecho fundamental. 

Cuando el artículo 9." dice que todos los poderes públi- 
cos deben remover los obstáculos que se opongan a la 
libt.'id y a la justicia de los ciudadanos, individualmen- 
te consiari.Idos o integrados en los grupos, qué duda 
cabe que tambiei, 'Stá siendo interpelado ahí por el Po- 
der judicial al cual, con.: al Poder legislativo y al Poder 

ejecutivo, también le corresponde esa función. En esta 
función de ir profundizando en el contenido de los dere- 
chos fundamentales y de las libertades públicas no es 
necesario que a los tribunales nadie les abra camino, no 
es necesario esperar a la jurisprudencia constitucional, 
pero una vez que ésta, efectivamente, se haya pronuncia- 
do, pasa a convertirse en ordenamiento jurídico, y esa 
jurisprudencia vincula a todos los poderes públicos y en- 
tre ellos, desde luego, al Poder judicial. Someter a todos 
los poderes públicos a la ley y al derecho significa eso 
que también quedó escrito por uno de nuestros mejores 
administrativistas, significa lisa y llanamente poner fin a 
cualquier inmunidad respecto del control judicial, some- 
ter la actuación de toda la actividad administrativa, re- 
glamentaria y no reglamentaria, al control de los jueces. 

Pero para poder desarrollar esta noble, triple, impor- 
tantísima función, la Constitución quiere que se den unos 
determinados requisitos, unas determinadas circunstan- 
cias propias del emplazamiento orgánico constitucional 
del poder judicial. A ellos me voy a referir a continua- 
ción. 

El primer requisito imprescindible es el de la indepen- 
dencia, que el Poder Judicial sea independiente. Pero i i n -  
dependencia para quien, frente a quién y cuándo inde- 
pendencia? Evidentemente, independencia para jueces y 
magistrados, porque son ellos y solamente ellos los que 
desempeñan la función jurisdiccional; independencia 
frente a todos los poderes, públicos y privados, frente a 
cualquier forma de presión, frente a cualquier intento de 
someter al juez, de vulnerar su libertad. El juez necesita 
ser absolutamente independiente en ese momento trans- 
cendental para la sociedad, para la vida en paz, en que 
tiene que declarar el derecho en el supuesto concreto y 
controvertido, y esa es una independencia, evidentemen- 
te, que le tiene que acompañar durante toda su vida, 
desde el nombramiento hasta la jubilación, pero es una 
independencia que actúa siempre frente a los poderes, 
pero nunca frente a la ley. La ley (ya lo he dicho antes) es 
la que se impone siempre en toda actividad jurisdiccio- 
nal. 

Ahora bien, pienso que, dicho esto, la máxima garantía 
para el juez radica en la circunstancia de que precisa- 
mente una norma con el rango de la ley orgánica regule 
toda la vida judicial, establezca precisamente una norma 
con rango de ley orgánica todo el estatuto de los jueces, 
dejando muy pocos requicios para la discrecionalidad, y 
cuando se abra un intersticio, un resquicio a la discrecio- 
nalidad, en aquellos supuestos en los que la ley orgánica 
no establezca regladamente el Estatuto Judicial, que la 
decisión discrecional nunca corresponda al Poder ejecuti- 
vo, que esté siempre imputada, incardinada en un órga- 
no también independiente que viva extramuros del Poder 
ejecutivo. 

Por consiguiente, señorías, pienso que si todo esto que 
he dicho sobre la independencia judicial estuviera en el 
proyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial se faltaría a 
la verdad, se faltaria a la lealtad parlamentaria y no se 
diría la verdad a los ciudadanos si, concurriendo todos 
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estos requisitos, insisto, se pusiera en duda la indepen- 
dencia que esta ley asegura a jueces y magistrados. 

Decía que para poder cumplir esa triple función se 
necesitaba -y ya lo he desarrollado-, independencia: 
pero se necesitan también otras cosas muy importantes, 
porque la Constitución las establece. Se necesita que la 
potestad jurisdiccional sea plena, y plena significa que 
no haya ninguna pretensión que no pueda plantearse en 
un proceso ante un tribunal competente; significa que 
sea exclusiva, es decir, que no esté fraccionada, ni com- 
partida, ni entregada a órganos que estén fuera del Poder 
judicial, que sean ellos precisamente los que acumulen 
toda la potestad jurisdiccional, con la única excepción 
que reconoce la Constitución de la jurisdicción castrense, 
si bien ésta reducida estrictamente al ámbito castrense, 
y que sea única, lo que equivale a decir que el principio 
de unidad judicial sea la base de la organización y el 
funcionamiento de los tribunales. 

Una tercera exigencia sería -y ya lo he señalad- 
que todo el Estatuto orgánico de los jueces, salvo aque- 
llos detalles en los que no sea necesario que entre la ley, 
esté recogido en una ley orgánica. 

Pero también pienso que para poder desarrollar aque- 
lla triple función se necesita una cuarta condición. Se 
necesita, señorías, que la organización territorial del Po- 
der judicial esté ajustada a la Constitución, y que tal 
organización territorial del Poder judicial garantice ab- 
solutamente a todos los ciudadanos ese conjunto de dere- 
chos que están en el artículo 24 de la Constitución que, 
muy rápidamente recordarán SS. SS.. son el derecho a la 
tutela judicial efectiva, el derecho a un proceso público 
sin dilaciones, con plenas garantías; el derecho a que se 
ejecute lo juzgado, que no se quede la función jurisdic- 
cional en el simple enjuiciamiento, que imponga tam- 
bién el cumplimiento de sus resoluciones; que se pro- 
tejan, a través de un proceso sumario y urgente, los dere- 
chos fundamentales, y que se facilite, en la mayor medi- 
da posible, la participación en la administración de la 
Justicia. 

¿Qué será necesario para que esta cuarta condición se 
realice plenamente? Será necesario que la Ley Orgfinica 
del Poder Judicial contenga exhaustivamente el diseño 
orgánico de los juzgados y de los tribunales, teniendo 
presente la realidad autonómica del Estado autonómico 
que establece nuestra Constitución, pero sin olvidar nun- 
ca lo que dice el artículo 149.1.5.": que la administración 
de la Justicia es una competencia exclusiva del Estado. 

Será necesario, además de ese diseño orgánico, que 
una ley de planta y demarcación judicial proyecte sobre 
el territorio dicho diseño. Será necesario también, en ter- 
cer lugar, señorías, algo muy importante: que exista el 
número suficiente de funcionarios judiciales de todo tipo, 
y comprendo aquí desde los jueces hasta el último fun- 
cionario judicial, porque la falta de los funcionarios ne- 
cesarios, la no cobertura de los organismos jurisdicciona- 
les, lo que en algunas ocasiones yo he denominado deser- 
tización judicial, constituye, lisa y llanamente, la expre- 
sión más clara de la indefensión, la expresión más rotun- 
da de la de negación de la Justicia. 

Se requiere también que la jurisdicción discurra por 
unos cauces procesales adecuados, razonables que facili- 
ten eso que decía antes: la inmediación, la oralidad, la 
participación, la accesibilidad, sin que ninguna razón 
econ6mica pueda ser un elemento de discriminación. 

Dicho todo esto, señorías, y para seguir un orden lógico 
en esta presentación del proyecto, me parece que lo que 
debo hacer a continuación es tratar de exponer cómo esa 
concepción del Juez constitucional, que antes he trazado 
y que está para realizar esa triple función, es exactamen- 
te la que recoge el proyecto, y cómo esos cuatro bloques 
de exigencias, que también he señalado, se dan plena- 
mente en el proyecto de ley orgánica del Poder Judicial. 

Empiezo por lo primero. El juez del proyecto es el juez 
de la Constitución. En efecto, el proyecto constituye a los 
jueces en garantes de la primacía de la Constitucibn y de 
las leyes, y lo hace estableciendo, ya desde el artículo 1 .", 
que no tienen más sometimiento que la Constitución y la 
Ley. Y añadiendo en el artículo 5 : )  que la Constitución 
vincula a todos los jueces y tribunales, quienes interpre- 
tarán y aplicarán las leyes y los reglamentos según los 
preceptos y principios constitucionales, y de conformi- 
dad con la interpretación que resulte de las resoluciones 
del Tribunal Constitucional. 

El proyecto constituye a los jueces en garantes de este 
sistema democrático, que radica en el mantenimiento de 
la primacía de la Constitución en la ley cuando condicio- 
na el cumplimiento de las cuestiones de constitucionali- 
dad al hecho de que el juez no pueda, por vía intcrpreta- 
tiva. acomodar la ley posconstitucional a la const i tución.  
Cuando abre, en todo caso, el recurso de casación a la 
vulneración de un precepto de la Constitución, o cuando, 
por ejemplo, en el artículo 6." ordena la inaplicación dc 
los reglamentos que vulneren la Constitución o que vul- 
neren las leyes. 

Además, este proyecto también da el siguiente paso, 
que es el de comprometer a los jueces en la protección y 
en la tutela efectiva de los derechos fundamentales y de 
las libertades públicas. A ellos, y precisamente a cllos, 
confía su tutela efectiva el artículo 7:s cuando dice que 
los derechos fundamentales y las libertades públicas vin-  
culan -y atienden, señorías- en su integridad -dice el 
proyect- a todos los jueces y a todos los tribunales, los 
cuales no podrán restringir, menoscabar o inaplicar el 
contenido constitucionalmente declarado de esos dere- 
chos fundamentales y libertades públicas. 

También hace lo tercero que debía hacer: elimina to- 
das las inmunidades y somete a todos los poderes al con- 
trol jurisdiccional, en el artículo 8." que está integrado en 
el Título Preliminar, -Título, a mi juicio, de una gran 
importancia en este proyecto de ley-, cuando dice que 
los «Tribunales controlan, sin excepciones)), -subrayo 
sin excepciones- <(la potestad reglamentaria, así como 
la actuación administrativa, juzgando de su legalidad y 
sometimiento a los fines que le justificanp. A la vista de 
esto, señorías, permítanme que les diga que yo creo que 
nunca ha habido un juez con unas competencias más 
anchas y más ricas, que nunca ha estado tan potenciada 
la función promotora del juez. 
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Decía al principio de mi intervención que habíamos 
construido una democracia judicializada. Pues bien, aña- 
do ahora que si la apraxisu demostrara que los jueces no 
afrontan esa función de asumir la defensa dcl sistema 
democrático, desde luego yo sé que no ocurrirá pero si 
ocurriera en algún caso no sería porque la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, si se aprueba en los términos que 
contiene el proyecto, no se lo permitiera. 

Decía que, siguiendo un orden lógico en la exposición 
de todas las cuestiones a que da lugar este proyecto de 
ley, debo a continuación tratar de demostrar c6mo esos 
cuatro bloques de exigencias que debían concurrir están 
todos ellos en el proyecto. Empezaré por el primero, el 
más importante: por el valor, por el requisito imprescin- 
dible de la independencia de los jueces y de los magistra- 
dos. A la independencia, señorías, como condición esen- 
cial del juez se refiere el artículo 1." de este proyecto de 
ley: uLa Justicia ... se administra en nombre del Rey por 
Jueces y Magistrados ... independientesu. A la indepen- 
dencia frente a los propios órganos del Poder Judicial, 
-que a veces también pueden intentar disminuir o aten- 
tar contra la independencia del juez- se refiere el artí- 
culo 12: ((...los Jueces y Magistrados son independientes 
respecto a todos los 6rganos judiciales y de gobierno del 
Poder Judicialu. Por eso se prohíbe que los órganos supe- 
riores puedan dirigir instrucciones o directrices a los ór- 
ganos inferiores. Si tienen que revisar sus resoluciones 
que lo hagan como se debe hacer, a través de los recur- 
sos, pero nunca tratando de restringir su independencia. 

A la independencia frente a los otros poderes de todo 
tipo, poderes públicos, partidos políticos, sindicatos, aso- 
ciaciones, entidades públicas y privadas, se refiere el ar- 
tículo 13 que para todos impone el respeto de la indepen- 
dencia de los jueces y magistrados. Y si se considera que 
la inamovilidad es presupuesto -yo así lo creo- necesa- 
rio de la independencia, a la inamovilidad se refiere el 
artículo 15 cuando dice que:  LOS Jueces y Magistrados 
no podrán ser separados, trasladados, suspendidos o ju- 
bilados sino por las causas y con las garantías estableci- 
das en esta Ley)). 

Pero la máxima garantía está en estas dos puntualiza- 
ciones que voy a hacer a continuación. Este proyecto, 
que a veces ha.sido criticado como un proyecto excesiva- 
mente largo, lo es porque quiere cumplir absolutamente 
el principio de reserva de ley orgánica; quiere hacer una 
regulación con pretensión agotadora, y lo quiere hacer 
así porque trata de reducir al máximo posible el espacio 
abierto al Reglamento. Es decir, va a scr esta ley orgáni- 
ca la que va a gobernar la organización, las funciones, 
las actuaciones de los juzgados y de los tribunalcs. Y 
cuando esta ley orgánica deja algún margen, siempre pe- 
queño, a la discrecionalidad, nunca señorías, nunca, atri- 
buye esa potestad aplicativa del estatuto de los jueces y 
magistrados al Poder ejecutivo que siempre queda coni- 
pletamente excluido de esa competencia, de esa atribu- 
ción. Por el contrario, el proyecto siempre entrega esa 
competencia al Consejo General del Poder Judicial al que 
reconoce una plenitud para el gobierno autónomo y ,  des- 
de luego, al que confiere todas, absolutamente todas, las 

Competencias que el artículo 122 de la Constitución dice 
que tienen que ser competencias del Consejo General del 
Poder Judicial. 
Y ¿por qué hablo ahora del Consejo General del Poder 

Judicial? Lo trato ahora y explicaré ahora cuál es el 
planteamiento que hace este proyecto de ley de su com- 
posición, de sus atribuciones y del control de su actua- 
ción; lo trato en este momento de mi intervención por- 
que a este órgano constitucional (así está proclamado en 
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional), porque si 
alguna función quiso atribuir el legislador constituyente 
al Consejo General del Poder Judicial fue precisamente la 
de ser el órgano constitucional de defensa de la indepen- 
dencia de los jueces y de los magistrados. 

En cuanto a la composición de este órgano constitucio- 
nal, a la vista del texto de la Constitución se podía seguir 
en la elección de los vocales que no son de procedencia 
parlamentaria, de los doce vocales de procedencia judi- 
cial, se podía seguir uno de estos dos criterios diferentes: 
podfa optarse, señorlas, por un criterio mayoritario. To- 
dos sabemos a qué conduce ese criterio mayoritario; con- 
duciría, en el hipotético supuesto de que se hubiese se- 
guido, a la marginación de las minorías, a la exclusión de 
criterios que existen entre los jueces y los magistrados 
sobre su funci6n, sobre la organización de su poder. Se- 
ría un principio que estaría claramente en contra de 
otros principios constitucionales, como son el principio 
de la participación y el principio del respeto al pluralis- 
mo. Por eso, porque el proyecto ha querido ser perfecta- 
mente fiel a estos dos principios es por lo que no ha 
optado por el sistema mayoritario, y ha diseñado un sis- 
tema para la elección de esos doce vocales judiciales que 
respeta las exigencias de ambos principios y que se inspi- 
ra en criterios de proporcionalidad. 

¿Qué atribuciones confiere la ley a este Consejo? Ya lo 
he dicho antes: todas las del artículo 122 de la Constitu- 
ción; ni una de ellas, ni una sola de ellas queda fuera de 
este proyecto de ley, y todas las que le confieren los artí- 
culos 124 y 159. Más aún, este proyecto de ley reconoce 
al Consejo algunas competencias que no necesita para el 
cumplimiento de la función constitucional que le incum- 
be y que desde luego no tienen, señorías, los consejos 
superiores de la magistratura homónimos que existen en 
Europa. Me refiero concretamente, entre otras, a las fa- 
cultades que el proyecto reconoce para informar ante- 
proyectos de ley y disposiciones generales, a la facultad 
que se atribuye al Consejo de remitir anualmente al Go- 
bierno una Memoria de las necesidades de la Administra- 
ción de Justicia, y otra también que no se deriva del 
texto constitucional; le reconoce la potestad sobre el ré- 
gimen disciplinario de todos los funcionarios de la Admi- 
nistración de Justicia, jueces y no jueces. 

Por último, el proyecto de ley somete al Consejo a un 
doble control, a un control de legalidad, a cargo, no co- 
mo hasta ahora venia ocurriendo y la práctica ha puesto 
de manifiesto la inadecuación y disfuncionalidad de la 
tkcnica seguida, no  del Pleno del Tribunal Supremo, sino 
u cargo de una sala de lo contencioso del Tribunal Supre- 
mo, y luego, otra forma dc control a cargo de ambas 
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Cámaras, el Congreso y el Senado, con motivo de la Me- 
moria que presenta el Consejo General del Poder Judi- 
cial, pero control -y esto es absolutamente imprescindi- 
ble tenerlo siempre presente- limitado, porque el con- 
trol político en sentido estricto es un control que supone 
la removilidad del controlado mientras que los vocales 
del Consejo General del Poder Judicial son inamovibles. 

A la vista de todo lo que he dicho, creo que no puede 
ponerse ni un solo ejemplo, señorías, ni un solo ejemplo 
en todo el Derecho comparado de un Estado en el que el 
Poder judicial disponga de un estatuto de independencia 
superior al que aquí ha quedado descrito. 

Creo, por otra parte, que cualquier comparación entre 
el estatuto de independencia que este proyecto de ley 
traza, diseña y constituye y el régimen orgánico que con- 
tiene el Reglamento orgánico vigente (que es de 28 de 
diciembre de 1967 y no hay que recordar quién goberna- 
ba entonces) deslegitima, desde luego, a quienes entonces 
aceptaron aquel régimen orgánico de buen grado. Yo,  
por lo menos, desde luego no recuerdo sus protestas en 
aquel momento, y me tengo que preguntar: ¿Por qué en- 
tonces callaban? (Rumores. Varios señores DIPUTADOS: 
;Muy bien!) 

Pero también recoge el segundo bloque de exigencias 
esenciales. La exclusividad aparece proclamada en el ar- 
tículo 2: del proyecto de ley: U... corresponde exclusiva- 
mente a los Juzgados y Tribunales...)). La plenitud y la 
totalidad están en los artículos 4: y 8.” de este proyecto 
de ley. No habrá ni una sola pretensión que no pueda ser 
deducida, señorías, por nuestros ciudadanos, por todas 
las personas públicas y privadas, ante los Tribunales. 
También recoge la unicidad en el artículo 3: 

Había como tercer bloque de exigencias las que se refe- 
rían al estatuto orgánico cristalizado en norma orgánica, 
en ley orgánica. No voy a decir casi nada respecto de 
ello. Sí quiero, sin embargo, alzar la voz para mencionar 
que hay, a mi juicio, tres puntos que era urgente dejar 
claramente resueltos en el proyecto, y por eso el proyecto 
los ha asumido y los regula. Me refiero, en primer lugar, 
al reconocimiento y a la regulación del ejercicio de todos 
los derechos de participación que son compatibles con el 
desempeño de la función jurisdiccional y que deben ser 
reconocidos a los jueces. En este sentido el proyecto de 
ley les atribuye una intervención, con respeto al princi- 
pio de proporcionalidad, en la elección de los vocales 
judiciales, en la nueva composición de las salas de Go- 
bierno y ,  desde luego, en el libre ejercicio de asociación 
profesional, acabando con una regulación del asociacio- 
nismo profesional judicial que, a mi juicio, no se compa- 
dece bien con los principios y exigencias constitucionales 
y que, de hecho, ha impedido que corrientes de opinión 
que existen dentro de la carrera judicial hayan podido 
constituirse en asociaciones. 

Se estimula también otro bien jurídico digno de pro- 
tección, que es la capacitación técnica de los jueces. Los 
jueces descritos son los depositarios de la legalidad y por 
eso es absolutamente necesario el preocuparse cada vez 
más de su capacitación técnica. Pues bien, la ley aquí 
hace una opción: frente al criterio de antigüedad como 

único criterio de ascenso, añade al criterio de antigüedad 
el criterio de las pruebas selectivas. 

Otro punto muy importante; toda la independencia pa- 
ra los jueces, evidentemente; absolutamente toda, pero 
también la ley debe diseñar el estatuto de su responsabi- 
lidad, de sus tres formas de responsabilidad: civil, penal 
y disciplinaria. Y este proyecto lo lleva a cabo a través de 
una mejora notable respecto de la situación actual en la 
regulación de la responsabilidad disciplinaria; a través 
del mantenimiento del antejuicio, cuando un ofendido 
quiere querellarse contra un juez o un magistrado o 
quiere plantear una demanda de responsabilidad civil, y 
acometiendo el desarrollo de un artículo que estaba to- 
davía pendiente de ejecución, el artículo 121 de la Cons- 
titución, artículo muy importante, que es el que estable- 
ce la obligación a cargo del Estado de indemnizar a los 
perjudicados por errores judiciales o por funcionamiento 
anormal de la Justicia. 

Finalmente, cuando exponía el cuarto bloque de exi- 
gencias decía que era necesario que el proyecto de lev 
diseñara una organización territorial adecuada, y lo Ile- 
va a cabo el proyecto. Las normas claves están -lo sa- 
ben ustedes- en los artículos 21 y siguientes. En ellos 
-brevísimamente, porque no tengo derecho a extender- 
me mucho más- se regulan con criterios nuevos los juz- 
gados de paz; se suprime la justicia de distrito; se crean 
los juzgados de lo contencioso-administrativo de meno- 
res y se transforman las magistraturas de trabajo en juz- 
gados de lo social; se generaliza la figura de los jueccs dc 
vigilancia penitenciaria; se atribuyen competencias civi- 
les de apelación a las audiencias provinciales; se crea la 
sala de lo social en las audiencias territoriales y también 
en la Audiencia Nacional; se crean, en cumplimiento de 
la Constitución, los tribunales superiores de justicia y se 
reducen a cuatro las seis salas actuales del Tribunal Su- 
premo. 

De este conjunto de normas, destaco -y espero que en 
este debate parlamentario haya oportunidad de desarro- 
llar estas ideas- el contenido de los artículos 70 y 77, 
referentes a los tribunales superiores de justicia. En 
ellos, porque lo dice el articulo 152, debe culminar, y 
culmina de hecho en el proyecto, la organización judicial 
en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. Aho- 
ra bien, siendo esto así, no hay que olvidar nunca que el 
artículo 123 de la Constitución, sobre el Tribunal Supre- 
mo, reconoce que éste tiene jurisdicción en toda Espana 
y que es el órgano jurisdiccional superior en todos los 
órdenes, salvo en garantías constitucionales. Diseno. por 
consiguiente, de una organización territorial que he ex- 
puesto brevemente. 

Decía, en segundo lugar, que ese diseno se ha desarro- 
llado mediante una ley de planta y demarcación. El Go- 
bierno, en este proyecto de ley se compromete a remitir a 
esta Cámara el proyecto de ley de planta y demarcación 
en el plazo de un año, sometiéndolo a la tramitación que 
prevé su artículo 30. Ese artículo, creo es necesario decir- 
lo aquí, debe ser interpretado teniendo presente que la 
administración de Justicia -ya lo he dicho- es una 
competencia exclusiva del Estado; que en esta materia el 



- 7368 - 
CONGRESO 13 DE NOVIEMBRE DE 1984.-NüM. 164 

bloque constitucional no son sólo los estatutos, sino tam- 
bién, naturalmente, como siempre, la Constitución. Que 
el artículo 152 de la Constitución, al referirse a las de- 
marcaciones judiciales alude, con relacibn a las Comuni- 
dades Autónomas, a supuestos y formas de participación. 
Pero ailade algo que es absolutamente esencial y capital: 
«Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley orgá- 
nica del poder judicial (es decir, con esta Ley) y dentro 
de la unidad e independencia de este». También debe ser 
interpretado teniendo en cuenta la doctrina del Tribunal 
Constitucional, que ha recordado que los órganos juris- 
diccionales no son órganos de las Comunidades Autóno- 
mas, sino órganos del Estado en las Comunidades Autó- 
nomas. 

Hay pues, un diseño, una Ley de planta y demarcación. 
Pero añadiría también que era necesario poner a disposi- 
ción de  los ciudadanos el número de jueces v del resto 
del personal de la Administración de Justicia suficiente1 
para cubrir todos los órganos jurisdiccionales. 

Voy a darles, señorías, unas cifras que se han dado 
muy pocas veces cuando se debaten estas materias. Tene- 
rnos en nuestro Estado una plantilla presupuestaria judi- 
cial para 2.086 jueces v magistrados. La proporción re- 
sultante, en función de nuestra población, es aproxima- 
damente de un juez por cada 16.000 habitantes. Sin em- 
bargo, la realidad no es esa; no tenemos 2.086 jueces y 
magistrados porque nos encontramos con unas vacantes 
de 426 jueces. Hay en este momento, señorías, 426 juzga- 
dos que carecen de titular, que no tienen juez; hay 426 
juzgados que carecen de juez, que carecen de persona 
que proteja, que ampare y tutele eficazmente los dere- 
chos y los intereses legítimos. Esta es la situación, no se 

olvide. 
Estas cifras que he dado nos ponen claramente a la 

cola de Europa. La proporción de juez por habitante en 
Europa, es la siguiente: en la República Federal de Ale- 
mania, un juez por cada 3.642 habitantes; en Austria, un 
juez por cada 4.876 habitantes; en Francia, un juez por 
cada 6.692 habitantes; en Italia, un juez por cada 7.482 
habitantes, y en Dinamarca un juez por cada 8.700. Y les 
recuerdo la cifra que daba antes: en España, un juez por 
cada 16.000 habitantes. 

Y este problema de acumulación de vacantes no se ha 
venido resolviendo, señorías, a través de la convocatoria 
anual de oposiciones. Los datos, por el contrario, des- 
muestran que cada año que se ha convocado una oposi- 
ción se ha producido un incremento-en el número de 
vacantes, porque las oposiciones no han servido para cu- 
brir todas las que habían salido a oposición. Tan es así 
que el propio Consejo General del Poder Judicial se ha 
visto en la necesidad de aprobar un reglamento que le ha 
permitido nombrar jueces de provisión temporal. Y lo ha 
hecho: 59 ha nombrado ya y 3 1 están en trámite de nom- 
bramiento. En total, a través de este mecanismo. se pro- 
cederá al nombramiento de 90 jueces de provisión tem- 
poral. 

Pues bien, tengo que decirles que, de acuerdo con estu- 
dios, solamente estudios, hechos conjuntamente, pero de 
común acuerdo, entre el Ministeriro de Justicia y el Con- 

sejo General del Poder Judicial, se necesitarían, después 
de haber realizado la demarcación judicial -insisto en 
Esto, después de haber hecho la demarcación judicial-, 
se necesitaría, aproximadamente, un número de 2.640 
jueces. Resten ustedes sobre 2.086 jueces de plantilla pre- 
wpuestaria las 426 vacantes que ahora existen, y anadan 
a ese número de vacantes las que quedan hasta 2.640 
jueces. Si seguimos, desde luego, preocupándonos de cu- 
brir esas vacantes por el único mecanismo que hasta 
ahora ha sido utilizado, con la experiencia acumulativa 
año tras ano de esas vacantes, muchos ciudadados espa- 
noles carecerán de tutela judicial efectiva. Esta es la rea- 
lidad, señorías, y no exagero absolutamente nada. Y esta 
Falta de  jueces conduce, señorías. a resultados intolera- 
bles. 

Les voy a dar otras cifras que deben ustedes retener, 
cifras no inventadas, sino sacadas de las Memorias del 
Consejo General del Poder Judicial. 

Por ejemplo, en la Audiencia de Barcelona, los asuntos 
civiles y contencioso-administrativos que estaban pen- 
dientes en el año 1981, eran 5.709; en el año 1983, son 
7.322. En Bilbao, en el año 1981, 947; en 1983, 1.488. En 
Madrid, en el año 1981, 13.610; en 1983, 19.558. En Sevi- 
lla, en el año 1981,2.756; en 1983,3.951. Son datos de las 
Memorias del Consejo General del Poder Judicial referen- 
tes a las Audiencias sobre pleitos civiles y contencioso- 
administrativos. Se va produciendo, como ven ustedes, 
año tras año, una acumulación de los asuntos pendien- 
tes; en otros términos: una creciente denegación de justi- 
cia. 

Pues bien, creo que, ante tal estado de cosas, es inde- 
morable buscar soluciones, es indemorable incrementar 
el número de  jueces, incrementarlo, naturalmente, con 
medidas establccidas en una ley orgánica que garanticen 
la objetividad en la selección. A tal fin, el proyecto incor- 
pora el mecanismo necesario. El proyecto mantiene el 
sistema de oposición, pero junto a él introduce el sistema 
de concurso de méritos. Y toma suficientes garantías al 
introducir este concurso de méritos; garantías sobre la 
objetividad de la selección que las encuentran ustedes en 
la composición del Tribunal (que es el mismo que va a 
juzgar las oposiciones), garantías sobre la capacidad de 
los candidatos a los que se exige haber demostrado que 
han sido juristas a lo largo de diez o de seis años y a los 
que se exige rebasar el concurso de  méritos v luego reba- 
sar un curso en el Centro de Estudios Judiciales, y cuya 
vocación se vincula también al hecho de que, para conso- 
lidar derechos en la carrera judicial, es obligatoria la 
permanencia durante un período de tiempo de diez años. 

Quiero decirles a ustedes. señorías, que el sistema ha 
sido ensayado con éxito en Francia, en el tiempo en que 
el Jefe del Gobierno era el señor Giscard; que viene sien- 
do  utilizado con éxito dentro de nuestro Estado en el 
Tribunal Supremo desde la Ley Orgánica del año 1870; 
que ha sido informado favorablemente por la Junta de 
Decanos de los Colegios de Abogados de España. (Rumo- 
res.) 

Yo les voy a hacer una sola pregunta: En el supuesto 
de que de este mecanismo pudieran hacerse valoraciones 



- 

CONGRESO 
7369 - 

13 DE NOVIEMBRE DE IY84.-NüM. 164 

como las que se han hecho, si fuese un mecanismo por el 
cual se tratara de llegar a un resultado no constitucional, 
si fuese un mecanismo que no garantizara la objetividad, 
iquiknes serían profesionalmente los primeros que lo re- 
chazarían, puesto que profesionalmente desarrollan su 
actividad precisamente en los Juzgados y Tribunales? 
Los abogados. Los abogados están de acuerdo con este 
sistema, y así lo ha hecho constar la Junta de Decanos de 
los Colegios de Abogados de España. N o  solamente esto. 
He recibido, señorías, comunicación de algún Colegio de 
Abogados, concretamente el de Avila (para decirlo abso- 
lutamente todo) en el que me dicen que no solamente 
estamos de acuerdo, sino que creen que debería ser ese el 
único sistema de cubrir las vacantes judiciales, elimi- 
niando la forma de la oposición. (Rumores.) E insisto: son 
estos profesionales los que, por esas supuestas razones 
que algunos manejan, deberían ser los principales erie- 
migos. N o  lo son: están con este provecto. (Ruttiores.) 

Pero es más, señorías, les voy a decir una cosa que no 
se ha dicho muchas veces: el Consejo General del Poder 
Judicial, cuando tuvo que informar del proyecto de ley 
orgánica del Poder Judicial que fue remitido a esta Cá- 
mara durante la legislatura anterior, en la epoca del Go- 
bierno anterior, emitió un informe favorable a este siste- 
ma. Señorías, es que el Consejo General del Poder Judi- 
cial ha cambiado de posición. Entonces dijo que era la- 
vorable. Esto había que decirlo en esta Cámara. (;Muy 
bien, muy bien!, en los bancos de la izquierda.) 

Creo que ustedes compartirán conmigo la afirmación 
de que este sistema de selección de jueces ofrece más 
garantías que las que contiene el reglamento ese aproba- 
do por el Consejo General del Podet Judicial sobre jueces 
de provisión temporal, muchas más garantías. Y desde 
luego, junto al efecto positivo de nutrir de jueces a tantos 
órganos jurisdiccionales que carecen dc ellos, se produce 
otro efecto positivo muy importante que pongo al mismo 
nivel que este efecto positivo al que me he referido hasta 
ahora: por esta vía, los juzgados y tribunales se nutrirán 
de juristas con una plural formación, procedentes unos 
del ejercicio de la profesión, procedentes otros de la Uni- 
versidad, del ejercicio de otras funciones públicas, entre 
ellas, por ejemplo, del secretariado, y este pluralismo, 
esta aportación de formaciones distintas en la adminis- 
tración de Justicia será, indudablemente, un efecto posi- 
tivo. 

Además de todo esto, la Constitución quiere, para que 
el Poder judicial cumpla esa triple función que yo les 
decía, y que ustedes conocen mejor que yo ,  poner a su 
disposición carreteras idóneas, cauces procesales a través 
de los cuales discurra bien la función jurisdiccional, y la 
ley orgánica alguna pauta da también en esta dirección; 
por ejemplo, una muy importante, que sobre todo pode- 
mos detectar quienes hemos dedicado gran parte de 
nuestra vida profesional al ejercicio de lo contencioso- 
administrativo: amplía la legitimación procesal en tér- 
minos generales y,  desde luego, dentro del orden conten- 
cioso-administrativo; me refiero al articulo 7:, que no 
voy a leer. 

Vincula funcionalmente a los jueces, a los magistrados 

y a los miembros del Ministerio fiscal, a la policía judi- 
cial, que eso es exactamente lo que la Constitución quie- 
re, una vinculación funcional; léase, si no, e l  artículo 126 
de la Constitución. En esta ley el Gobierno se comprome- 
te a remitir a esta Cámara, en el plazo de un año, dos 
leyes que son complementarias y necesarias: la ley de la 
jurisdicción contencioso-administrativa y la ley de con- 
flictos jurisdiccionales. Ya saben ustedes que, antes de 
esta ley, ha venido a esta Cámara la Ley de Enjuicia- 
miento Civil que es ya una realidad práctica. 

Puesto que el valor de la participación es un valor tam- 
bién muy importante, también la ley orgánica tenia que 
preocuparse de 61 y marcar alguna pauta y algún cami- 
no, y lo marca. El principio de participación es la clavc 
de la nueva regulación que el proyecto de Icy contiene 
sobre los jueces de paz. La justicia se va a impartir en 
esos casos no por los jueccs tal como antes se nombraban 
-todos los recordarnos, no es riecesario que y o  lo aclare- 
-, sino por jueces que tienen una extracción inipecable- 
mente democrática. Y no se regula el Jurado en esta ley 
porque el Jurado requiere una ley procesal; esta ley orgá- 
nica remite a otra ley la regulacibn del Jurado. 

Si la regulación llena todo el contenido constitucional, 
la regulación del uso de la lengua oficial propia en cada 
Comunidad Autónoma es -y lo es- una forma de parti- 
cipación en la administracion dc Justicia; creo que cl 
precepto del artículo 254 llena absolutamente todos los 
requisitos constitucionales. Proclama la oralidad como el 
elemento prcdominante de todos los procesos, lo cual nos 
va a obligar a reducir a escritura en todas las leyes pro- 
cesales que vayamos haciendo. y proclama la publicidad, 
la exige para todas las actuaciones jurisdiccionales. Por 
eso restringe hasta el máximo de lo posible, la no publi- 
cidad. La no publicidad, dice el texto de este proyecto de 
ley, será siempre excepcional. Cuando se acuerde e l  se- 
creto deberá hacerse motivadamente y sólo por estas dos 
razones: por razones de orden público o por razones de 
protección de los derechos fundamentales y de las liber- 
tades públicas. 

El proyecto de Icy es mucho más que todo esto que yo 
he expuesto hasta ahora, pero no  puedo entrar en lo que 
dice sobre el secretariado. sobre los funcionarios al servi- 
cio de la Administración de Justicia, sobre el Ministerio 
fiscal, sobre abogados y procuradores, etcétera. 

Termino ya,  pidiendo, evidentemente, un voto contra-' 
rio a estas enmiendas a la totalidad. Yo ya sé que esa ley 
no va a resolver todos los problemas de la Administra- 
ción de Justicia, pero es una ley imprescindible para em- 
pezar a resolverlos; empezar no, porque y a  llevamos dos 
años tomando medidas muy efectivas para resolverlos, 
medidas de todo tipo, económicas y procesales. Es una 
pieza clave. Sin embargo, esa solución nunca será de ley .  
Será una solución que se produzca en la medida en que 
sea capaz de concitar a la contribución y la aportación 
de todos los que tienen distintas responsabilidades en 
esta tarea insoslayable y esencial para la paz social. 

Pido, por consiguiente, que se vote cn contra de las 
enmiendas, porque con este proyecto de ley estoy firme- 
mente persuadido de que se ponen los medios necesarios 
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para que los jueces y los magistrados sean de hecho lo 
que he dicho que deben ser, piezas esenciales en la defen- 
sa del sistema democrático - e n  el único que todos que- 
remos seguir viviend-, y que asuman su responsabili- 
dad, su cuota de responsabilidad exactamente igual que 
todos los demás poderes; porque esta ley es la que esta- 
blece un Poder judicial pleno, único, exclusivo e indepen- 
diente, y porque pienso que gracias a esta ley y a esa otra 
contribución - q u e  estoy seguro se producirá- los ciu- 
dadanos, más que ahora, podrán acudir a los juzgados y 
tribunales en búsqueda de la paz y de la justicia. 

Nada más. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Minis- 
tro. 

Enmiendas de devolución. El tiempo para la defensa 
de las enmiendas es de quince minutos de acuerdo con el 
Reglamento. La Presidencia, conforme al artículo 73, 
concederá veinte minutos por la importancia del tema. 

Enmienda 141, del Grupo Parlamentario Vasco. El se- 
ñor Vizcaya tiene la palabra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, seño- 
das,  le corresponde a este Grupo Parlamentario defender 
la primera enmienda de totalidad de las de devolución 
que se han presentado al proyecto de ley orgánica del 
Poder judicial, y le corresponde, por tanto, quizá, romper 
el fuego e intentar de alguna forma llevar a la atención y 
a la inteligencia de SS. SS. una certeza, esa certeza que 
se deriva de una lectura atenta de este proyecto de ley. 

El señor Ministro de Justicia, en una intervención 
vehemente, ha defendido este proyecto de ley. Ha tenido 
quizá un pequeño lapsus, pues ha empezado diciendo 
que subía a esta tribuna para defender su proyecto de ley 
frente a las enmiendas de totalidad, y lo que él hacía en 
realidad era presentar ante esta Cámara el proyecto de 
ley; el turno en contra corresponde a otros señores Dipu- 
tados. 

El señor PRESIDENTE: No corrija, no corrija, señor 
Vizcaya. 

El seiior VIZCAYA RETANA: No se trata de corregir, 
señor Presidente. No he corregido a nadie. He hecho una 
manifestación, además con toda cortesía, que creo que 
no intenta de ningún modo afectar a sus competencias. 

Señorías, a mi Grupo este proyecto de ley le supuso 
una gran decepción. Nosotros reconocíamos que ei-a ar- 
dua y difícil la tarea de sustituir una venerable Ley como 
la vigente - e n  vigor durante casi más de un siglo-, 
después de dos años de legislatura, por parte del Gobier- 
no socialista. Tarea necesaria y difícil; necesaria porque 
yo creo que la Ley hasta ahora vigente -o que sigue 
vigente hasta que entre en vigor este proyecto de ley- 
obedecía a una realidad política, social, económica y ju- 
rfdica absolutamente diferente de la que hoy vi\rimos. 
Nuestra sociedad demandaba un cambio importante; de- 
mandaba una ley que se ajustase a la realidad, que se 
adecuase precisamente a ese Estado social y democrático 

de Derecho, a ese Estado de las Autonomfas que la Cons- 
titución consagra y, por supuesto, al mandato constitu- 
cional. 

Seiiorías, el Tftulo VI de la Constitución, que en cada 
uno de sus artículos trata del Poder judicial, permitía ir 
más lejos de lo que va este proyecto de ley. Por eso ha- 
blaba al comienzo de mi intervención de la decepción 
que experimentamos al leer este proyecto de ley. Creo 
que se ha perdido una ocasibn de oro para remover, de 
verdad, los cimientos de una justicia lenta, anquilosada, 
oscurantista, ineficaz e incluso muy poco identificada 
con los ciudadanos y con la opinión pública. Se ha perdi- 
do la oportunidad de diseñar, entre todos, a través de un 
diálogo previo con la oposición, con los partidos políti- 
cos, con los juristas, con el Consejo General del Poder 
Judicial, el modelo de Poder judicial, el modelo de Justi- 
cia nueva, con mayúscula, a la que entre todos podíamos 
querer conducir a este país. Es decir, que ese diálogo 
institucional, que creíamos muy adecuado en este 
proyecto de ley, no se ha producido. 

Por otra parte, este proyecto de ley tampoco va a re- 
flejar, a nuestro modo de ver, esa justicia que el Ministro 
ha calificado de necesariamente moderna, democrática, 
eficaz, ágil y transparente. El señor Ministro, en la pre- 
sentacióh del proyecto de ley, ha dicho que todos somos 
conscientes -independientemente de nuestra ideología- 
- de la tremenda crisis de credibilidad, de las profundas 
y necesarias reformas que hay que hacer en este campo, 
así como del defectuoso funcionamiento del Poder judi- 
cial y de las quejas, en suma, que los ciudadanos tienen 
respecto del funcionamiento del mismo. Sin embargo - 
vuelvo a reiterar nuestra decepción- no nos parece, se- 
ñor Ministro, con toda lealtad, que este proyecto de ley 
venga a suponer ese cambio tan importante que de sus 
palabras cabía deducir. Según el proyecto de ley no pasa- 
mos de esa justicia que usted ha calificado de anquilosa- 
da, lenta, poco transparente y poco identificada con los 
ciudadanos, a la justicia que ha calificado de democráti- 
ca, moderna, eficaz y transparente. 

Nosotros creemos que este mundo de la justicia estaba 
necesitado de algo más que de una reforma, no sólo de 
unos ligeros cambios, de una tibia reforma. Yo creo que 
era necesaria una auténtica ruptura con esquemas ante- 
riores. El señor Ministro sabe que nuestro Grupo hubiese 
estado absolutamente a su disposición para colaborar en 
esta ruptura: pero ruptura no gratuita, sino ruptura que 
exige el modelo constitucional, la globalidad de la Cons- 
titución, no solamente el Tftulo VI. El conjunto que arti- 
cula nuestra Constitución, desde el punto de vista de los 
derechos y libertades públicas, intereses a proteger, la 
separación de poderes, la estructura territorial del Esta- 
do, etcétera, todo ello exigía, a nuestro modo de ver, una 
justicia diferente, un Poder judicial diferente. Desde 
nuestro punto de vista este proyecto se ha quedado a 
medias; se ha quedado en lo que yo calificaría como una 
versidín perfeccionada de la normativa anterior. 

Yo no sé si ha faltado ambición. coraje u originalidad, 
pero lo cierto es, señor Ministro, que incluso piezas cla- 
ves, novedades que nuestra Constitución aporta son pre- 
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cisamente las que han quedado ausentes del texto o las 
que, desde nuestro punto de vista también, han sido re- 
guladas más defectuosamente. 
No es fácil, en el escaso tiempo de que disponemos a la 

hora de defender una enmienda de totalidad, glosar las 
posibles carencias, defectos o lagunas de un proyecto de 
ley como este de más de 500 artículos y que regula temas 
de tanta trascendencia. Por tanto, sabiendo que otros 
Grupos Parlamentarios van a hacer hincapié en otros as- 
pectos -evidentemente tengo que dejar claro que la mo- 
tivación de cada enmienda de devolución es diferente-, 
dejando al margen otros aspectos que podrían ser discu- 
tibles o criticables, voy a referirme, en nombre de mi 
Grupo, a los temas que desde nuestro punto de vista nos 
preocupan más. 

En primer lugar, las ausencias en el proyecto de ley. El 
Jurado. Señor Ministro, el artículo 19 de este proyecto se 
limita a reiterar el artículo 125 de la Constitución espa- 
ñola, lo cual, aparte de mala técnica legislativa puesto 
que si ya está en dicho artículo de la Constitución no 
hace falta reiterarlo en el proyecto, nos parece una falta 
de compromiso. 

Aquí hay un compromiso -y yo entiendo que el Go- 
bierno se hará eco de él, porque fue formulado por un 
Diputado socialista, por tanto, Grupo Parlamentario que 
no G o b i e r n e  de traer a esta Cámara la ley del Jurado 
inmediatamente después de terminada la ley orgánica 
del Poder Judicial. Recuerdo que en esta misma tribuna 
el Diputado Granados hacía a la Cámara esta promesa. 
Pero esto no es obstáculo para que en este proyecto de 
ley se hubiesen adelantado las características básicas de 
esta institución del Jurado. 

Podría usted replicarme que el Título VI de la Consti- 
tución, al tratar del Poder judicial, dice que la justicia se 
administra por jueces y magistrados y no por Jurado, y 
que, por tanto, no es objeto de este proyecto de ley. Creo 
que puede ser una afirmación importante, a la que yo 
debería contestar enseguida diciendo que este proyecto 
de ley regula la Administración de justicia y que el artí- 
culo 125 de la Constitución española dice que los ciuda- 
danos participan en la Administración de justicia a tra- 
vés del Jurado. 

Yo creo que es fundamental que, en una ley que diría- 
mos es la constitución del Poder Judicial, de ese tercer 
poder del Estado, se mencionen al menos los aspectos 
más básicos del Jurado, ya que precisamente este es el 
modo en que la Constitución atribuye a los ciudadanos la 
participación en esa Administración de Justicia, es decir, 
el sistema en virtud del cual el ciudadano va a sentirse 
más identificado con la administración de la justicia. Y, 
sin embargo, esta institución del Jurado queda fuera de 
este proyecto de ley. 
Y es más. En el capítulo de compromisos que asume el 

Gobierno en este proyecto de ley no figura tampoco el 
Jurado. No hay referencia alguna a que el Gobierno se 
comprometa a traer a la Cámara al cabo de un año ... No. 
No hay referencia. Y, por tanto, temo por la tardanza 
excesiva en que ese proyecto de ley vea la luz en esta 
Cámara. 

Lo mismo ocurre con la acción popular. La acción po- 
pular, señorías, está en el artículo 125 de la Constitución, 
en el Título VI que regula el Poder Judicial. Y la acción 
popular necesitaba, requerla un tratamiento al menos 
básico, fundamental, que después fuera desarrollado por 
leyes posteriores. Era necesario, señor Ministro, que los 
ciudadanos que creemos en la acción popular, que cree- 
mos también en la institución del Jurado, recibiésemos 
más dosis de esperanza respecto a su futura regulación y 
a su entrada en vigor que la simple reiteración del man- 
dato constitucional que contiene este proyecto de ley. 

Otra parcela importantlsima, a nuestro modo de ver, y 
en la que motivamos nuestra enmienda de totalidad, es 
la policía judicial. La policía judicial es elemento clave, 
esencial, para el funcionamiento de la Administración de 
Justicia. Los jueces y los tribunales, sin una policla judi- 
cial auténtica, sin una policía judicial que actúe como 
tal, se ven en la práctica sin los medios e instrumentos 
necesarios para poder llevar a cabo su importantísima 
función. 

Recuerdo a SS. SS. unas quejas veladas -yo creo que 
no tan veladas- hechas no hace mucho por el Fiscal 
General encargado del asunto de la droga referidas a la 
escasísima colaboración y coordinaciofi, a la escasísima 
relación con la Guardia Civil, por ejemplo. Esto lo decía 
el Fiscal General nombrado expresamente para el segui- 
miento del tema de la droga. Eso muestra bien a las 
claras la necesidad de una policía judicial, pero una poli- 
cía judicial auténtica, como dice el Consejo General del 
Poder Judicial. Y no me duelen prendas citar informes 
del Consejo General del Poder Judicial, precisamente el 
órgano de gobierno del tercer poder del Estado, que ex- 
presamente manifiesta que el proyecto de policía judicial 
que se contiene en el proyecto de ley orgánica del Poder 
Judicial no es auténtico y que es necesario replantearse 
en términos de mayor autenticidad el modelo de policía 
judicial. 

Dependencia funcional, señalan ustedes en el proyecto 
de ley. Nosotros aportamos algo más: dependencia fun- 
cional y orgánica. Dependencia directa y exclusiva de las 
autoridades judiciales; que sea policía judicial y no poli- 
cía gubernativa. Señorías, del proyecto de ley se despren- 
de que no estamos en presencia de una policía judicial, 
sino de unos grupos o unidades policiales que el Gobier- 
no pone a disposición de los jueces y fiscales sólo para 
unas determinadas materias pero con dependencia orgá- 
nica de las autoridades del Gobierno. Yo creo, señorías, 
que la policía judicial debe formar parte, a todos los 
efectos, del Poder judicial y no del Poder Ejecutivo. La 
cita que hace S .  S .  -y lo ha hecho en su intervención al 
hablar de la policía judicial, diciendo que del texto del 
artículo 126 se deduce una dependencia funcional y no 
orgánica- se basa en que la policía judicial depende de 
los jueces, tribunales y Ministerio Fiscal en sus funciones 
de averiguación del delito, descubrimiento, etcétera; en 
sus funciones. No creo que el señor Ministro base exclusi- 
vamente esta afirmación «en sus funciones» para decir 
que nos está vedado crear una policía judicial depen- 
diente de las autoridades judiciales no sólo funcional, 



- 

CONGRESO 
7372 - 

13 DE NOVIEMBRE DE 1984.-Nu~. 164 

sino también orgánicamente, porque la Constitucibn al 
señalar que «depende ... en sus funcionesu no impide esa 
dependencia funcional y orgánica. 

Nosotros creemos, senorías, que con este modelo de 
policía judicial no se satisfacen las necesidades de nues- 
tros jueces y fiscales, como hace poco se ha puesto de 
relieve. E incluso en los problemas derivados del recluta- 
miento de la policía judicial y de la plantilla entendemos 
nosotros que deberían ponerse de  acuerdo con el Consejo 
General del Poder Judicial, en virtud, precisamente, de 
esa doble dependencia funcional y orgánica. Deben de- 
pender, vuelvo a reiterar, exclusivamente de las autori- 
dades judiciales. 

Otro de los grandes bloques de temas que justifican 
una oposición por parte de  nuestro Grupo a este proyecto 
de ley está en la pcrvivencia de la Audiencia nacional. La 
Audiencia nacional se configura, senorías, en este proyec- 
to de ley como un segundo Tribunal Supremo. Yo ya si. 
que el señor Ministro me contestará, como ya ha hecho 
en reiteradas ocasiones a lo largo de esta legislatura, que 
el Tribunal Constitucional ha avalado la constitucionali- 
dad de la Audiencia nacional. En este caso, por supuesto. 
yo no pongo reparos a ese aval del máximo Tribunal. Lo 
que digo es que no es necesaria la creación de la Audien- 
cia nacional para un mejor funcionamiento de la Justi- 
cia. No es necesaria, y voy a intentar demostrar por que 
no lo es. 

En primer lugar, es muy difícil demostrar que no csta- 
mos en presencia de una jurisdicción especial que rompe 
el esquema de unidad jurisdiccional y de juez ordinario, 
natural, predeterminado por la ley que señala la Consti- 
tución. Recientemente incluso la Audiencia de  Valencia 
ha calificado a la Audiencia nacional en sus sentencias 
-y por tres veces consecutivas- como jurisdicción es- 
pecial respecto a lo que llama jurisdicción ordinaria. 

En segundo lugar, la Audiencia Nacional podía enten- 
derse como necesaria a los efectos de un mayor pragma- 
tismo de cara a una tipología de delitos o de actividades 
delictivas a las cuales no pudiese hacer frente con sus 
medios ordinarios lo que son los Tribunales de Justicia 
ordinarios; el Tribunal Supremo, las Audiencias territo- 
riales, las Audiencias provinciales, los juzgados de ins- 
trucción. 

Nosotros hemos propuesto una alternativa posible que, 
además, es absolutamente consecuente con el propio 
proyecto de ley orgánica del poder Judicial, y qs que 
desde el Tribunal Supremo hasta cualquier juzgado de 
instrucción, por razón de delito, por razón de la materia, 
por razón de sus circunstancias geográficas o por razón 
de la importancia del mismo, puede encomendarse la 
competencia, coyuntural y temporalmente, a una deter- 
minada autoridad judicial. Por ejemplo, entendemos per- 
fectamente posible que el Tribunal Supremo nombrc un 
juzgado especial para todo lo relativo a las intoxicacio- 
nes producidas por el aceite de colza, que terminará sus 
funciones cuando haya resuelto el expediente judicial, o 
sea, cuando este tema haya quedado terminado en lo que 
es la esfera judicial. O podemos entender, por ejemplo, la 
atribución a una juzgado, a una sala de Audiencia pro- 

vincial, de Audiencia territorial o del Tribunal Supremo 
de determinados delitos de ámbito estatal que, de algún 
modo, exijan una coordinación, una coherencia en su tra- 
tamiento, en su persecución, etcétera. Eso es perfecta- 
mente posible dentro del esquema ordinario de juzgados 
y tribunales que contemplaba nuestro sistema, sin tener 
que crear esta jurisdicción de la Audiencia nacional, sin 
tener que crear esta Audiencia nacional. 

Pero es que si nosotros entendiamos como viable la Au- 
diencia Nacional desde el punto de vista constitucional, 
desde el punto de vista penal - q u e  ustedes siempre han 
justificado desde el punto de vista de los delitos de ban- 
didaje y terrorism- ustedes comprenderán que, des- 
pués, al regular la Audiencia Nacional crean la Sala de lo 
Penal, la Sala de  lo Social y la Sala de lo Contencioso- 
Administrativo. Es decir, que, incluso, esta regulación es, 
en cierto modo, contradictoria con lo que ustedes han 
venido abogando de la Audiencia Nacional como necesa- 
ria para tipos penales, para delitos y, en concreto, para 
los delitos de terrorismo. 

Señor Presidente, como pasa el tiempo, voy a hacer 
mención urgente a otro aspecto clave de nuestra enmien- 
da ,  que es la concepción del Tribunal Superior de Justi- 
cia y la Administración de Justicia en relación con las 
Comunidades Autónomas. En primer lugar, tengo que 
decir que la configuración del Tribunal Superior de Jus- 
ticia es exactamente, casi literalmente, la que resulta del 
Informe de  García de Enterria con motivo de los estudios 
previos a la LOAPA. 

Creemos, señor Presidente, senorías, que el modo en 
que este proyecto de ley configura el Tribunal Superior 
de Justicia, le dota de una serie d e  competencias,.altera 
la sustancia de las mismas a través del artículo 5.3 del 
proyecto, que permite a cualquier persona, alegando vio- 
lación del precepto constitucional, sustraer el recurso de 
casación del Tribunal Superior de Justicia y llevarlo al 
Tribunal Supremo y, teniendo en cuenta que las tres 
cuartas partes de las competencia del Tribunal Superior 
de Justicia son recursos de casación, si la mera alega- 
ción, por parte de un abogado, de infracción de precepto 
constitucional sustrae del Tribunal Superior de  Justicia 
todo recurso de casacion, convendrá S.  S. conmigo que el 
Tribunal Superior de Justicia queda prácticamente vacío 
de contenido. 

El señor PRESIDENTE: Señor Vizcaya, su tiempo ha 
terminado. Vaya concluyendo, por favor. 

El senor VIZCAYA RETANA: Si me dija dos minutos, 
senor Presidente, termino. 

El señor PRESIDENTE: Exactamente dos minutos. 

El señor VIZCAYA RETANA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Hay una. absoluta desnaturalización del Tribunal Su- 
perior de Justicia, y la hay hasta en su definición. Cuan- 
d o  en el proyecto de ley se trata de los tribunales, bien 
sea Audiencia territorial o provincial, se empieza dicien- 
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do que se compone del Presidente y los Magistrados. «El 
Tribunal Superior de Justicia. - d i c e  el proyecto de ley- 
uestá constituido :por1 la Audiencia o Audiencias Terri- 
toriales enmarcadas en su territori0.a Esta no es una 
auténtica definici6n correspondiente con un auténtico 
Tribunal Superior de Justicia. 

Por último, y refiriéndome al servicio público de la 
justicia, en relacibn con las Comunidades Autónomas, 
señor Presidente, habida cuenta de que no tenga tiempo, 
diré que el artículo 123 del proyecto de ley orgánica del 
Poder Judicial conculca manifiestamente los estatutos de 
autonomía. El Estatuto de Autonomía del País Vasco di- 
ce que le corresponden a la Comunidad Autónoma del 
País Vasco las mismas competencias en materia de Ad- 
ministración de Justicia que al Gobierno le atribuya la 
ley orgánica del Poder Judicial. 

Pues bien, ustedes no reconocen a las Comunidades 
Autbnomas las mismas competencias que ustedes, como 
Gobierno, se reservan a nivel de todo el Estado en matc- 
ria de Administración de Justicia. Por ejemplo, en mate- 
ria de provisión de medios materiales y de personal al 
servicio de la Administración de Justicia, que está así 
citada como competencia de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco y en otros estatutos, ustedes, señorías, a la 
hora de fijar el presupuesto o las necesidades de la Adrni- 
nistración de Justicia en la Comunidad Autónoma exigen 
que el presupuesto que fije la Comunidad Autónoma re- 
quiera aprobación previa del Consejo General del Poder 
Judicial. En cambio, el presupuesto que el Gobierno ha- 
ga del Poder Judicial, a traves de la Ley General Presu- 
puestaria, no requiere aprobación previa por parte del 
Consejo General del Poder Judicial. 

Señor Ministro, me gustaría que usted me explicara 
este trato tan desigual. Es decir, en el caso de una Comu- 
nidad Autónoma, los datos económicos que van a ir al 
Presupuesto. a los efectos de poder configurar los medios 
materiales para subvenir las necesidades de la adminis- 
tración de justicia, requieren informe previo del Consejo 
General del Poder Judicial. En el caso del Gobierno del 
Estado, no lo requieren. 

Y termino, señor Presidente -y muchas gracias por el 
tiempo que me ha c o n c e d i d c t  diciendo que, desgracia- 
damente, en este y otros temas ustedes no han acertado. 
Han incluido en esta ley orgánica multitud de temas que 
no tienen carácter orgánico, por ejemplo, el color negro 
de las togas que deben de llevar los jueces, o el carácter 
de las medallas o condecoraciones que deben utilizar los 
jueces. Pero al margen de estos detalles, creo, señorías, 
que ustedes no han acertado con el modelo de ley organi- 
ca del Poder Judicial que la modernidad de este país, que 
viene impuesta por la Constitución, y su modelo de Esta- 
do  autonómico exigen. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Viz- 
caya. 

Para la defensa de la enmienda del Grupo Parlamenta- 
rio de  Minoría Catalana, tiene la palabra el senor Roca. 

El señor ROCA JUNYENT: Seiior Presidente, señoras y 
señores Diputados, señor Ministro, si usted me lo permi- 
te, yo me reconducire al texto del proyecto de ley más 
que a su propia intervención, porque realmente, si la 
tuviéramos que calificar, a mí me recuerda, una reciente 
intervención en el mes de eptiembre, de una alta autori- 
dad judicial cuyo tono usted calificaba de mitinero. Y me 
resultaría difícil calificar de distinta manera su propia, 
intervención en el día de hoy. Y me resultaría difícil, por 
otra parte, decir que no se ha utilizado esta tribuna para 
responder a otras instancias, a otros poderes distintos de 
los de esta propia Cámara. 

Y o  quiero creer, senor Ministro, que el ofrecimiento del 
consenso que usted formulaba en su intervención debía 
basarse seguramente en unos tonos rnáas pausados, más 
constructivos, y no en la dcscalificación globar aprioristi- 
ca de nuestras propias posiciones al defender estas en- 
miendas de dcvolucion. Porque, senor Ministro, podemos 
coincidir -y lo quiero aceptar incluso en tkrminos hipo- 
teticos- en que la Administración de Justicia no funcio- 
na. Podemos coincidir incluso en que no  exista acierto en  
algunos aspectos, que tenga un mal nivel incluso a los 
efectos hipotkticos -hay que admitid- pero esto no 
puede traducirse en el  olvido o la renuncia de l o s  princi- 
pios que deben inspirar la regulación de un proyecto dc 
esta naturaleza. Y a esos principios quiero atenerme por- 
que, en dcfinitiva, a lo que venimos aquí es a regular un 
proyecto de Iev que viene a sustituir un tcxto del ano 
1870, que triste y vergonzantcmentc se intentó niodilicar 
por una ley de bases orgánica de la justicia del ano 1974, 
que evidentemente fue derogada despu&, y o  diría feliz- 
mente, el 20 de febrero de 1978. 

venirnos, por tanto,  a suplir una enorme responsabili- 
dad, que es la de adecuar nuestra Administracion de Jus- 
ticia, el Poder Judicial, a una Constitución que h e  inno- 
vadora. N o  se nos cite el Derecho comparado, senor Mi- 
nistro, porque como ha dicho usted en otras ocasiones, y 
ha dicho su Grupo Parlamentario en esta misma Cámara, 
en la medida en que nuestra Constitución es innovadora, 
estos ejemplos de Derecho comparado no sirven para na- 
da.  Lo que importa es saber la fidelidad o no del proyec- 
to que estamos contemplando al propio texto constitu- 
cional 

Aquí lo que se discute es, fundamentalmente, si respe- 
tamos la voluntad dc los constituyentes de definir un 
Poder judicial independiente; un Poder judicial que dé. 
respuesta a esta definición constitucional de asegurar, 
por encima de cualquier circunstancia, la independencia, 
del Poder judicial, y la necesidad de definir el Consejo 
General del Poder Judicial como un órgano de gobierno, 
que aun cuando este fuertemente judicializado en su 
constitución, no quiera decir que el gobierno del Poder 
judicial se atribuya a los jueces, sino a un verdadero 
órgano constitucional, tan legitimado por nuestra Ley 
Fundamental como lo pueda estar el Gobierno, esta pro- 
pia Cámara y el Senado o el mismo Tribunal Constitucio- 
nal. Son poderes constitucionales. 

Estamos, pues, regulando no sólo la Administración de 
Justicia como servicio o función que pueda ser, sino, al 
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propio tiempo, uno de los tres poderes del Estado recono- 
cidos en nuestra Constitución y su órgano de gobierno. 
Y como usted decta, sefior Ministro, no hoy, sino el ano 

1981, es cierto que entre otros Poderes pueden existir 
conflictos, es incluso ltcito que existan conflictos, Pero 
estas tensiones, decta usted, entre el Poder ejecutivo y el 
Consejo nunca pueden afrontarse en clave de lucha por el 
poder polttico, nunca. Y a sus propias palabras quiero yo 
remitir nuestra intervención. 

iC6mo se respeta la independencia del Poder Judicial 
en el proyecto que estamos contemplando? Examinemos, 
de entrada, cuáles son las facultades del Consejo General 
del Poder Judicial, cómo se regula este tema de las facul- 
tades en el proyecto de ley que hoy discutimos. 

Se ha incluido, es cierto, y no tengo ningún inconve- 
niente en aceptarlo, en reconocerlo, la facultad de inspec- 
ción de juzgados y tribunales, con lo cual, de manera 
indudable, se ha obviado una ignorancia, una omisibn 
constitucional de la anterior Ley y se ha afiadido en tan 
importante tema, por ejemplo, en estas facultades la pu- 
blicacibn oficial de la colección de Jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, y esto es importante, repito, porque 
garantiza, va completando, lo que es la unidad y la inde- 
pendencia del propio Poder judicial. 

Es más, hay otros aspectos que son positivos y no es 
necesario ocultarlo. Pero frente a estos aspectos que son 
positivos se limita la actuacibn del Consejo respecto al 
personal al servicio de la Administración de Justicia, ex- 
clusivamente al régimen disciplinario. Se le sustrae el 
nombramiento del director del Centro de Estudios Judi- 
ciales. Se le priva de las facultades de iniciativa, de pro- 
puesta legislativa que actualmente posee, reduciéndose a 
términos improcedentes la facultad de informe, y se le ha 
suprimido completamente la potestad reglamentaria ex- 
terna, limitándole la posibilidad de dictar reglamentos 
exclusivamente de orden interno, es decir, sobre su per- 
sonal, organización y funcionamiento. 

Correlativamente con ello, el proyecto atribuye expre- 
samente al Ministerio de Justicia la competencia sobre el 
personal al servicio de la Administración de Justicia, ex- 
cluidos los Secretarios. Se establece que el Centro de 
Estudios Judiciales pase a ser una entidad de Derecho 
público dependiente del propio Ministerio. y asimismo se 
residencia en este Ministerio la promulgación de los Re- 
glamentos de todas las carreras relacionadas con la Ad- 
ministración de Justicia. 

Miremos separadamente cada uno de estos puntos. El 
de iniciativa de informe legislativo. Tiene actualmente el 
Consejo, porque así lo establece su vigente ley orgánica, 
facultades de iniciativa o propuesta legislativa en las 
materias que concreta en su.artículo 3.", y en todo caso el 
de informe. No quiero entrar a discutir en este momento, 
señor Ministro, porque no es el centro de mi intervención 
hasta qué punto puede compatibilizarse o no esta facul- 
tad de iniciativa legislativa con nuestro sistema constitu- 
cional. En todo caso, lo que es evidente es que la discu- 
sión será un tanto estéril porque, en último término, lo 
que nadie puede impedir es que esta facultad de iniciati- 
via se conduzca por la vía de la remisión al propio Go- 

bierno, que la traducirla en un proyecto legislativo. Por 
tanto, la discusi6n, repito es un tanto estéril. 
No obstante, lo que ya no es estéril es la discusión 

sobre la capacidad de informe. En este proyecto, contra- 
riamente a lo que se establecía en el anteproyecto, lo que 
se hace es limitar la facultad de informe al anteproyecto 
de temas que afecten a la competencia o temas judiciales 
o de organizaci6n judicial, con lo cual rebajan la catego- 
rta del Consejo General del Poder Judicial, al que con- 
vierten, de hecho, en un órgano asesor del Ministerio de 
Justicia. Esto no es constitucional, porque un Poder cons- 
titucional puede y debe entenderse con los órganos de su 
mismo nivel y, por tanto, lo que no puede hacerse es 
limitarse esta facultad de informe precisamente a esta 
etapa del anteproyecto. Esto no es correcto. 

El tema del Centro de Estudios Judiciales. Sefior Mi- 
nistro, si concebimos y aceptamos que entre las faculta- 
des que el proyecto reconoce al Consejo General del Po- 
der Judicial figura la selección, la formación y el perfec- 
cionamiento de jueces, jcómo quiere residenciarse en el 
Ministerio de Justicia la disciplina jurídica de lo que es 
el Centro de Estudios Judiciales? Esto debe radicarse, 
forzosamente, en el propio Consejo General del Poder 
Judicial. Lo otro es, evidentemente, inconstitucional, 
porque el articulo 122 de la Constituci6n dice que este 
Estatuto de la ley orgánica debe regularse a través de 
una ley y ,  por el contrario, ustedes la deslegalizan dejan- 
do que este tema pueda desarrollarse por vía de regla- 
mento, lo cual no es constitucional, es inconstitucional. 

La facultad reglamentaria externa también es uno de 
los temas a los que ha hecho alusibn. Senor Ministro, en 
este punto coincidimos usted y yo. Usted decla en el año 
1981 que la potestad reglamentaria externa que el artlcu- 
lo 97 de la Constitución atribuye al Gobierno, hace rela- 
ción al ámbito sometido a su gobernación. Pero acontece 
que el gobierno del Poder judicial no se atribuye al Go- 
bierno, sino al Consejo General, al que por ello ha trans- 
ferido la Constitución ese poder reglamentario. La trans- 
ferencia no ha sido explícita -reconocía usted-, no luce 
en el artículo 122 de la Constitución. Se trata de un Po- 
der implícito, pues la potestad reglamentaria sobre el 
orden gobernado está implícita en todo órgano de gobier- 
no. No puede pretenderse que el reglamento no tenga 
cabida en esta materia, ni puede aceptarse la existencia 
de un Poder sin titular que lo ejerza, ni sería posible que 
el Consejo General pudiera ejercitar la plenitud de las 
funciones del artículo 122 sin estar simultáneamente in- 
vestido de un poder reglamentario. 

En este proyecto de ley usted nos avala que el Consejo 
General del Poder Judicial tenga simplemente facultad 
para reglamentar lo que atañe al personal y a su propia 
función, que es lo que se califica como los reglamentos 
internos y no la reglamentación externa. Senor Ministro, 
en ese caso, quizá ustedes están haciendo buena la frase 
del antiguo y conocido político Romanones: aüstedes ha- 
gan las leyes y nosotros haremos los reglamentos)). Pero, 
evidentemente, lo que hay que hacer es respetar la Cons- 
titución y.este proyecto no la respeta. 

La elección de los vocales del Consejo General del Po- 
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der Judicial, señor Ministro, no entremos en si esto tiene 
que ser un Poder plural. Le respeto lo que usted quiera. 
Lo único que le digo es, primero, que es de dudosa cons- 
titucionalidad que a un Poder como el judicial se le diga, 
cuando la Constitución no lo señala, cómo debe elegir 
sus representantes en su Consejo General, porque para 
esta Cámara y para el Senado es la Constitución la que 
toma la previsión de decir cómo y con qué garantías 
deberá hacerse, pero para el Poder judicial, que nosotros 
digamos de qué manera pueden presentarse las listas, me 
parece, como mínimo, de dudosa constitucionalidad. 

Pero es que luego, para esta elección, aplican criterios 
totalmente distintos de los que establece esta propia Cá- 
mara o el Senado, y ustedes no tienen miedo de que en 
esta Cámara surjan todos aquellos peligros de que usted 
nos ha advertido, pero en cambio sí que tienen miedo de 
que estos peligros se originen en el Poder judicial. Este es 
un trato no igual, es un trato que no responde a un plan- 
teamiento equitativo. 

No se trata de discutir si las listas serán mayoritarias o 
proporcionales. Digase, como mínimo, que las listas pue- 
den ser abiertas, que es lo que pide el Consejo General 
del Poder Judicial. Porque en este caso estamos eligiendo 
personas, como esta Cámara elige personas, no listas; 
elige, evidentemente, personas en función de la calidad 
de las propias personas, y resulta que a un colectivo pe- 
queño, que se conoce, que se sabe cómo son. se le dice: 
«Usted no puede elegir personas; usted tiene que elegir 
listas». Esto, señor Ministro, no responde a lo que usted 
estaba explicando, esto responde, en todo caso, a otros 
criterios que ustedes conocerán, no yo. 

Otro punto al que usted ha hecho mención es el del 
acceso a la carrera y a la jubilación. Ambos se entroncan. 
Señor Ministro, es cierto que yo conocía que existían 41 1 
vacantes; usted nos dice que son 426; es igual. Lo que sí 
me tiene que reconocer es que si resulta que nos faltan 
jueces y que, además, hay 426 vacantes, el hecho de que 
ustedes propongan la jubilación a los sesenta y cinco 
anos en este momento quiere decir que en el plazo de un 
ano tendremos 489 bajas por jubilación forzosa, con lo 
cual el motivo por el que ustedes intentan regular el ac- 
ceso más dinámico y ágil a la Administración de Justicia 
ustedes lo aceleran a base de agravar la propia existencia 
del problema. 

Podía resolverse el tema por vía de disposiciones tran- 
sitorias, si es que se quiere establecer un criterio de 
igualdad, aunque sería un criterio de igualdad dudoso. 
Ciertamente, jueces y magistrados son funcionarios, pero 
unos funcionarios con un estatuto especial, porque nues- 
tra Constitución radica en ellos el Poder judicial. No es 
un funcionario, diríamos, público de la Administración 
del Gobierno; no lo es. Es un funcionario que integra el 
Poder judicial y tiene, por tanto, un estatuto similar al 
que podemos tener los que integramos, desde las otras 
vertientes, estas Cámaras o integran el propio Poder eje- 
cutivo, y no por eso a unos y a otros se les establece, yo 
creo, una edad de jubilación. Al menos, hasta el momen- 
to, nosotros no nos la hemos establecido. ¿Entonces, qué 
ocurre? 

Acceso a la carrera. Usted establece un cuarto turno. 
Buena vía, señor Ministro, se acepta, la compartimos, 
creemos que es buena, pero déjese que la selección y la 
organización y la determinación del acceso procedan del 
Poder judicial, no realicen ustedes una intervención en 
esta selección, porque no tiene sentido que se establezcan 
unas normas típicas de acceso al Poder judicial a través 
del propio Poder judicial y una atípicas para ingresos en 
este Poder judicial por una vía distinta. 

Si se trata de nutrir determinadas vacantes, discuta- 
mos la proporción en que esto puede hacerse, pero quien 
debe decidir los méritos, quien debe decidir las circuns- 
tancias, quien debe decidir las vías de acceso, es el pro- 
pio Poder judicial. 

Queda, señor Ministro. un último punto. Usted decía 
en su intervención que el Tribunal Superior de Justicia 
ha sido objeto de una excelente regulación. N o  lo ha sido, 
y me complace ahora su gesto negativo, porque quiere 
decir que aquí hay una coincidencia. Entonces, si no ha 
sido objeto de una buena regulación, como usted com- 
prenderá, este es un aspecto fundamental de la ley, por- 
que una de las implicaciones o consecuencias clarísimas 
de la organización de España en un Estado de las Auto- 
nomías, también tiene su reflejo en el propio Poder judi- 
cial, y esto hoy no se está articulando correctamente, 
porque si el Tribunal Superior de Justicia debe agotar, 
como se dice constitucionalmente, las instancias de todos 
los procesos judiciales que se tramiten en su territorio, 
esto hoy no lo respeta el proyecto que estamos contem- 
plando. N o  las respeta, señor Ministro, porque si acepta- 
mos la doctrina clásica de que la instancia se agota hasta 
allí donde empieza el recurso de casación, como una fi-  
gura jurídica que tiende -diríamos- más a la unifica- 
ción de la jurisprudencia que propiamente a una instan- 
cia procesal en sí misma, evidentemente se han generali- 
zado procedimientos y recursos que no vienen a respetar 
la figura del Tribunal Superior de Justicia. Y no la vie- 
nen a respetar incluso en aquello quc se le reconoce co- 
mo derecho propio, porque no es derecho propio de una 
Comunidad Autónoma simplemente el derecho consuetu- 
dinario, civil o foral, sino que lo es el derecho que legisle 
y regule su propio Parlamento. porque si no no estaría- 
mos ante lo que es el derecho propio. El derecho propio 
no se parcela en lo civil, el derecho propio es aquel que 
legisla el Parlamento de cada Comunidad Autónoma, Y 
este es un tema que tampoco es respetado por el propio 
proyecto de ley. 

Señor Ministro, no son cosas que nos alejen -diría- 
mos- de la voluntad de organizar una Administración 
de Justicia eficaz, pero no lo queremos hacer desde nin- 
gún tipo de apasionamiento. Creemos que si alguna ley 
debe ser objeto de un amplio consenso, ésta debe ser una. 
Y me gustaría contar con la presencia del señor Presiden- 
te del Gobierno en este momento para recordarle su ofrc- 
cimiento reiterado de que los aspectos de legislación ins- 
titucional sean objeto de amplios acuerdos. Este no lo ha 
sido, ni con los Grupos Parlamentarios de esta Cámara, 
ni con aquéllos que pueden tener algo que decir, y de 
manera muy importante, en lo que puede ser la regula- 
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ción del propio ejercicio del Poder Judicial que en ellos 
se realiza. 

Creo que se ha perdido una gran ocasión, no únicamen- 
te para hacerlo bien, sino además, desde el punto de 
vista de la forma, para dar la sensación de que no nos 
hemos instalado en el enfrentamiento entre poderes 
constitucionales, sino que estamos intentando alcanzar 
el acuerdo entre estos poderes. 

Nada nos gustaría más que poder servir a esta línea, 
aun cuando debe reconocerse, al menos por su interven- 
ción de hoy, que éste no era el estilo que la ha presidido. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra el señor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presidente, señorías. 
nuestro Grupo quiere intervenir en este momento porque 
considerábamos que la fundamentación de las enmienda 
de totalidad y las posiciones del Grupo Parlamentario 
Vasco y del Grupo Parlamentario de Minoría Catalana 
no eran coincidentes, al menos en el tenor escrito de su 
justificación no se correspondían, no era igual a la funda- 
mentación de las otras enmiendas de devolución. 

Tras la última intervención tengo mis dudas de que 
esto sea así, porque el señor Roca ha hecho lo mismo que 
por escrito figura en la enmienda planteada por el Grupo 
Parlamentario Popular. 

A pesar de eso, nosotros creemos que no ha sido inten- 
ción del señor Roca alinearse exclusivamente, y que qui- 
zá la falta de tiempo le ha impedido apuntar en su inter- 
vención otras observaciones de fondo que creemos eran 
las que sustentaban su oposición. De todas maneras, ése 
no es nuestro problema, sino el del señor Roca. su Grupo 
Parlamentario y cualquiera de sus deseos en el futuro. 

Hemos pasado en las dos intervenciones anteriores de 
lo que podríamos calificar con humor -si me lo permi- 
ten- como tesis rupturista del senor Vizcaya, a la tesis 
del bálsamo de Fierabrás del señor Roca. Una tesis, la 
del señor Vizcaya, que lamentaba que el proyecto no hu- 
biera ido más allá y que exigía corno necesario en este 
momento una ruptura total con el sistema anterior no 
sólo con el conocido, el que tenemos hoy día, sino incluso 
con la Ley de 1870, según he entendido; tesis que Iógica- 
mente nos parecía extraña en la propuesta del Partido 
Nacionalista Vasco. 

Por otro lado, el Partido Nacionalista Vasco -y entro 
en las observaciones de tipo general que ha hecho, luego 
me referiré a las concretas- plantea que no es necesaria 
una ley orgánica amplia, completa, que regule muchos 
extremos, porque éstos no deben ser objeto necesaria- 
mente de una ley orgánica. Hemos repetido muchas ve- 
ces que en este ámbito del Poder Judicial es preferible 
una ley amplia, completa. porque con el carácter de or- 
gánica garantiza mucho más la independencia personal 
de jueces y magistrados integrantes del Poder Judicial, 
puesto que la modificación de su estatuto, incluso la mo- 
dificación de aspectos que pueden parecernos pequeños o 

mínimos, requiere una mayoría cualificada importante 
de aprobación en el Parlamento español. 

Desde el punto de vista de las observaciones generales 
que ha planteado el señor Roca, tengo que resaltar que 
no quiere oír hablar en este caso concreto del Derecho 
zomparado, pero nuestro texto constitucional no es una 
isla separada del resto de las Constituciones europeas. 
Su señoría sabe muy bien que en la Ponencia constitucio- 
nal los modelos existentes fueron conocidos y discutidos. 
Por tanto, no estamos creando un modelo inexistente en 
ningún país del mundo, sino conocido y practicado con 
mayor amplitud por nuestra Constitución que por otras, 
pero que tiene que ver con el conjunto de los ordena- 
mientos jurídicos europeos. 

Usted ha reprochado al señor Ministro -y sin duda le 
reprochará a este portavoz- que su intervención haya 
sido planteada en un tono apasionado o vehemente. Yo 
podría manifestar que su intervención no es la de usted, 
es la de un sector de la magistratura española. Usted no 
ha leído el proyecto de ley en alguna de las afirmaciones 
que ha hecho; usted ha basado su intervención en infor- 
mes conocidos y públicos que ha hecho suyos. No voy a 
discutir si eso es bueno o malo, pero conviene dejar clara 
la posición de cada uno. 

Como se demostrará en este debate y a lo largo de la 
discusión de esta ley, nosotros hemos tomado muchas de 
las observaciones que planteaba no ya el Consejo General 
del Poder Judicial, sino incluso la asociación profesional, 
cuestión que conviene desde este mismo momento sepa- 
rar, no sea que nuestras intervenciones conviertan lo que 
es un órgano del Estado en una asociación, y lo que es 
una asociación en órgano del Estado. Distinguiendo am- 
bos campos, nosotros queremos señalar que S .  S . ,  que 
puede reprocharnos muchas cosas, sin duda admitirá es- 
te amable reproche que le dirige este portavoz. 

Entremos en los concretos problemas que plantean 
ambos Grupos Parlamentarios. Empezaremos por los 
más importantes, que son el tema de las demarcaciones 
judiciales, el tema de los tribunales superiores de justi- 
cia, el tema de la participación de las Comunidades Au- 
tónomas en la configuración de medios materiales o de 
competencias que residen en el Gobierno, según sus pro- 
pios Estatutos. Es cierto que los estatutos de autonomía, 
en materia de demarcaciones judiciales, han previsto un 
sistema de participación, a partir del artículo 34 de1 Es- 
tatuto del País Vasco y del artículo 18.2 del Estatuto de 
Cataluña. un sistema participativo -subrayo la expre- 
sión participativo- en los términos que fijara la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, términos con los que nos 
encontramos en este momento en el debate. Esa partici- 
pación tenía que ser hecha respetando lo dispuesto en 
concreto por el artículo 152.1 de la Constitución, con la 
competencia exclusiva que corresponden al Estado según 
el artículo 149.1.5' de la misma. Y el artículo 152.1 de la 
Constitución creemos que es suficiente en lo referentc a 
los mecanismos de participación, que luego los estatutos 
han concretado, de la demarcación judicial. 

Por tanto, se trata de un mecanismo participativo regi- 
do por el principio de coordinación que instaura el artí- 
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culo 152.1 en materia de demarcaciones. Es la única lec- 
tura razonable del precepto constitucional y estatutario, 
como ha apuntado, citando expresamente el artículo 
152.1, el propio Tribunal Constitucional en el Fundamen- 
to 14 de la Sentencia 18, 4 de mayo de 1982. 

iC6mo regula el proyecto de ley las demarcaciones en 
sus artículos 30 y 31? Yo quisiera decir con claridad en 
cuanto a este problema que ese bloque de constituciona- 
lidad, estatutos de autonomía, artículo 149 .13  de la 
Constitución y artículo 152, debe figurar o debe enmar- 
carse en dos principios generales: el marco de esta ley 
orgánica y la unidad e independencia del Poder Judicial, 
ambos citados por el artículo 152 de la Constitución. 

Ciertamente que los límites de este mecanismo partici- 
pativo de las Comunidades Autónomas no deben ser me- 
ramente consultivos, pero tampoco completamente vin- 
culantes. Si cada comunidad Autónoma pudiera impo- 
ner en el conjunto del Estado, sin limitación, una demar- 
cación judicial que estimara conveniente, no sólo po- 
drían quebrarse las competencias presupuestarias del 
Poder ejecutivo y de esta Cámara, sino que tambien po- 
dría afectar al principio de unidad y de igualdad de los 
ciudadanos en la tutela judicial. 

Nadie ha planteado esa cuestión, y,  por tanto, el meca- 
nismo que prevé el artículo 30 es un mecanismo que, en 
nuestra opinión, no es meramente consultivo, porque, re- 
pito, una participación meramente consultiva infravalo- 
raría el tenor de los textos estatutarios. Ese texto preten- 
de algo más y utiliza el término ((propuesta., y además 
señala con claridad que esa propuesta debe ser conocida 
no s6lo por el Gobierno, sino por esta Cámara a través de 
su presentación coetánea y unida al proyecto de ley que 
se plantee sobre demarcaciones, coincidan o no una y 
otra propuesta, coincidan o no las observaciones del Go- 
bierno y de la Comunidad Autónoma. 

El segundo problema que se plantea es en relación con 
los tribunales superiores de justicia. Yo creo que estamos 
todos de acuerdo -creo que nos pusimos ya de acuerdo 
tanto en el debate de la Constitución como en el debate 
de la Ley Orgánica del Consejo General del Poder Judi- 
cial- en que el Tribunal Superior de Justicia no es un 
órgano de la Comunidad Autónoma, sino un órgano de la 
Administración de Justicia, un órgano del Estado en la 
Comunidad Autónoma. De esa manera está planteado en 
la Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de julio 
de 1981 y de 22 de junio de 1982. Esta segunda Sentencia 
dice algo más en sus fundamentos jurídicos y,  por tanto, 
no basta decir que se trata de órganos de la Administra- 
ción del Estado, de la Administración de Justicia en la 
Comunidad Autofioma, sino que, además, eso conlleva 
unas consecuencias importantes en su configuración. 

El problema planteado por ambos Grupos creo que se 
reduce a dos cuestiones. Una de ellas es la palabra uex- 
clusivamenteu, utilizada en el artículo 73 del proyecto de 
ley. Por eso decía que parecía que S. S. no se había leído 
el proyecto de ley cuando utilizaba el argumento del de- 
recho propio como si el proyecto de ley asimilara dere- 
cho propio a Derecho foral, cuando en el proyecto de ley 
no está dicha tamaña barbaridad, sino que derecho pro- 

pio evidentemente no es sólo el Derecho foral, es también 
el Derecho producido por los órganos competentes en 
materia legislativa de cada comunidad Aut6noma. 

Por tanto, me parece que no era ése el argumento, sino 
la palabra uexclusivamente». El Grupo Parlamentario 
Vasco, PNV, señalaba muy atinadamente en sus motiva- 
ciones que bastaría que las partes no se basaran en un 
determinado recurso, en citar exclusivamente un derecho 
propio, para que la competencia fuera atribuida al Tri- 
bunal Supremo y no al Tribunal Superior de Justicia. 

invito a SS. SS. a buscar una expresión más feliz para 
cambiar la palabra .exclusivamente»: sustancialmente, 
básicamente, en lo sustancial, en lo básico, fundamental- 
mente. Busquemos la palabra que sea. Pero, sin duda, la 
cuestión de competencia que se planteará entre el Tribu- 
nal Supremo y el Tribunal Superior de Justicia no ven- 
drá planteada sólo por el término que utilicemos en la 
ley, sino porque las partes plantearán la cuestión de 
competencia si les conviene a sus intereses o si creen 
defender mejor sus intcreses. y sin duda será la jurispru- 
dencia que se cree, con cualquier término legal que se 
utilice, la que determinará de manera precisa cuál es en 
definitiva el ámbito reservado al Tribunal Supremo. 

El segundo argumento que señalaba el señor Roca es 
que el artículo 5: ,  3, del proyecto de ley indica que cuan- 
do se cite la infracción dc algún precepto de la Constitu- 
ción la competencia es del Estado. El senor Vizcaya tam- 
bien citaba este artículo. Nosotros no leemos de esa ma- 
nera el artículo S.", 3, sinceramente lo tengo que decir, 
pero estamos dispuestos a encontrar una fórmula que no 
lleve a conclusión tan tajante como la que han señalado 
SS. SS. Nosotros creemos que ante un Tribunal Superior 
de Justicia, como ante cualquier órgano jurisdiccional, 
es posible alegar infracción de preceptos de aplicación 
directa de nuestra Constitución, como señala nuestra 
mejor doctrina. Por tanto, no hay ningún problema en 
que ante el Tribunal Superior de Justicia se plantee tam- 
bién la infracción de preceptos constitucionales. 

Parece, pues, que el artículo S:, 3, está haciendo refe- 
rencia a un problema que sería el basado en si podría 
plantearse algún recurso ulterior cuando la fundamenta- 
ción ante cualquier órgano jurisdiccional del país estu- 
viera basada en la infracción de precepto constitucional, 
entendiendo que el Tribunal Supremo es el órgano más 
adecuado jurisdiccionalmente para resolver en un ulte- 
rior -repite+, ulterior trámite este problema. No cree- 
rnos, por tanto, que el artículo S.", 3, esté llamado a ser 
una limitación de lo contenido en el artículo 73 del 
proyecto de ley, puesto que entre sí tienen escasa rela- 
ción. 

Por último, en relación con la asunción de competen- 
cias materiales o de medios materiales planteada por 
ambos grupos parlamentarios, solicito de SS. SS. que se 
lean el artículo 123 del proyecto de ley: mecanismo por 
el cual la gestión de todos los recursos puede, y está 
llamado a ser en el proyecto de ley, competencia de las 
propias Comunidades Autónomas. De esta maneta se 
cumple, sin duda, un precepto, el del artículo 18 del Es- 
tatuto de Autonomía de Cataluña o el del artículo 13 del 
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Estatuto de Autonomía Vasco, así como de muchos otros 
estatutos de autonomía. Me he referido a estos dos esta- 
tutos, porque ustedes son los enmendantes, pero sin duda 
nuestro Grupo Parlamentario, que puede representar en 
mayor o menor medida a diecisiete Comunidades Autó- 
nomas, sabe, como ustedes, que este texto está en casi 
todos los estatutos de autonomía, y que, sin duda, tiene 
que enmarcarse también en el principio que, respecto a 
demarcaciones, figura en los artículos 149.1.5 y 152 de la 
Constitución. 

Nos encontramos, de nuevo, en presencia de la necesa- 
ria coordinación, sin la que no puede entenderse el Esta- 
do de las autonomías, y menos en materia relativa al 
Poder judicial o a la Administración de Justicia, cuya 
unidad e independencia, en.todo caso, deben estar garan- 
tizadas, como dice el artículo 152, ya sea por esta Cáma- 
ra o por los Parlamentos de las Comunidades Autóno- 
mas. 

En relación con el tema concreto planteado por el Par- 
tido Nacionalista Vasco de la necesidad del informe favo- 
rable del Consejo General del Poder judicial en el artícu- 
lo 123.3, me limitaré a decir que, como S .  S .  seguramen- 
te conoce, nuestro Grupo Parlamentario también ha en- 
mendado ese punto del artículo 123.3. 

El señor Roca ha señalado que, en su opinión, se ha 
recortado la iniciativa legislativa, como si esta iniciativa 
legislativa, en los términos planteados por el señor Roca, 
estuviera reconocida con anterioridad en la Ley Orgánica 
del Consejo General del Poder Judicial. Y el señor Roca 
añade que no es el momento de entrar en si es constitu- 
cional o no. Claro que sí es el momento de entrar en si es 
constitucional o no conceder iniciativa legislativa del ti- 
po solicitado por asociaciones de la Magistratura al Con- 
sejo General del Poder Judicial. Naturalmente que hay 
que entrar, porque hay que hacer una lectura de la Cons- 
titución, de si eso entra en la lógica de lo que pretendie- 
ron nuestros constituyentes. 

Que el informe deba referirse a anteproyectos, nuestra 
opinión, como intentaremos demostrar a lo largo del de- 
bate, es el único posible, y ésa ha sido la práctica seguida 
por esta Cámara y por todos los órganos del Estado, in- 
cluido el propio órgano de gobierno del Poder Judicial, 
desde la Constitución y desde su constitución como órga- 
do de gobierno a partir de 1980. Lo otro es, en nuestra 
opinión, incoherente con el sistema constitucional pre- 
visto en el trámite legislativo y en el trámite de la potes- 
tad limitativa legislativa. 

La potestad reglamentaria atribuida no ha sido modifi- 
cada. Otra cosa, señoría, es que, cuando la Ley del Con- 
sejo General del Poder Judicial atribuía el nombramien- 
to del Director de la Escuela Judicial o la potestad regla- 
mentaria en los términos del artículo 37 de su ley orgáni- 
ca, haya sucedido una determinación práctica que haya 
llevado a una conclusión que no estaba expresamente 
contenida en la Ley Orgánica del Consejo General del 
Poder Judicial de enero de 1980. 

El señor PRESIDENTE: Su tiempo ha terminado, se- 
ñor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: Termino, señor Presidente. 
Su señoría se ha hecho eco de las peticiones en relación 

con la jubilación o con la selección, olvidando que la 
jubilación se configura leyendo, el artículo y leyendo la 
disposición transitoria que, lógicamente, no tiene una 
aplicación inmediata, sino transitoria en el tiempo, tam- 
bién enmendada, por cierto, por nuestro Grupo Parla- 
mentario. 

Usted distingue entre la selección por el sistema de 
oposición y la selección por el otro sistema, diciendo que 
hay que conceder la independencia en los dos casos. Co- 
mo si en los dos casos no estuviera concedida la indepen- 
dencia en el propio proyecto de ley. El tribunal de oposi- 
ciones es el mismo, el curso posterior a la oposición es el 
mismo y los aspirantes, señorías, se reclutan de la misma 
manera, con la misma titulación en un caso o en otro. El 
Gobierno no tiene participación en ese tribunal más que 
con un miembro; el Consejo General tiene participación 
y tiene participación la Universidad española a través 
del Consejo de Universidades, es decir, del sustituto del 
Consejo de Rectores en ese órgano tribunal de oposicio- 
nes. 

Si S. S. lo que ha querido decir es que aindependienten 
significa que todo el tribunal de oposiciones esté nom- 
brado directamente por el Consejo General del Poder Ju- 
dicial, no compartimos esa tesis, puesto que la tesis de 
selección, formación y perfeccionamiento de los jueces, 
está reconocida en el artículo 119 del proyecto de ley. 

Su señoría en su intervención -y termin- puede ha- 
cer los reproches que quiera, pero nosotros nos permiti- 
mos hacerle uno pequeño: entendemos que su colocación 
en el debate, lógicamente, es una colocación voluntaria- 
mente querida, voluntariamente deseada. Nuestro Grupo 
ha entrado en los temas planteados concretamente por el 
Grupo del Partido Nacionalista Vasco y por S. S., y en 
cuanto a esos temas de demarcaciones, del Tribunal Su- 
perior y de competencias de las Comunidades Autóno- 
mas, hay una disposición que tiende a mejorar el proyec- 
to de ley. 
No creemos que las enmiendas fundamenten una peti- 

ción de devolución, sino una discrepancia sobre puntos, 
que nos parecen esenciales, en el conjunto de la ley, y 
disposición hay en el curso del debate para modificar 
tales planteamientos. 

El sefior PRESIDENTE: Gracias, señor Sotillo. 
Para réplica y por un tiempo de cinco minutos, tiene la 

palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, seño- 
rías. 

Señor Sotillo, le voy a solicitar, en virtud de la amistad 
que nos une y del tiempo que llevamos relacionándonos 
como políticos en esta Cámara, que tome mis palabras 
en el mejor sentido de las mismas y no se sienta herido 
en lo más mínimo con mis expresiones, porque intentaré 
ser cortés,'pero creo que debo ser un poco vehemente, 
como ha sido el seiior Ministro a la hora de presentar 
esta ley. 
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Yo no sé por qué existe una cierta tendencia o fijación 
mental a considerar extraiía cualquier propuesta míni- 
mamente progresista que no venga de ese lado de la Cá- 
mara. (Sefialando a los bancos de la izquierda.) Yo no sé si, 
de alguna,forma, se están reservando el otorgar patente 
de progresismo; yo no les discuto a ustedes ni su línea ni 
su progresismo, lo que reclamo para nuestro Grupo es la 
posibilidad de decirles que si nos atenemos a lo que pien- 
sa el ciudadano, hoy día, sobre el funcionamiento de esta 
Justicia, sobre su obscurantismo, del que antes he habla- 
do, sobre la falta de credibilidad, sobre la lentitud, sobre 
la lejanía absoluta con que ve el ciudadno a ese juez que 
se le presenta encima de un estrado y dicta sentencia o 
imparte el bien y el mal -opiniones que hemos compar- 
tido ustedes y nosotros, usted y yo, en multitud de oca- 
siones en conversaciones que hemos mantenido al res- 
pect-, comprenderán por qué les decía que nuestro 
Grupo no consideraba suficiente este proyecto de ley. 

Usted me ha dicho que soy un rupturista; llámese así. 
En realidad, lo que intentamos es remover los cimientos 
de una estructura absolutamente obsoleta, y el Gobierno, 
al mandar este proyecto de ley, lo único que ha cambia- 
do es la fachada. Incluso novedades importantísimas que 
por su propio Grupo han sido juzgadas como claves para 
la democratización de la justicia, como claves para acer- 
car la justicia al ciudadano, no se han regulado en este 
proyecto de ley; no se han asumido, o por lo menos el 
Gobierno no se ha comprometido a ello. 

En cuanto a la policla judicial, aparte de decirle que 
no me ha contestado, le voy a reiterar un pensamiento de 
nuestro Grupo. La policía judicial que ustedes contem- 
plan en el proyecto de ley es impresentable como policía 
judicial; no es policla judicial, es polícia gubernativa. Así 
de claro. Señor Sotillo, yo sé que ustedes, el Grupo Socia- 
lista, no están de acuerdo con este proyecto de policía 
judicial, porque no es la auténtica policía judicial que 
hemos venido reclamando desde la oposición durante 
muchísimos años. Por eso hablaba de que quizá el 
proyecto se ha quedado corto, de que no hemos ido al 
fondo de los problemas. A ustedes, en este tema de la 
policía judicial, no sé si es que les ha faltado ambición, 
pero la realidad es que no han ido al fondo de ese proble- 
ma. Por tanto, creo que puedo atribuirme la legitimidad 
de reclamarme rupturista en este aspecto de la justicia e 
intentar ir más lejos. 

Vamos a ver si nos entendemos. Siguiendo un poco el 
esquema de su contestación en cuanto a que este proyec- 
to de ley regulaba aspectos importantísimos, unos de ca- 
rácter orgánico y otros no orgánicos, pero que la unidad 
de tratamiento quizá requería estar en este mismo 
proyecto de ley, yo llamaría la atención de S. S .  tal vez 
con ejemplos chuscos, como que el proyecto de ley orgá- 
nica regule, por ejemplo, el color del traje que deben 
llevar los magistrados o regule el orden de precedencia 
de los magistrados en función de las medallas o condeco- 
raciones que lleven puestas. Senor Sotillo, yo comprendo 
que la coherencia y la unidad de tratamiento de una ley 
en una serie de cuestiones no orgánicas son necesarias, 

pero sin llegar a extremos como los que acabamos de 
citar. 
No me ha contestado nada respecto a mis argumentos 

sobre la no necesidad de la Audiencia Nacional. Ya no 
voy a hablar de su inconstitucionalidad, simplemente de 
la nd necesidad funcional, práctica, de la Audiencia Na- 
cional, aspectos que se pueden resolver perfectamente 
sin necesidad de crear con carácter permanente la Au- 
diendia Nacional con sus Salas de lo penal, lo social y lo 
contgncioso-administrativo. Es absolutamente posible y, 
además, lo dice el Consejo General del Poder Judicial. El 
Consejo General del Poder Judicial, en el informe que ha 
emitldo respecto al anteproyecto de ley de reforma de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, dice que se están atri- 
buyendo con carácter permanente muchas competencias 
a la Audiencia Nacional que tienen exclusivamente una 
vigencia coyuntural. 

Sei)or Sotillo, la verdad es que como usted había pen- 
sado que el seAor Roca y yo íbamos a tratar las enmien- 
das de totalidad de la misma forma, fijándonos exclusi- 
vamente en el tema autonómico, ha dejado de contestar 
a aspectos tan importantes de nuestra argumentación co- 
mo el del Jurado o el de la acción popular, aspectos que 
yo creo importantes de cara a esa democratización de la 
Administración de Justicia. Usted tenía preparada la in- 
tervención, y yo le disculpo porque a mí a veces me pasa 
lo mismo. 

El Señor PRESIDENTE: Vaya terminando. 

El geñor VIZCAYA RETANA: Termino, señor Presiden- 
te. 

En cuanto al tema autonómico, vamos a ver si llega- 
mos a un acuerdo, por lo menos precisando los concep- 
tos. En primer lugar, su opinión sobre el concepto de 
derecho propio, al que hace referencia el artículo relativo 
al Tribunal Superior de Justicia en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, me parece muy interesante. Mi Grupo y 
yo también habíamos entendido derecho propio como 
derecho foral o específico. Derecho propio, según sus pa- 
labras, es todo aquel que se deriva de la competencia 
legislativa exclusiva de una Comunidad Autónoma. Aquí 
vamos poniéndonos de acuerdo y esto es muy importan- 
te. 

Un segundo tema que necesita precisión, senor Sotillo. 
El Estatuto de Autonomía del País Vasco dice en el artí- 
culo 34.2: ucorresponde a la Comunidad Autónoma par- 
ticipar en la organización de las demarcaciones judicia- 
lesu. La técnica participativa de acuerdo con este tema. 
Pero a su vez dice: u . . .  siendo competente para fijar, en 
todo caso, la delimitación de la demarcación judicial.. 
Eso dice el texto del Estatuto de Autonomía. 

El senor PRESIDENTE: Senor Vizcaya, esos son temas 
de debate del articulado. Le ruego que vaya terminando, 
porque estamos en una enmienda de totalidad de devolu- 
ción. Se lo recuerdo. En la réplica ha sobrepasado ya el 
tiempo. 
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El señor VIZCAYA RETANA: Termino enseguida, pues- 
to que, en realidad, sobre estos aspectos podemos hablar 
en los posteriores trámites reglamentarios. 

En cuanto al Tribunal Superior de Justicia sigo pen- 
sando que si no hay una modificación sustancial del artí- 
culo 5:, 3, de este proyecto de ley, aunque sólo sea en su 
propia terminología, con un fortalecimiento de su condi- 
ción, de su categoría, y de su jerarquía estaremos en 
presencia de una auténtica desnaturalización del Tribu- 
nal Superior de Justicia. 

Vuelvo a repetir, señorías, que creo que se ha perdido 
- c o m o  decía el señor Roca y yo manifestaba- una oca- 
sión de oro para haber configurado entre todos una Justi- 
cia mucho más moderna, más progresista y más adecua- 
da al texto constitucional. 

Estuvimos dispuestos al diálogo institucional antes del 
envío del proyecto de ley. Ustedes lo han ofrecido des- 
pués. Seguimos abiertos al diálogo, pero dejando claro 
que el proyecto de ley no nos gusta, que se ha quedado 
corto y que no satisface las aspiraciones de los ciudada- 
nos. (El señor Sotillo pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Soti- 
110. 

El señor SOTILLO MARTI: Muy brevemente. Por su- 
puesto, que quede bien claro desde el principio, que yo  
no he pretendido otorgar ninguna patente de progrrsis- 
mo; yo no he dicho tal cosa ni lo pienso decir en el curso 
del debate de esta ley. 

Por tanto, descartado ese malentendido, tampoco pue- 
do compartir con ustede esa especie de panacea univer- 
sal que es la mera promulgación de una ley, como es la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, que requiere una ley de 
planta y demarcación posterior, que requiere multitud 
de legislación particular sobre muchos de sus aspectos y 
de estatutos orgánicos de la carrera y de cada uno de los 
cuerpos que integran la Administración de Justicia. Y ,  
por tanto, a mí me parece que decir que se ha perdido 
una oportunidad y que les ha decepcionado este proyecto 
de ley, si no va unido a algunos aspectos concretos -yo 
he contestado al menos a los aspectos autonómicos- 
realmente no es suficiente. Resulta que les ha decepcio- 
nado la ley por el tema del Jurado, por el tema de la 
Audiencia Nacional y por el tema de la policía judicial, y 
esto motiva una enmienda a la totalidad de devolución. 
Usted está en su perfecto derecho de presentar una en- 
mienda de devolución, pero tiene que decir lógicamente 
que le ha decepcionado toda la ley, que le ha dejado frío 
esta ley; pero es que esta ley tiene 527 artículos y multi- 
tud de disposiciones transitorias. 

Tema del Jurado. Sabe muy bien su señoría que el 
tema del Jurado en la Constitución está remitido a una 
ley procesal en gran parte, por tanto, no está dicho en la 
Constitución que tenga que ser ley orgánica. Pero Ic voy 
a decir una cosa, señor Vizcaya. Invitamos a esta Cámara 
a ponerse de acuerdo unánimemente en las bases, en lo 
que señala la Constitución. en la forma y en los procedi- 
mientos penales. Estov dispuesto a decirle que si eso se 

produce no hay ningún inconveniente en que esta ley fije 
unos principios generales o concrete algunos criterios 
que luego se desarrollen, lógicamente, en la legislación 
ordinaria. N o  pretenderá su señoría que esta ley orgánica 
entre en los procedimientos hasta su última redacción. 

Policla judicial. Nosotros creemos que la ley consagra 
la dependencia funcional. iOue es preciso acentuarla? 
Acentúese en la legislación, en esta Ley Orgánica del Po- 
der Judicial. Creemos que la dependencia funcional es 
suficiente. No nos ponemos de acuerdo en qué quiere 
decir .dependencia orgánica», porque usted desde la tri- 
buna dice que udependencia orgánica» es que los jueces 
puedan ordenar determinadas cosas. Señoría, eso con la 
dependencia funcional, claramente dicho, está cubierto. 
¿Que és la dependencia orgánica? (Es la creación de un 
nuevo cuerpo de seguridad? ¿Es la regulación de los as- 
censos, permisos, traslados, premios o condecoraciones? 
¿Es todo ese tipo de cosas la udependencia orgánican? Es 
decir, ¿es la reglamentación en los estatutos orgánicos 
del propio cuerpo de los funcionarios? Porque si es esto 
segundo, creemos que no es necesario configurarla de esa 
manera. 

Ahora bien, si de lo que se trata es de reforzar en esta 
Ley orgánica esa dependencia funcional, que permita 
que la investigación potenciada por quien dirige la inves- 
tigación criminal y practicada por estos funcionarios se 
refuerce en mayor medida, estamos abiertos a encontrar 
esa redacción. 

Me parece, pues, señoría, que, matizando estas cuestio- 
nes, en mi tierra esto no se llamaría una enmienda de 
totalidad de devolución. Esto sería una discrepancia im- 
portante con el proyecto de Ley, pero no con las bases 
sustanciales, con los pilares esenciales, de este proyecto 
de Ley. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, senor S o t i h .  
Tiene la palabra el senor Roca. 

El señor ROCA JUNYENT: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, señor Sotillo, no se si la intervención 
que he realizado en nombre de mi Grupo será la misma 
que realizará dentro de un momento el Grupo Parlamen- 
tario Popular. No tengo esta facultad de adivinanza. Lo 
que sí tengo es la facultad de comprobación para saber 
que es la misma que ustedes hubieran hecho en 1981. 
Esto sí lo se. La variación está ahí. No en el futuro, sino 
en el pasado. Y se lo demostraré. 

Me dice: No nos invoque el tema del Derecho compara- 
do. No se lo invoco yo. Ustedes decían en la sesión del día 
7 de noviembre de 1979: Nuestra Constitución, al esta- 
blecer el Consejo General del Poder Judicial, crea un Ór- 

gano de Gobierno del Poder Judicial que no tiene prece- 
dente en ninguna otra Constitución. Por consiguiente, no 
se puede argumentar, a nuestro juicio -decían-, con 
teorías de Derecho comparado. 

Lo decían ustedes. Esto no lo he dicho yo. Lo decían 
ustedes el 7 de noviembre de 1979. 

Me dice usted que yo no me he leído el proyecto de 
Ley. Lo he leído lo suficiente como para poder presentar 
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250 enmiendas. Debo reconocer que ustedes también se 
lo han leído bastante; incluso se lo han releído y han 
presentado enmiendas a su propio proyecto de ley. Entre 
todos, parece que  lo hemos leído bastante y ustedes, in- 
cluso, se han repensado esta Institución. Me parece bien. 
Pero no me digan lo que ahora me dicen dogmáticamen- 
te: Es que ustedes no entienden de nada ni se han leído el 
proyecto de Ley. 

En el tema de  las competencias del Tribunal Superior 
de  Justicia me dicen que si la cuestión es cambiar de 
«exclusivamente» a «básicamente», no tiene importan- 
cia. Para mí, desde el punto de vista jurídico, entre «ex- 
clusivamenten y «básicamente. hay una diferencia muy 
importante. En principio, un ciudadano de la calle sabe 
que «exclusivamente» quiere decir una cosa y .básica- 
mente. otra muy distinta. 

Y no nos diga que el artículo S:, 3 tiene una lectura 
determinada, porque, después, usted dice: Esto ya lo he- 
mos enmendado. Lo cual quiere decir que este artículo 
tenía necesidad de una enmienda como mínimo de la que 
ustedes han presentado. 
Y no se nos diga, por ejemplo, que en la asunción de 

medidas materiales - q u e  yo no he mencionado, fue us- 
ted- es necesaria la coordinación. Sí. Pero esta coordi- 
nación no puede, en modo alguno, ser un instrumento 
para afectar a la unidad e independencia del Poder judi- 
cial e incluso a su facultad de autogobierno. Porque, de 
lo contrario, estaríamos por la vía de la coordinación, 
como el proyecto pretende sancionar, introduciendo me- 
canismos que corrigen la capacidad de autogobierno del 
Poder judicial. 

El tema de la potestad reglamentaria. Menciona usted 
el tema del Director del Centro de Estudios Judiciales. 
Señor Sotillo, el Director del Centro de Estudios Judicia- 
les y todo lo que usted quiera. Vuelvo a decirle lo que 
usted expresaba con respecto a la potestad reglamenta- 
ria. Se  lo he leído pero le diré ahora lo que decía a conti- 
nuación el senor Ministro y verá la similitud con lo que 
el proyecto de Ley contempla. La tesis contraria a la que 
venimos manteniendo podría formularse así ... El Poder 
ejecutivo es titular de  la potestad reglamentaria externa, 
y por ello mismo al Gobierno le corresponde dictar los 
reglamentos orgánicos y de funcionamiento de la Justi- 
cia. Entendemos que este planteamiento equivaldría a 
establecer una incompatible dicotomía de órganos de go- 
bierno en el ámbito del Poder judicial. Uno con la potes- 
tad inhabitual del ordenamiento jurídico, otro órgano de 
gobierno s610 en el nombre, reduciéndose en la práctica 
a dictar para él actos de ordenamiento creados por el 
primero. A esto me atengo porque, en definitiva, lo que 
usted me reconoce es que a través del Centro de estudios, 
como uno de los órganos mencionados, se está radicali- 
zando en otra instancia lo que es una facultad reglamen- 
taria. Perdón, esto es lo que decían entonces y a ello me 
atengo. 

Nos dice: no magnifiquen ustedes el tema de la jubila- 
ción que nosotros ya hemos presentado una enmienda. 
En todo caso yo no podía saber que ustedes habían pre- 
sentado la enmienda, pero a pesar de todo tampoco lo 

habían solucionado y, a partir de este momento, ustedes 
van reconociendo que se lo han pensado y releído. 

Usted dice: En el tema del tribunal no compartimos el 
criterio. Me importa poco, señor Sotillo. Lo que me tiene 
usted que decir es si esta forma de  designación de un 
tribunal altera o no la capacidad de autogobierno y auto- 
nomía que la Constitución ha querido otorgar para estos 
supuestos al propio Consejo General del Poder Judicial. 
Este es el problema, no si lo compartimos o no. No esta- 
mos para compartir o no compartir: estamos para ver si 
esto encaja con el espíritu de nuestro texto fundamental. 

Por último. y todavía dentro del tiempo, quiero decir 
lo siguiente: aceptamos muy gustosos su ofrecimiento de 
buscar solución en las enmiendas, pero queremos dejar 
claro un tema. N o  podría atribuirsenos a nosotros la res- 
ponsabilidad de aceptar o buscar consensos en determi- 
nadas enmiendas y no en la globalidad de la filosofía del 
proyecto, porque en este caso seria muy grave asegurar, 
para entendernos, determinadas Competencias en unos 
temas que afectasen o sirviesen para complementar o 
compensar lo que es, a nuestro entender, un atentado a 
la propia autonomía del Poder judicial. Aquí sí que quie- 
ro dejar muy claro cuál será la filosofia en el debate: la 
aceptación global de una filosofía que permita asegurar 
que cl Consejo General y ,  en consecuencia, el Poder Judi- 
cial, tienen respecto de lo que la Constitución les permi- 
te. 

Nada más. 

El senor PRESIDENTE: Gracias, señor Roca. 
Tiene la palabra el señor Sotillo, por cinco minutos. 

El setior SOTILLO MARTI: Señor Presidente, señorías, 
señor Roca. Tengo que empezar otra vez corno en la in- 
tervención anterior señalando que no he dicho que usted 
no entienda de nada; usted seguramente entiende de mu- 
chas más cosas que yo8 de lo que no tengo por que arrc- 
pentirme. Simplemente y o  entiendo de otras cosas, y ca- 
da uno entiende de lo que puede y de lo que quiere. Yo  
no estoy dispuesto a entender de las mismas cosas que 
usted quiere entender, pero para no liarnos en este gali- 
matías que usted no entiende y yo tampoco (Risas.) lo 
mejor es que cuando usted hable desde la tribuna le en- 
tendamos y los demás procuraremos hacernos entender 
por S . S .  

Usted tiene la costumbre, pues le conozco desde el ano 
1977 (Rumores.) de tomar la parte por el todo, unas ve- 
ces, y otras el todo por la parte, dependiendo de la situa- 
ción o de la cuestión planteada en cada momento. Usted 
me dice: el tribunal superior, tal como está regulado, es 
fatal. Eso no es constitucional; ese no es el mecanismo 
estatutario. Y luego dice: iAh!, el término ((exclusiva- 
mente. es lo importante, y claro, no es lo mismo que 
cambiemos el término   exclusivam mente^). 

Yo le he querido decir que la regulación del tribunal 
superior ha sido criticada por dos puntos concretos, en la 
intervención del señor Vizcaya y creía que en su inter- 
vención también, pues nos ha dicho aquí que son la pala- 
bra «exclusivamenten y el artículo 5/.3 de esta ley orgá- 
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nica y en ambos le he dado contestación, pero usted si- 
gue insistiendo en el todo absoluto, tomando de la parte 
que ha recibido, en mi opinión, contestación. 

Luego vuelve a retocar el argumento, como es habitual 
en usted en estos ocho o nueve años que nos conocemos. 
No magnifique. Si no magnifico. El que magnifica es 
usted, sedorfa, y se sabe. Y dice usted: no magnifique, 
sedor Diputado, no exagere. ¡Si nadie está exagerando! 
Su setioría pone en su boca sus palabras y pone en la 
boca de los demás sus propias palabras. Cada uno tiene 
al final que hacer un esfuerzo - e n  mi caso personal un 
gran esfuerzo- para intentar saber lo que es del César y 
lo que es de Dios, en este caso viceversa, podrfamos decir 
también. (Risas.) 

Ha habido en su intervención final una palabra que ha 
repetido varias veces y que, quizá, sea el fondo de la 
cuestión: autonomfa del Poder Judicial. Pues mire, señor 
Roca, independencia de los jueces, magistrados y del Po- 
der Judicial integrantes del Poder Judicial, artículo 117.1 
de la Constitución; autogobierno de la Magistratura, artí- 
culo 122 de la Constitución. En ningún momento en la 
Constitución se ha utilizado el término uautonomfa.. 
Quizá, sea un desliz retórico, quizá sea una expresión sin 
importancia; pero es una expresión que, dicha al final de 
un discurso, puede dejar entrever o puede traslucir un 
problema freudiano que, en este caso, tiene S. S. y no yo. 
(Risas. Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Sotillo. 
Enmienda de devolución del Grupo Parlamentario Po- 

pular. Para su defensa, en el tiempo de veinte minutos, 
tiene la palabra el señor Alzaga. (Rumores.) 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Setior Presidente, setio- 
ras y sedores Diputados. Los que nos conocemos desde la 
primera legislatura, como el seiíor Sotillo, y los que nos 
vamos conociendo. (Risas.) 

Voy a defender la enmienda de totalidad por la que mi 
Grupo Parlamentario solicita de esta Cámara la devolu- 
ción al Gobierno de este proyecto de ley, uno de los más 
extensos de los que han tenido entrada en la Secretaría 
de la Cámara, y haré el esfuerzo, incluso acudiendo par- 
cialmente a la lectura, contra mi costumbre de intentar 
constreñirme al tiempo disponible, aun haciendo un rue- 
go, #a prioriu, a la magnanimidad de la Presidencia de la 
Cámara por la importancia y extensión del proyecto de 
esta ley orgánica. 

El señor PRESIDENTE: Ya se ha ampliado el tiempo, 
como sabe el señor Alzaga, de quince minutos a veinte. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Empecemos por el pri- 
mer criterio de nuestra solicitud de devolución al Co- 
bierno: la falta de respeto al autogobierno del Poder Ju- 
dicial. 

Sus señorías saben bien que la historia de la democra- 
cia es también la historia de la independiencia del Poder 
Judicial. Decid un pueblo que tenga jueces independien- 

tes y responderemos sin vacilar que ése es un pueblo 
regido por un sistema democrático. 

En la Europa occidental hubo que sustituir el modelo 
de juez gubernamentalizado y medroso en el ejercicio de 
sus funciones por un juez valiente, decidido, capaz de 
meter en cintura al propio Gobierno y a la Administra- 
ci6n Wblica si se originaban actuaciones arbitrarias y la 
imparcialidad en la aplicaci6n concreta de la Ley así lo 
requería. 

La venerable Ley espadola de 1870 ... (El señor Castella- 
no Cardiallaguet pronuncia palabras que no se perciben.) 

El sedor PRESIDENTE: Sedor Castellano, ¡por favor! 

El seAor ALZAGA VILLAAMIL: Decía que la ley de 
1870 no pudo ser excepcibn dentro de las corrientes de la 
época, representó un avance de ordenación, e, incluso, 
mejoró las garantfas del ejercicio de la funci6n judicial. 
Pero no debemos incurrir en rnitificaciones que falsean la 
realidad: no evitó las injerencias ni las mediatizaciones 
gubernamentales en la Justicia. En este clima se llega al 
Título VI de nuestra Constitución que establece el mode- 
lo de autogobierno o de gobierno autónomo -según la 
terminologfa que prefieran SS. SS.- más progresivo de 
Europa e instituye numerosas garantías complementa- 
das con la exigencia de una ley orgánica que determine 
la constitución, funcionamiento y gobierno de los juzga- 
dos y tribunales, asf como el estatuto jurfdico de los jue- 
ces y magistrados y del personal al servicio de la Admi- 
nistraci6n de Justicia, y todo ello, en pro de una plena 
independencia judicial. 

Somos conscientes de que cuando hablamos de inde- 
pendencia no nos referimos a ningún valor absoluto o a 
algo que sea un fin en sf mismo. La independencia se 
establece -junto con su secuela, la inamovilidad, y con 
el ineludible correlato de la responsabilidad- para ga- 
rantizar a los ciudadanos la imparcialidad del juez some- 
tido sólo al imperio de la Ley. 

Es una palabra, la independencia del juez no es su 
privilegio, sino el requisito básico para que sea real el 
derecho de los ciudadanos a una justicia recta. Pero la 
lectura de este proyecto nos recuerda que la historia de 
la independencia de los jueces no ha sido ni es un camino 
fácil, porque ésta es la hora de vencer la resistencia del 
Gobierno y del Partido que gobierna a que se estableza- 
can los mecanismos que aseguren la independencia del 
Poder judicial y de los jueces. 
No basta, señor Ledesma, con decir, según el símil ha- 

mletiano: «independencia, independencia, independen- 
ciau; es preciso que a estas palabras siga un proyecto de 
ley orgánica del Poder judicial coherente, serio, respon- 
sable y ,  sobre todo, fiel a la Constitución. 

Sin embargo, en el articulado del proyecto encontra- 
mos un conjunto de cautelas y desconfianzas del ejecuti- 
vo  hacia el máximo órgano de gobierno del Poder judi- 
cial, el Consejo General del Poder Judicial, que vicia de 
raíz la concepción constitucional de la justica, y esa des- 
confianza a la que aludimos del actual Gobierno hacia el 
Consejo se manifiesta principalmente en una viciada y ,  
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posiblemente, inconstitucional regulación de la potestad 
reglamentaria, ya comentada con acierto por el señor 
Roca hace unos minutos. El proyecto reserva al Gobierno 
facultades para promulgar los reglamentos de la carrera 
judicial, del Cuerpo de Secretarios judiciales y demás 
Cuerpos al servicio de la administración de justicia, y 
para promulgar también el reglamento del Centro de es- 
tudios judiciales, todo ello en términos que probable- 
mente son inconstitucionales. 

Tanto más extrafio y, por tanto, sospechoso es este em- 
pecinamiento del Gobierno actual en la obtenci6n para sí 
de dicha potestad reglamentaria, denunciada en su infor- 
me al anteproyecto por el propio Consejo General del/ 
Poder Judicial, cuanto que en el texto alternativo de la 
enmienda a la totalidad, que en su día formuló el Grupo 
Socialista del Congreso al proyecto de abril de 1980, se 
mantenla una posici6n absolutamente contraria a la que 
ahora se defiende por el Gobierno; es decir, se confiaba al 
Consejo General del Poder Judicial elaborar y promulgar 
estos reglamentos. 

Resulta inevitable traer también aqul a colación lo que 
sobre esta potestad reglamentaria del 6rgano constitu- 
cional que debía ejercerla pensaba el sefior Ledesma, ac- 
tual Ministro de Justicia, cuando era vocal del Consejo 
General del Poder Judicial y en una conferencia que ha 
entrado por la puerta grande ya en la historia del Dere- 
cho español sostenía que la potestad reglamentaria del 
Consejo era un poder implícito, bien interpretado el atí- 
culo 122 de la Constitución, y junto con una serie de 
argumentos que en este momento por falta de tiempo no 
le puedo reproducir, terminaba diciendo que, de aceptar- 
se la tesis que él contradecía, que es la tesis que inspira 
el actual proyecto de ley orgánica que suscribe, se volve- 
ría - d e c l a  literalmente- cabalmente a la situación an- 
terior a la Constitución. Decía que el Consejo General no 
pasarla de ser una dirección general de justicia sometida 
al órgano investido de poder reglamentario externo. Con 
ello perdería el Consejo General dos de sus notas caracte- 
rísticas: la independencia y la paridad de rango respecto 
a los demás 6rganos constitucionales. Y lo que es más 
importante -añadía-, los jueces volverían a estar re- 
glamentados en lo no reservado a la ley, naturalmente, 
por el Poder ejecutivo. En último término -concluía- 
sería el propio principio constitucional de división de 
poderes el que resultaría vulnerado. 

Hasta aquí sus palabras, señor Ledesma. Nosotros es- 
tamos de acuerdo con ellas en lo fundamental porque 
creemos que otorgar al Poder ejecutivo potestad regla- 
mentaria en el gobierno del Poder judicial muy proba- 
blemente es inconstitucional. Pero lo importante es que 
el proyecto no está de acuerdo con sus convicciones o, en 
otros términos, quizá S.S. no está de acuerdo con el 
proyecto y tampoco puede estar conforme con el proyec- 
to en este importante punto, el informe al anteproyecto 
elaborado por el Consejo General del Poder Judicial, que 
dice literalmente que el fundamento de la potestad regla- 
mentaria del Consejo en todo el ámbito gubernativo del 
Poder Judicial se encuentra en su carácter de órgano de 
gobierno. La función de gobierno tiene una dimensión 

singular, o ejecutiva, y otra general o normativa. La inje- 
rencia reglamentaria -añade en su informe el Consejo- 
de un Poder distinto en el ámbito sometido al gobierno 
autónomo de otro, es incompatible con la autonomía o 
independencia de éste. 

No cabe por tanto atribuir potestad reglamentaria en 
materia judicial al Gobierno de la nación. Lamentable- 
mente esta cuestión no es bizantina; hay que evitar la 
injerencia del ejecutivo en la ordenación del estatuto ju- 
dicial para que no se desnaturalice el derecho del ciuda- 
dano al juez ordinario predeterminado por la ley. 

Una seguna observaci6n básica. El proyecto de ley que 
nos ocupa nace viejo; el proyecto de ley nos ofrece una 
ley aquejada de senilidad precoz. ¿Cómo es posible que a 
estas alturas de 1984 el Partido Socialista insista en la 
idea romántica de la justicia de paz? El Derecho ha ad- 
quirido en su desarrollo y evoluci6n tal complejidad, que 
resulta pueril pensar que personas sin formación jurídi- 
ca, aunque gocen de la difícil virtud de la prudencia, 
estén capacitadas para dirigir una acertada dilgencia de 
prevención, cometido un delito, o decidir, sin salirse del 
espíritu del -ordenamiento jurídico, un litigio civil, no 
obstante se le diga que lo resuelva en equidad. 

Todos sabemos, dicho sea con todo respeto y con since- 
ridad para los venerables varones que se ocupan de tales 
menesteres de manera ocasional, honorífica y gratuita 
hasta ahora, que la justicia de paz de ordinario, o no 
sirve para nada o para casi nada, o sirve para sancionar 
algún que otro cacicazgo menor. 

La Constitución no dice expresamente que se suprima 
la justicia legal o no técnica, pero el artículo 122 se refie- 
re exclusivamente como integrantes del Poder judicial a 
los jueces y magistrados de carrera. No nos atreveríamos 
a afirmar rotundamente que del referido artículo 122 se 
derive automáticamente que la subsistencia del juez de 
paz sea anticonstitucional, pero la gran duda sobre la 
constitucionalidad de la justicia de paz se suscita a tra- 
vés del artículo 125 de la Constitución. 

Aparte de la función promotora de la justicia que se 
asigna a la acción popular, los ciudadanos pueden parti- 
cipar en la Administración de Justicia pero, ¿de qué ma- 
nera? iSiendo juez de paz? No, señorías, sólo, porque la 
enumeración de ese precepto es exhaustiva, sólo a través 
de la institución del Jurado o formando parte de los tri- 
bunales consuetudinarios o tradicionales, es decir, del 
Tribunal de las Aguas en Valencia, y de algún que otro 
similar si los hubiere, los jueces de paz ni son jurados ni 
tribunales consuetudinarios o tradicionales por razones 
obvias. 

Por otra parte, el artículo 117 de la Constitución esta- 
blece como sabemos, que la justicia se administra por 
jueces y magistrados integrantes del Poder judicial inde- 
pendientes, inamovibles, responsables y sometidos úni- 
camente al imperio de la Ley. Pero el proyecto que nos 
ocupa prevé que los jueces de paz sean compatibles con 
el ejercicio de actividades profesionales o mercantiles. 
Con relativa independencia, por tanto, señores socialis- 
tas; amén de que se eligen cada cuatro años, luego no son 
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inamovibles, por la mayoría política del Ayuntamiento 
de turno; sin comentarios. 
Y este es, de otra parte, el sentido y evolución de los 

países de Europa más avanzados. Francia, cuna de la 
justicia de paz moderna, hace ya muchos años que elimi- 
nó esta justicia inferior por considerarla tercermundista. 
Lo mismo ha ocurrido en Alemania, y no quiero seguir 
poniendo ejemplos. 

En España la ley de 1870 representó un progreso para 
su época, pues exigía que los jueces municipales supieran 
leer y escribir, y no se olvide que aquella ley coincidió 
con el año inaugural de la primera línea férrea, esto es, 
que el sistema de comunicación usual en la época era 
todavía la diligencia, con el relevo de caballos en las 
casas de postas. Y a pesar de todo, en cuanto ya se obser- 
va la dura realidad, se intenta su reforma. 

Colmenares, en 1874, pide que sean jueces profesiona- 
les los que ingresen en la justicia municipal, equivalentes 
a la de paz. Lo mismo pide Bugallal en 1880, y Alonso 
Martínez, en esta Cámara, en 1886. Canalejas reconoce 
en 1889 la unánime condena de la justicia municipal. Y .  
en 1904, don Antonio Maura confirma que acabar con el 
caciquismo pasa por acabar con la situación de los jueces 
de paz. 

;No es triste que hoy, en 1984. por pura inercia, el 
proyecto de ley mantenga la justicia lega? Cabe pregun- 
tarse si es por pura inercia o, a lo peor, puede incluso 
ocurrir que la idea del Partido en el Gobierno no sea 
fruto de la inercia, ni siquiera de ideas románticas o tras- 
nochadas. Digo esto porque en el texto alternativo al 
proyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial de 1980, el 
Grupo Parlamentario Socialista defendía literalmente lo 
siguiente: «La configuración de una justicia de paz de 
carácter no técnico e integrada por jueces de elección 
popular, verdadera innovación que justificaría -se nos 
jice- por sí sola la presentación de un texto alternati- 

Ya en el articulado se cambiaba lo que es una constan- 
te en la justicia de paz, a saber su carácter gratuito, con 
esta solemne declaración: uLos jueces de paz -se decía- 
serán retribuidos por el sistema y en la cuantía que 
legalmente se establezcan. Idea retributiva, por cierto, 
señorías, que en este caso no cambia en el proyecto ac- 
tual. Eso sí, se dulcifica el sistema de elección popular 
por una propuesta vinculante de nombramiento produci- 
da por votación mayoritaria en el seno del pleno del 
Ayuntamiento respectivo. 

N o  creo que detrás de esta propuesta lo que anide sea 
sólo un espíritu encomiable, aunque limitado, de reme- 
diar parcial o simbólicamente el problema del paro. Pe- 
ro, en todo caso, parece más lógico que estos puestos de 
trabajo contribuyesen, en su caso y día, a remediar el 
desempleo juvenil de tantos y tantos licenciados en Dere- 
cho que están en paro, con lo cual tendríamos una justi- 
cia técnica, menos proclive a manejos políticos y caciqui- 
les y acorde con las previsiones constitucionales. 

Querría hacer acto seguido una tercera consideración, 
y es la de que el proyecto no se enfrenta con el clima de 

vos. 

corruptelas en que se desenvuelve buena parte de la Ad- 
ministración judicial. 

La situación de la Administración de Justicia, con ine- 
ficacia, repleta de corruptelas y,  en muchos casos, de 
corrupciones que son delictivas, tiene que ser, debe ser, 
porque no parece que lo sea, obligada realidad subyacen- 
te del proyecto, no para describirla, sino para adaptarla, 
al tenerla verdaderamente presente, a las prevenciones y 
mecanismos que permitan salir del grave estado de quie- 
bra -y empleo una terminología que el señor Ministro 
sabe que no es mía- en que se encuentra la Administra- 
ción de Justicia, abriendo esperanza a la efectividad de 
la tutela judicial que proclama y garantiza al ciudadano 
el artículo 24 de la Constitución. 

Esta situación adquiere tintes solanáceos cuando se 
examina la realidad de la justicia de las grandes ciuda- 
des, especialmente Madrid y Barcelona. N o  es ya que el 
retraso judicial se haya convertido en endémico; no es 
sólo que el principio de inmediación judicial sea la ex- 
cepción y no la regla, como manda la ley; es quela  pro- 
pia maquinaria detiene su curso, bamboleando en no po- 
cas ocasiones entre chirridos y resoples si no se engrasa. 
Y engrasar es una palabra del argot que todos los profe- 
sionales del Derecho saben, señorías, lo que significa. 

N o  se nos diga como consuelo que nuestros jueces no 
se dejan sobornar o, como segundo argumento, que todo 
lo que ocurre es como consecuencia de la abrumadora 
carga competencial. pues aun siendo esto, por lo general, 
muy cierto, estas explicaciones no nos valen, pues nada 
resuelven. Amén de los aumentos imprescindibles de 
plantilla, demos a la justicia toda cuanta independencia 
reclama la Constitución. El Gobierno tiene el deber de 
presentar un proyecto que reconozca en toda su plenitud 
el autogobierno, pero esta ley debe haccr posible a la par 
un régimen de responsabilidad judicial moderno como 
contrapeso de aquella independencia. 

La ecuación libertad-responsabilidad tampoco está 
asegurada en este proyecto que presenta el Gobierno. Só- 
lo voy a citar ahora dos aspectos de la máxima importan- 
cia. 

El primero es el de la inspección de tribunales. ¿Qué 
innova el proyecto sobre esta materia? Nada. Si se leen 
los artículos correspondientes, más parece concebida la 
inspección como un privilegio de los órganos de autogo- 
bierno, de ejercicio potestativo, protocolario o excepcio- 
nalísimo, que como pieza fundamental de permanente 
vigilancia, de acción de control de las irregularidades del 
funcionamiento de nuestra Administración de Justicia. 

Otro aspecto es el de la responsabilidad judicial. Re- 
sulta muy chocante que el proyecto olvide los históricos 
debates sobre esta materia y en particular no tenga en 
cuenta que la acción popular para la persecución de los 
delitos que pudiera cometer el personal al servicio de la 
Administración de Justicia fue una de las grandes con- 
quistas del Derecho Constitucional español, hasta el pun- 
to de figurar como tal reconociiniento específico en algu- 
na de nuestras Constituciones históricas. 

¿Por qué -me pregunt- justamente ahora, que la 
Constitución reconoce un ámbito más general en que los 
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ciudadanos pueden ejercer la acción popular, se les limi- 
ta en este proyecto su ejercicio en cuanto a los jueces y 
magistrados integrantes del Poder Judicial? No lo sé. Pe- 
ro un Gobierno que presenta un proyecto tan cojo debe 
reconocer que no está en condiciones de hablar sobre la 
ineficacia judicial en los términos en que con frecuencia 
me temo, señor Ledesma, se hace, y se hace mal. 

Tengo que decir también -y en cuarto términc- que 
el proyecto carece de rigor doctrinal, y,  por falta de tiem- 
po, s610 voy a citar un caso. El caso del mayúsculo error 
en que incide el proyecto al asignar al Tribunal Supremo 
todos los recursos de casación que se funden en la infrac- 
ción de precepto constitucional. 

Nuestros constituyentes se inspiraron en el sistema eu- 
ropeo de justicia constitucional, que concentra en un ór- 
gano constitucional específico (por supuesto, el Tribunal 
Constitucional) la litigiosidad sobre los preceptos consti- 
tucionales, en razón de unos supuestos de legitimación 
tasada. La competencia del Tribunal Constitucional es 
privativa. 

La jurisdicción ordinaria cumple otra misión, la im- 
portantísima de aplicar las leyes y demás fuentes del 
ordenamiento jurídico que sean conformes con la Consti- 
tución. introducir un recurso de esta naturaleza, como se 
hace en este proyecto de ley, equivaldría soterradamente 
a introducir una accioh de inconstitucionalidad de las 
partes en un determinado proceso, tergiversando el acce- 
so restringido que tienen los ciudadanos a la aplicación 
directa de la Constitución sólo a través del recurso de 
amparo, porque así lo quiere la Constitución. y desvir- 
tuar el concepto de la cuestión de inconstitucionalidad 
que el artículo 163 de la Constitución encomienda a jue- 
ces y tribunales mediante un mecanismo de reenvío, «ex 
oficiou, como todos sabemos, al Tribunal Constitucional. 

En quinto lugar, señorías, el proyecto de ley ignora las 
innovaciones constitucionales. Como ha dicho muy bien 
el señor Vizcaya, hubiera sido esta ley el marco idóneo 
para establecer la regulación del Jurado dentro del orden 
normal de la composición y del funcionamiento de los 
Tribunales penales. Por otra ley, de acuerdo, señor Soti- 
110, por otra ley que modificase la de Enjuiciamiento Cri- 
minal pueden determinarse los supuestos delictivos a los 
que se aplicaría el Jurado. No ha sido así, y yo me temo 
que no ha sido así porque el Partido Socialista guarda en 
la manga el intento de instaurar la figura de los escabi- 
nos. Se me dirá en el turno de réplica si estoy o no en lo 
cierto. 

En sexto término, nos parece que el proyecto de ley es 
regresivo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Alzaga, le ruego que 
vaya terminando. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Termino, señor Presi- 
dente. 

Citemos un caso. Sabemos todos que el sistema acusa- 
torio penal es el más civilizado, con rigurosa separación 
entre el juez que instruye o investiga, que hace la fase 
sumaria1 o equivalente, y el juez, auténtico juez, que de- 

cide, falla o sentencia, tras haber dirigido y practicado 
las pruebas del juicio oral o público. 

La Ley de 1870 se encontró con una situación difícil a 
este respecto, pero hizo frente a la misma y en la propia 
exposición de motivos dijo: ((Defraudaría este proyecto 
lagública expectacibn si estableciera el principio de que 
el juez instructor del sumario fallase la causa, organiza- 
ci6n defectuosa que los hombres de ciencia censuran y 
que nuestra historia jurídico-legal rechazau. 

Este principio se deterioró mediante el parche0 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal y muy en particular me- 
diante la reforma de 1967; pero había que esperar a esta 
oportunidad, a una oportunidad excepcional como ésta, 
que conlleva o debe conllevar la reordenación de la plan- 
ta de juzgados y tribunales, para intentar, con esperanza 
renovada, la recuperación de la mejor tradición demo- 
crática y liberal que late en la vieja Ley de 1870 y en 
nuestra venerable Ley de Enjuiciamiento Criminal, y 
tampoco ha sido así. 

En séptimo lugar y para ir terminando diría que el 
proyecto de ley orgánica del Poder Judicial, como ya se 
ha afirmado, no puede ser obra de un partido. Y en la 
propia Memoria de 1983 del Consejo General del Poder 
Judicial encontramos el siguiente párrafo, enormemente 
ilustrativo, en el que nos dice tan alto Consejo: «El Go- 
bierno que ha resultado de la contienda electoral cuenta 
con el apoyo suficiente de las Cámaras para que sus deci- 
siones políticas puedan convertirse en leyes con facili- 
dad, incluso en leyes orgánicas. Se trata, evidentemente, 
de un resultado querido por el cuerpo electoral, pero está 
claro que este exceso de poder es el anverso de un exceso 
de deber, lo que en el caso de la Justicia significa exceso 
en la apreciación de una política que, radicalmente y 
mientras dure la Constitución, pertenece al Estado y de- 
be sobrevivir a las modificaciones que determinen suce- 
sivamente las opciones electorales dentro del pluralismo 
político que encarnan los partidos)). 

Apelo, señorías, a esta consideración de que la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial, como materia de Estado, se- 
gún reconocía el señor Ministro ante esta Cámara hace 
algo más de un par de horas, que debe servir de base 
para que en función de una devolución de este proyecto 
de ley al Gobierno podamos todos pedir al mismo que 
abra un amplio cauce de consultas y de diálogo -que no 
se ha producido- a fin de que entre todos consigamos 
elaborar una ley orgánica del Poder Judicial a la altura 
de nuestro tiempo, en el seno de una sociedad democráti- 
ca y en el marco de la vigente Constitución. 

Para terminar quería traer a colación una cita de don 
Angel Ossorio y Gallardo que tomo de un gran libro que 
en alguna ocasión ha citado ante esta Cámara su Presi- 
dente, don Gregorio Peces-Barba. Don Angel Ossorio de- 
cía: .El patrimonio real del hombre es su dignidad y no 
hay dignidad segura sin justicia que la ampare. Quienes 
se consuelan o se enorgullecen de una opresión del alma 
alegando que en cambio existe un buen ferrocarril, no 
deben ir en él como viajeros, sino como mercancías. Al 
abogar por la Justicia libre -concluye el k ñ o r  Ossorio y 
Callardc+ se aboga por el alma libre)). 
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Esta, seáorías, es una cuestión con ribetes técnicos, pe- 
ro en su meollo están los derechos y la libertad de nues- 
tro pueblo, que merece un proyecto de ley orgánica del 
Poder Judicial infinitamente mejor que el que el Gobier- 
no ha traído a esta Cámara. 

Nada más y muchas gracias. 

El sefior PRESIDENTE: Muchas gracias, serior Alzaga. 
El señor Ministro tiene la palabra. 

El selíor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señoras y señores Diputados, estoy to- 
talmente de acuerdo, serior Alzaga, con esa cita con la 
que ha cerrado su intervencibn. Usted ha citado al sefior 
Ossorio y Gallardo cuando afirmaba que no hay dignidad 
sin una Justicia libre e independiente. Estoy absoluta- 
mente de acuerdo. Creo que puedo afirmar con absoluto 
fundamento que si a algo me he dedicado a lo largo de 
toda mi vida ha sido a luchar por la independencia del 
Poder judicial y, desde luego, lo he hecho también en 
aquellos momentos en que hacerlo suponfa correr riesgos 
muy graves. Esa trayectora no se ha cambiado ni se cam- 
biará porque uno no cambia las cosas que lleva verte- 
bralmente unidas a su personalidad. 

En el inicio de su intervencibn decfa el serior Alzaga 
que observaba en el proyecto de ley que habfa una falta 
de respeto hacia la independencia del Poder judicial. Se- 
ñor Alzaga, usted tiene escrito en qué consiste la inde- 
pendencia del Poder judicial, lo tiene usted escrito en sus 
aComentarios a la Constitución españolaB. La cita es bre- 
ve y me van a permitir ustedes que la haga porque si 
todo lo que el señor Alzaga reclama para proteger la 
independencia judicial se da, entonces toda su tesis cae 
absolutamente por los suelos, y si la mantiene será expli- 
cablemente con una finalidad de hostigación polftica, pe- 
ro no con argumentos serios porque los argumentos se- 
rios están en sus *Comentarios*. Dice el seiior Alzaga 
que la independencia supone que el juzgador no tenga 
otra sujeción que la norma preestablecida, que sus supe- 
riores jerárquicos no se puedan inmiscuir en el ejercicio 
de la función juzgadora que está llevando a cabo, que las 
autoridades polfticas o administrativas no puedan pre- 
sionar para que el fallo de la sentencia se incline hacia 
donde apetezca al que osa interferir la acción de la justi- 
cia, permitir al juez abstenerse o bien permitir a las par- 
tes recusar al juzgador cuando las circunstancias que 
concurran en el caso no permitan humanamente presu- 
mir el alto grado de independencia que es exigible. 

Todo esto es lo que dice el señor Alzaga que resulta 
imprescindible para garantizar plenamente la indepen- 
dencia de los jueces. Todo esto, absolutamente todo, está 
en el proyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial total y 
absolutamente recogido. Que alguien me diga qué punto 
de éstos que señala el señor Alzaga como exigencias inex- 
cusables de la independencia no está en el proyecto de 
Ley Orgánica del Poder Judicial. 

El señor Alzaga incluso da un paso más y entiende que 
la independencia del Poder Judicial es compatible con el 
hecho de que el Ministro de Justicia tenga una interven- 

ción en el procedimiento disciplinario de los funcionarios 
judiciales, de los jueces. Esto es lo que dice el seáor Alza- 
ga. Por consiguiente, seriorfas, ese argumento se viene 
abajo, todo lo que S. S. reclamaba está en el proyecto de 
ley, luego carece de sentido que se diga que se vulnera tal 
independencia. Pero ariadía algo más, dice: la concep- 
cibn que el proyecto de ley tiene del Consejo General del 
Poder Judicial es una concepción restrictiva, cautelosa, y 
cuando ha tenido que precisar en dbnde está la restric- 
ci6n y en dónde están las cautelas, solamente se ha fijado 
en una sola cosa, en la falta de la potestad reglamentaria 
externa del Consejo General del Poder Judicial, y de la 
misma manera que ha hecho el serior Roca me ha recor- 
dado lo que yo escribí en un momento determinado. Pues 
bien, a ver quién encuentra en la actual regulacibn del 
Consejo General del Poder Judicial, un reconocimiento 
de que el Consejo tenga potestad reglamentaria externa; 
no existe. 

Fue necesario en aquel momento utilizar un conjunto 
de razones para llegar a esa conclusión. Pero ese conjun- 
to de razones tienen también otras razones enfrentadas 
para llegar a la conclusibn de que realmente no es posi- 
ble atribuir esa potestad reglamentaria externa al Con- 
sejo General. ¿Por qué? Evidentemente esto supone una 
reflexión posterior a la que yo reflejé en aquel entonces, 
pero que, desde luego, se apoya en argumentos que aquf 
van a quedar expuestos. 

El argumento primero serfa que la Constitución, que 
ha querido cerrar determinadas cosas, por ejemplo, la 
iniciativa legislativa, dice quién tiene potestad reglamen- 
taria externa. 

Hay un artículo, que me parece que es el artículo 97, 
que atribuye exclusivamente esa potestad reglamentaria 
externa al Gobierno del Estado. Por consiguiente, frente 
a este argumento la verdad es que sucumben todos los 
demás argumentos que utilizarse puedan. Tan es así que 
fue necesario, con ocasioh de aquel trabajo, utilizar la 
categoría de los poderes implfcitos para poder mantener 
la necesidad de la potestad reglamentaria externa por- 
que, efectivamente, se enfrentaba uno con el gran argu- 
mento del artfculo 97 de la Constitución. Pero hay otro 
argumento que también puede invocarse, y es que la PO- 
lftica judicial es una parte de la política general, y la 
política en general y también cada una de sus partes se 
construye a través de leyes, a través de reglamentos y a 
través de actos de Gobierno, pero, destacadamente, por 
vfa normativa a través de leyes y de reglamentos. 

Por consiguiente, únicamente se puede tener una po- 
testad vinculada a una responsabilidad política, tan 
grande como la de hacer reglamentos; solamente se pue- 
de atribuir esa potestad, que conlleva una responsabili- 
dad política, a quien le sea exigible la responsabilidad 
política. Y ya saben ustedes -lo saben perfectamente, no 
tengo por qué recordárselo- que toda responsabilidad 
poiftica supone la remoción de la persona a la que se 
exige. 

De manera que la falta de esta potestad reglamentaria 
externa, insisto, no está ahora en la Ley Orgánica del 
Consejo General del Poder Judicial. Por consiguiente, 
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cuando se aprobó aquella Ley no se le quiso reconocer al 
Consejo General del Poder Judicial -y espero a ver c6- 
mo se contesta a este a rgumentw la falta de esta potes- 
tad reglamentaria externa, que realmente no es un argu- 
mento en contra del estatuto de independencia que el 
proyecto de ley orgánica establece. 

El tercer punto que ha tocado el señor Alzaga en su 
intervención ha sido el de la Justicia de Paz. Ha dicho 
que era un vestigio de romanticismo, y aunque no ha 
llegado a afirmar que fuera inconstitucional ha lanzado 
que tenía sus dudas sobre la constitucionalidad de la 
Justicia de Paz. Las tendrá ahora, antes no las ha tenido, 
porque cuando el señor Alzaga escribe los .Comentarios 
a la Constituciónn, al aludir a los casos excepcionales en 
que un juez puede ser ajeno a la carrera, cita expresa- 
mente la Justicia de Paz. Entonces opinaba de distinta 
manera. 

Los jueces de paz estuvieron en el proyecto de ley orgá- 
nica que hizo el Gobierno anterior, estuvieron en el texto 
alternativo que formuló el Grupo Socialista, estuvieron 
después en el dictamen de la Ponencia que en aquel 
proyecto de ley del Gobierno anterior llegó a realizarse. 

El informe del Consejo General del Poder Judicial no 
encuentra ningún motivo de inconstitucionalidad a la 
existencia de tales jueces de paz; se invoca en contra el 
artículo 122. Pero veamos el artículo 122.2 de la Consti- 
tución. Alude a los Jueces y Magistrados de carrera, y 
dice que todos ellos deben formar, integrar un Cuerpo 
único. Pero lo que no excluye ese artículo 122 es que 
pueden existir funciones judiciales desarrolladas por 
otros jueces que no sean jueces de carrera. 

Por otra parte, ffjense a qué consecuencias conduciría 
la tesis de la inconstitucionalidad de los jueces de paz. El 
Grupo Popular se queda en la proclamación o en la de- 
fensa de la inconstitucionalidad, en la posible -no lo 
dice rotundamente- inconstitucionalidad de los jueces 
de paz porque no forman parte del Cuerpo único que 
integra a todos los jueces de carrera. Sin embargo, que 
yo recuerde en este momento, no ha puesto en duda la 
constitucionalidad de los jueces sustitutos, de los jueces 
de provisión temporal, de los magistrados suplentes, que 
tampoco son jueces integrados en el Cuerpo único de jue- 
ces y,  sin embargo, están también en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, y de hecho lo han estado siempre. 

Además, la Justicia de Paz es necesaria y su elimina- 
ción produciría efectos perturbadores. Hay que saber lo 
que es vitalmente la Justicia de Paz. Realmente la Justi- 
cia de Paz es el desempeiio de funciones de auxilio judi- 
cial muy importantes. El registro civil y el auxilio juris- 
diccional se lleva a cabo a través de esta Justicia de Paz. 
Deshacer la Justicia de Paz producirfa unas consecuen- 
cias enormemente disfuncionales, y parece que por parte 
del Grupo Popular se quiere sustituir esa Justicia de Paz 
por unos jueces turistas, una especie de juez #tour*, juez 
viajero, que plantea como un gran descubrimiento, olvi- 
dando que ya está en la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
la posibilidad de que el órgano jurisdiccional se consti- 
tuya en cualquier territorio, siempre que ello sea necesa- 
rio. 

Por otra parte, tal y como se concibe, la Justicia de Paz 
tiene auténticas ventajas porque realmente llevar ante 
un órgano jurisdiccional, ante un juez de carrera, con 
todo lo que ello comporta en cuanto a intervención de 
abogado, posible de procurador, a través de un proceso 
como son los procesos declarativos en general, asuntos 
de una mfnima cuantía, parece que algo está clamando 
porque eso sea susceptible de resolver por un mecanismo 
mucho más sencillo, no exactamente por una fórmula de 
arbitraje de equidad, pero algo que reduzca los trámites, 
que garantice la inmediación, que garantice también la 
rapidez, y esto, evidentemente, es lo que subyace en el 
planteamiento que esta ley hace para la Justicia de Paz, 
que, por otro lado, en muchos países europeos, como he 
tenido ocasión de comprobar reiteradamente, es una 
idea que se impone, Es decir, la búsqueda de soluciones, 
de resolución de conflictos a través de instancias que no 
estén burocráticamente, administrativamente, inmersas 
en una carrera judicial. 

El proyecto, dice el señor Alzaga, no se enfrenta con las 
corruptelas que existen en la Justicia, y ha hablado de 
los tintes solanescos de algunas ciudades, de un retraso 
endémico. Aquí nos tendrán, señorías, completamente de 
acuerdo y dispuestos a construir entre todos los medios 
necesarios para terminar con esos tintes solanescos, con 
estos retrasos endémicos, para acabar con las corrupte- 
las. Yo creo que algo estamos haciendo. Me gustaría que 
se reconociese. La Ley de Enjuiciamiento Civil que este 
Gobierno ha traído a la Cámara es muy importante para 
acabar con las corruptelas en el orden jurisdiccional ci- 
vil. La creación de un número muy importante de juzga- 
dos a que estamos procediendo y nuestro propósito de 
incrementar notablemente el número de funcionarios ju- 
diciales en general, camina en esta misma dirección. 

¿Por qué se produce muchas veces la corruptela? La 
corruptela se produce como consecuencia de un sistema 
de delegaciones, como consecuencia de una no asunción 
de las responsabilidades de cada uno. Y esa no asunción 
de las responsabilidades de cada uno se suele explicar en 
función de la sobrecarga de trabajo, de la imposibilidad 
de llegar a todo. Nosotros queremos aumentar los jueces, 
los fiscales, los secretarios, los oficiales, auxiliares y 
agentes y los médicos forenses, y por ahí lucharemos con- 
tra esas corruptelas. 

Se ha dicho que el proyecto no encuentra el equilibrio 
adecuado entre la independencia y la responsabilidad. 
Pues yo creo que sí. Yo creo que en este punto, señor 
Alzaga, no tiene S. S. razón. El proyecto de ley acomete 
una nueva regulación de la responsabilidad disciplinaria. 
Pero S. S .  realmente, más que fijarse en eso, se ha fijado 
en un punto, en el de la inspección. No innova nada, 
dice. Yo creo que sí. Cuando se ha vivido por dentro la 
inspección se da uno cuenta de cómo entre el panorama 
actual y el panorama que el proyecto ofrece, por lo me- 
nos, señorías, me gustaría que se reconociese la virtud de 
dos cosas: de la claridad, que hasta ahora faltaba porque 
era un conjunto muy disperso de normas, y,  sobre todo, 
de una voluntad distinta. No tanto concebimos la inspec- 
ción como un aparato eminentemente represivo o sancio- 
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nador, cuanto como un aparato que, sin perjuicio del 
desempeño de esas funciones, contribuya con su ayuda y 
con su cooperación a la eliminación de los problemas 
que son la causa de esas coyuptelas que usted decía 
antes. 
Y, por supuesto, no tenemos el más mínimo propósito 

de oponer ningún obstáculo a la posibilidad del ejercicio 
de la acción popular, siempre que, en todo caso, en parti- 
cular, y de manera concreta, el destinatario del ejercicio 
de la acción popular sea un funcionario judicial cual- 
quiera que sea su categoría. 

No verá usted en este sentido en el proyecto ninguna 
limitación, a menos que se entienda como tal la exigen- 
cia del requisito del antejuicio, que es tan antiguo como 
la Ley Orgánica de 1870, y que se justifica por muchas 
razones que están en el ánimo de todos y que me parece 
que no es este el momento de exponer con detalle. 

Se ha acusado también al proyecto de una falta de 
rigor doctrinal. ¿Por qué? Porque, se dice, al proyecto le 
falta rigor doctrinal y solamente se pone un ejemplo, el 
del artículo que abre el recurso de casación a todo su- 
puesto de infracción de precepto constitucional. 

Señor Alzaga, le recuerdo que esto lo acaba de aprobar 
la Cámara. Esto que usted considera un error doctrinal, 
ha sido aprobado por esta Cámara me parece que casi 
por unanimidad. Concretamente, esa misma solución es- 
tá incorporada ya a la Ley de Enjuiciamiento Civil. y me 
parece que ustedes votaron a favor. 

Por supuesto que esta ley no ha acometido la regula- 
ción del Jurado, pero no la ha acometido porque, a nues- 
tro juicio, el Jurado es una norma procesal, es una norma 
larga. Le puedo decir que. desde luego, ya tenemos mu- 
chos trabajos hechos sobre esta materia y que, por esa 
naturaleza procesal, no era este el lugar idóneo. Ahora, la 
voluntad de presentar un proyecto de ley sobre el Jurado 
inmediatamente después de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, desde luego es una voluntad que ha sido ya 
proclamada desde el Grupo Parlamentario Socialista. 

Otro dato que considera como regresivo es el de que, 
dando marcha atrás, se va a una concepción en la que se 
atribuye a algunos jueces de instrucción la competencia 
para instruir y para juzgar. Me temo que también en 
esto, señoría, su posición está en contra de Europa. Jus- 
tamente, por ejemplo, el Estado italiano está haciendo 
en este momento eso mismo, está incrementando las 
competencias de enjuiciamiento de lo que, en nuestra 
terminología, serían los jueces de instrucción. 

Pero es que hay, a mi juicio, un defecto de plantea- 
miento, y es que se confunde el pasado con el futuro. 
Nosotros tenemos la idea - q u e  efectivamente recoge es- 
te proyecto de ley- de ir a un tipo de proceso penal 
fundamentalmente para delitos menos graves, en el que 
se realicen todas las exigencias de que hablaba Alonso 
Martínez; es decir, no que haya una fase instructora y 
después una fase juzgadora, sino que el enjuiciamiento se 
haga como consecuencia de las pruebas que, de una ma- 
nera oral, inmediata y en presencia del Juez, se practi- 
quen, y no como consecuencia de la carga de trabajo 
realizado con anterioridad, sino en ese momento y cuan- 

do concurran estas circunstancias. Por ello creo que esa 
objeción ya no puede mantenerse. 

Terminaba usted su intervención con la idea de la con- 
certación. Yo también la he expuesto. La he expuestro y 
la reitero aquí. Quizá en mi primera intervención ha ha- 
bido un poco de pasión. Ahora me parece (agradeciendo 
por otra parte también el tono de la intervención del 
señor Alzaga) que he tratado de corregir lo que probable- 
mente se explica en función de una acumulación de tra- 
bajo, de esfuerzos, durante mucho tiempo que todos uste- 
des estoy seguro sabrán disculpar. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: La Presidencia considera que 
el señor Ministro ha consumido un turno en contra y ,  por 
consiguiente, ya no hay turno en contra. Tiene la pala- 
bra, para réplica, el señor Alzaga. (El senor Sotillo Martf 
pide la palabru.) 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presidente, este Gru- 
po quisiera conocer en qué precepto reglamentario se 
basa la Presidencia para afirmar lo que acaba de decir. 

El señor PRESIDENTE: En el articulo 112.2, en rela- 

Tiene la palabra el señor Alzaga. 
ción con el 70.5. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presidente ... 

El señor PRESIDENTE: Le he informado, señor Soti- 
110. (El setior Sáeriz Cosculluela pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Cosculluela. 

El señor SAENZ COSCULLUELA: Señor Presidente, 
permitirá al Grupo Socialista que, respetando la decisión 
de la Presidencia, deje constancia de su parecer, porque 
entendemos que el Grupo Socialista queda sin la voz que 
cree tener derecho a exponer en la tribuna. Por tanto, 
formulamos nuestra queja. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Alza- 
ga por un tiempo de cinco minutos. 

El senor ALZAGA VILLAAMIL: Señor Presidente, con 
la máxima brevedad. 

Tengo que empezar por decirle, con el mayor respeto 
al señor Ledesma. que he sido citado en cuanto a los 
requisitos de la independencia del Poder judicial, en 
cuanto a la concepción del Poder judicial tan fragmenta- 
riamente como él sabe. Porque yo dedico, en unos co- 
mentarios que no pretendo que tengan el carácter de 
Biblia en la materia, a la temática de la independencia 
del Poder judicial muchas páginas, que, como es natural, 
él no podía leer desde la tribuna y ha leído una pequeña 
parte tan sólo. 

Tengo que añadir que cuando yo sostengo en mi obra, 
que no tengo aquí porque mi egocentrismosio llega hasta 
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el punto de viajar a los escaños con mi pequeña produc- 
ción de literatura jurídica y no he podido consultar sobre 
la marcha, cuando digo que en algunos países se acepta 
que la independencia del Poder judicial coexista con fa- 
cultades disciplinarias de la judicatura lo planteo a nivel 
general. Pero cito en mi obra, en algún pasaje, que la 
Constitución italiana, por ejemplo, tiene un precepto ex- 
preso que sirve de escarpia de la que se cuelga esa prácti- 
ca disciplinaria en la justicia italiana, y que la modifica- 
ción que se hace de la Constitución de 1946, que rigió en 
la Cuarta República, a la hora de entrar en vigor la Cons- 
titución Gaullista de 1958, permitió también el retorno a 
las facultades disciplinarias al Poder Ejecutivo. Pero esos 
resortes no están en la Constitución española de 1978. 

El tema de la potestad reglamentaria, señor Ledesma, 
usted sabe tan bien o mucho mejor que yo, que es un 
tema capital. Usted me pregunta dónde, en qué parte del 
proyecto de ley, se le reconoce al Gobierno esa potestad 
reglamentaria. Esa no es la cuestión. La cuestión está en 
que no se le reconoce al Consejo General del Poder Judi- 
cial esa potestad reglamentaria; y eso es lo que, cn su 
día, usted planteó. 

El senor Ledesma acaba de decir ante la Cámara que el 
artículo 97 de la Constitución recaba para el Gobierno 
del que él forma parte la potestad reglamentaria. Pero el 
mismo señor Ministro en una conferencia manifestó unos 
criterios muy importantes que forman parte de ese libro 
.Jornadas de estudio sobre el Consejo General del Poder 
Judicial., de diciembre de 1981. Y en la página 505 dice 
lo siguiente: «Frente a quienes sostengan que la misma 
situación persiste después del Consejo General, lo que 
equivaldría a mantener que dicho Consejo carece de esa 
potestad reglamentaria externa, deben oponerse las si- 
guientes razones. Primera, la potestad reglamentaria que 
el artículo 97 de la Constitución atribuye al Gobierno, 
hace relación al ámbito sometido a su gobernación. Pero 
acontece que el Gobierno del Poder Judicial no se atri- 
buye al Gobierno, sino al Consejo General, al que por ello 
ha transferido la Constitución ese poder reglamentario. 
La transferencia no ha sido explícita, dice usted, no luce 
en el artículo 122 de la Constitución. Se trata de un po- 
der implícito, pues la potestad reglamentaria sobre el 
orden gobernado está implícita en todo órgano de Go- 
bierno. No puede pretenderse que el reglamento no tenga 
cabida en esta materia, ni puede aceptarse la existencia 
de un poder sin titular que lo ejerza, ni sería posible que 
el Consejo General pudiera ejercitar la plenitud de las 
funciones del artículo 122.2, sin estar simultáneamente 
investido de un poder reglamentario, y sigue usted, pero 
no dispongo de tiempo.» 

Antes me decía usted, señor Ministro, que en algunas 
cuestiones sólo había citado un ejemplo; ya sabe usted 
que tenemos el tiempo tasado y hay más casos, no son 
s610 ejemplos, sino casos. 

El hecho es que su tesis no sólo era su tesis, era la tesis 
del Partido Socialista en el texto alternativo al proyecto 
de ley que el Gobierno de entonces presentó en esta Cá- 
mara en 1980. Y es además la tesis que sostiene hoy el 
Consejo General del Poder Judicial. Pero en lo que a us- 

ted respecta, le tengo que decir, con el máximo respeto, 
señor Ledesma -porque a usted, como persona, yo le 
considero un jurista merecedor de respet-, que en De- 
recho privado se dice que la voluntad es ambulatoria, 
que es cambiante, y por eso en el testamento el testador 
puede cambiarla en todo momento antes del fallecimien- 
to. Pero en Derecho público, del hombre público que 
cambia su voluntad y se viene atrás de su compromiso se 
dice otra cosa, señor Ministro; se lo digo con todo afecto. 
(Risas.) 

Trae usted a colación la temática de la Justicia de paz 
y lo que yo he escrito sobre ella. Lo que yo he dicho sobre 
la justicia de paz -porque tenernos que hablar como 
juristas rigurosos- en esta página de mi libro que ha 
mencionado de pasada es que al hilo del artículo 122 y lo 
he dicho esta tarde, y me remito al «Diario de Sesiones- 
- es coincidente, es que no se puede deducir que por la 
mención que en el mismo se hace de los jueces de carrera 
se haya suprimido la Justicia dc paz. Pero que donde está 
la gran duda es en los artículos 125 y 117. En los casos 
tasados de intervención de los ciudadanos en la Adminis- 
tración de Justicia que se mencionan en el 125, y en el 
117 que entre otras cosas, pide inamovilidad, y no es 
inamovible quien está cuatro años y se mueve a los cua- 
tro años. Aparte de que hay un tema en el que no quiero 
entrar -ya entraremos en el debate del articulad- que 
es que se confía el nombramiento a la mayoría de los 
ayuntamientos, una cuestión no estrictametne baladí. 

Usted me habla de que los jueces de paz entienden de 
una mínima cuantía -según la legislación vigente, de 
hasta 500.000 pesetas- si para los’ socialistas 500.000 
pesetas es pequeña cuantía, lo celebro. Pero el proyecto 
que estamos discutiendo no fija la cuantía y ,  por tanto, 
pasado manana. mediante modificación de cualquier ley 
se puede establecer el listón de la cuantía donde se esti- 
me pertinente. Por tanto, no sabemos la cuantía. Aparte 
de que no se puede jugar con unos criterios para una 
cuantía y con otros para otra. 

El señor PRESIDENTE: Ha terminado el tiempo, señor 
Alzaga. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Termino, señor Presi- 
dente. 

Usted, señor Ministro, me cita la equidad. La equidad 
es de complejísima aplicación. Mire usted como está re- 
dactado el apartado 2.” del artículo 3 del Código Civil y 
verá cuán compleja es la aplicación de la equidad en el 
derecho privado. Le iba a citar a Sir Edward Coeke, pero 
no tengo tiempo para ello. Ya en el siglo XVII la justicia 
técnica está unida al comienzo del proceso democrático. 

Pero yo quería decir algo más, muy rápidamente, apro- 
vechando la benevolencia del Presidente y es que en ma- 
teria de inspección yo no dudo que su voluntad es esa 
-no me atravería en ningún momento a dudarl+ y 
que se busca una mayor claridad. Es más; esa es la posi- 
ción también, afortunadamente, del Consejo General del 
Poder Judicial. Pero estamos discutiendo un proyecto de 
ley, y en su literalidad todo eso no está. 
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Tengo que decir, señor Ministro, que le he cogido en un 
pequeño renuncio -no se preocupe, porque eso pasa en 
las mejores familias-. Usted me dice que no es verdad 
que se impida el ejercicio de la acción pública contra 
jueces y magistrados, pero está de tal manera redactado 
el artículo 429 del proyecto de ley (que dice -se lo leo-: 
«El juicio de responsabilidad penal contra Jueces y Ma- 
gistrados sólo podrá incoarse por providencia del Tribu- 
nal competente o en virtud de querella del Ministerio 
Fiscal o del perjudicado u ofendidon) que KS evidente que 
la acción popular ha sido expresa y voluntariamente 
omitido por el redactor del proyecto. 

Yo he querido saber qué pasaba con el proyecto - é s e  
que temía que estaba en la manga del G o b i e r n e  de los 
escabinos. Su señoría no me ha contestado y mi duda se 
acrecienta. 

Y para terminar, decir que en Italia, por mis pequeños 
conocimientos en la materia -no soy un experto en de- 
recho italiano- creo que la instrucción básicamente no 
está confiada al juez, y menos aún al juez que juzga en 
puridad, sino al fiscal. Es un sistema en que fundamen- 
talmente corresponde a la fiscalía instruir los procedi- 
mientos penales. Hay que evitar, señor Ministro, la figu- 
ra del juez inquisidor y hay que evitar traer demasiado 
deprisa y de demasiado lejos ejemplos de derecho com- 
parado, porque, como en una ocasión dijo Balmes, el 
problema es que estos ejemplos de derecho comparado 
traídos así merman mucho en el transporte. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Alzaga. 
Para réplica, y por tiempo máximo de cinco minutos, 

tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señoras y señores Diputados, en rela- 
ción con la potestad reglamentaria es para mí una tran- 
quilidad comprobar que a nadie se le han ocurrido argu- 
mentos distintos de los que yo expuse en aquella ocasión 
para fundamentarla; nadie ha inventado nada sobre este 
punto después. Pero yo me he hecho la rectificación des- 
de esa tribuna y ya he puesto de manifiesto cuáles son los 
argumentos que, a mi juicio, por lo menos equilibran lo 
que servía para defender la tesis contraria. 

Yo no sé si el señor Alzaga tendrá que decir lo mismo 
en relación con los argumentos que utilizaba sobre la 
independencia, porque él sigue defendiendo que hay una 
lesi6n de la independencia y ,  sin embargo, se dan todos 
los supuestos que él dejó escritos en su comentario. 

Ha dicho una cosa sobre este punto el señor Alzaga que 
naturalmente requiere una contestación. Dice que quien 
se viene atrás -tratándose de políticos, de hombres pú- 
blicos- de su compromiso ya se sabe el calificativo que 
merece. Pero justed me va a decir a mí eso? (Rumores y 
risas.) Mi único propósito, señoría, ha sido, es y será, la 
lucha en este punto por la independencia judicial. No 
tengo otro norte en mi vida, aparte, naturalmente, de 
luchar por todos los objetivos, que están como valores 
supremos en la Constitución, de la libertad, de la justi- 

cia, de la igualdad y de la pluralidad; pero por la inde- 
pendencia, desde luego, a esto he estado dedicado -se lo 
recuerd- cuando hacer eso costaba muchas cosas. 
([Muy bien!. Aplausos en los escaños de la izquierda.) 

No importa que el proyecto de ley orgánica del Poder 
judicial no concrete cuál va a ser la cuantía dentro de la 
cual los jueces de paz van a juzgar cuestiones civiles, no 
tiene por qué hacerlo. Esa es una cuestión procesal y será 
la Ley de Enjuiciamiento Civil la que lo determine. 

En cuanto a la inspección, compartimos su tesis, de 
manera que en este punto no va a haber ninguna diferen- 
cia. El planteamiento de la inspección que usted hace es 
exactamente el que hacemos nosotros y ha reconocido 
ahí que ese es el camino que hay que recorrer. Aquí no 
hay ninguna diferencia. 

Dice que cuando se regula la acción popular efectiva- 
mente hay un obstáculo, porque se exige querella, provi- 
dencia; pero jes que la querella, señor Alzaga, no es una 
forma de ejercicio de la acción penal? 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: No. Si es sólo del dam- 
nificado. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Alzaga, por favor. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Ya le explicaba antes, pero no me ha debido atender, que 
en la concepción sobre la instrucción penal que nosotros 
proponemos, el juez no es un juez que instruye y que 
luego juzga, no es un proceso en el que se pueda hacer 
esa separación de dos fases, porque prácticamente se 
prescinde completamente de la fase primera, la que aho- 
ra cristaliza en una instrucción. Se prescinde de esa pri- 
mera fase y todo se convierte en un juicio oral, en una 
vista, con los requisitos de la oralidad y de la inmedia- 
tez. Nada más. (El señor Pérez Royo pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pé- 
rez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, quería saber 
si hay turno de fijación de posición de los grupos. 

El señor PRESIDENTE: Si alguien pide la palabra, lo 

Han pedido la palabra los Grupos Mixto, Centrista y 

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Pérez 

habrá. (Pausa.) 

Socialista. 

Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, señoría los 
Diputados Comunistas ciertamente no hemos presentado 
enmienda a la totalidad de este proyecto de ley, pero no 
queremos dejar pasar este debate sin expresar nuestra 
opinión que, lógicamente, detallaremos más en profundi- 
dad cuando se llegue al debate del articulado de esta ley. 

He dicho que no hemos presentado enmienda a la tota- 
lidad de esta ley; en consecuencia, vamos a votar en con- 
tra de las enmiendas a la totalidad que han sido defendi- 
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das aquí esta tarde. Vamos a votar en contra porque 
pensamos que este proyecto de ley sin ser ciertamente un 
proyecto de ley inmejorable, sin ser un proyecto de ley 
perfecto, incluso diríamos, siendo un proyecto de ley 
ciertamente perfeccionable, sin embargo, entendemos 
que es un proyecto de ley aceptable, que presenta posibi- 
lidades y nos da la oportunidad de aprovechar la ocasión 
para mejorar el servicio de nuestra Justicia, para moder- 

'nizar la administración de la Justicia en nuestro país y 
ponerla, en definitiva, a la altura que requiere el momen- 
to en que nos encontramos. 

Nosotros hemos expreado en diversas ocasiones, en al- 
gunas de ellas en presencia de la máxima representación 
del Poder judicial, nuestra concepción sobre la autono- 
mía, sobre el autogobierno, sobre la independencia del 
Poder judicial, concepción que pensamos es más coinci- 
dente con la que se plasma en el proyecto de ley que con 
las que han sido defendidas en las enmiendas de totali- 
dad. 

Pensamos que la Constitución garantiza y defiende - 
y, si no los primeros, nos ponemos en primera línea para 
su defensa- la independencia de la función judicial, pe- 
ro entendemos que esta independencia de la función ju- 
dicial, el propio autogobierno de la Magistratura, no im- 
plica otras consecuencias en orden a la dirección de la 
polttica judicial que creemos advertir en el planteamien- 
to de algunas enmiendas y,  en cierta medida, en el plan- 
teamiento que, desde ciertas instancias judiciales se ha 
efectuado a este proyecto de ley. 

Nosotros, en consecuencia, estamos en contra de la ad- 
misión de las enmiendas de totalidad, aunque hemos de 
indicar que en nuestras numerosas enmiendas particula- 
res al proyecto hay ciertos puntos en los que coincidimos 
con algunos de los que han sido señalados aqut esta tar- 
de, fundamentalmente por el señor Vizcaya e incluso con 
algunos de los expuestos por parte de la derecha. Sin 
embargo, estas discrepancias, como digo, no justifican 
una presentación de enmienda de totalidad, menos toda- 
vta teniendo en cuenta el matiz, el carácter, la decisión 
política que ha adquirido el presente proyecto de ley. 

Nosotros presentamos, digo, para intentar mejorar 
lealmente el proyecto de Ley, una serie de enmiendas, 
que se sustancian en los siguientes cuatro grupos. 

En primer lugar, la democratización de la administra- 
ci6n de Justicia y la participación y control de los ciuda- 
danos en ella. Entendemos que este es un punto en el que 
el proyecto se queda corto, a pesar de lo que se ha dicho. 

Entendemos, coipcidiendo con lo dicho por el Grupo 
Vasco, que seria conveniente que en esta ley se contuvie- 
ra ya el núcleo esencial de la regulaci6n del Jurado; co- 
mo, igualmente, entendemos que la ley, a pesar de lo que 
se ha dicho, se queda corta en el acercamiento al ciuda- 
dano. No sólo entendemos que deben mantenerse los jue- 
ces de paz sino que deben aumentarse sus competencias, 
siendo, además, completadas con la figura del juez de 
barrio, en ambos casos designados mediante un sistema 
de sufragio universal. 

Creemos que hace falta reforzar la exigencia de gratui- 
dad absoluta de la Justicia, reconocimiento del derecho 

de petición de los ciudadanos al Poder judicial y acceso 
directo a la información por parte de los ciudadanos; 
control disciplinario de los jueces y magistrados por co- 
misiones disciplinarias, compuestas mayoritariamente 
por vocales de designación parlamentaria. 

Entendemos que hay que establecer el principio de 
enjuiciamiento de las responsabilidades de los jueces y 
magistrados por tribunales compuestos fundamental- 
mente por Jurados. Es decir, hay que eliminar el privile- 
gio de que los jueces se juzguen a sí mismos, a diferencia 
de los restantes ciudadanos; expresión' de la fianza como 
requisito de la acción popular. 

En otro orden de cosas, proponemos una serie de medi- 
das para democratizar el propio gobierno del Poder judi- 
cial: en primer lugar, democratizar el sistema electoral, 
suprimiendo la fragmentación o los requisitos de catego- 
rías judiciales para el sufragio activo, estableciendo ex- 
presamente la publicidad de los debates del Consejo del 
Poder Judicial, y, finalmente, estableciendo consejos te- 
rritoriales, regulando los consejos territoriales en las Co- 
munidades Autónomas. 

En cuanto a la independencia del Poder judicial - 
tercer grupo de enmiendas- nosotros defendemos -y 
coincidimos también en este punto con algunos Grupos 
Parlamentarios, singularmente con el Grupo Vasco pero 
también, creo entender, con el Grupo Popular- que es 
instisfactoria la regulación de la policta judicial; que, 
ciertamente, se parece más a una policía gubernativa 
que judicial. Y tambieri en este punto coincidimos no 
s610 con la derecha sino también -para decirlo todo- 
con la que era la posición del Grupo Socialista en la 
pasada legislatura. Es decir, queremos que la policía ju- 
dicial dependa funcional y orgánicamente de los jueces y 
no sólo funcionalmente como se establece en el proyecto. 

Por supuesto, estamos en contra de la Audiencia Nacio- 
nal; entendemos que su supresión vendría reclamada in- 
cluso en el propio concepto de independencia del Poder 
judicial. 

Por último, proponemos una serie de medidas en orden 
a reforzar la funcionalidad y la eficacia de la administra- 
ción de Justicia. 

Como acabo de indicar, tenemos numerosas enmiendas 
singulares a este proyecto de ley, algunas de alcance. 
Pero, por las razones que he indicado anteriormente, es 
decir, porque entendemos que a pesar de todo éste es un 
proyecto aceptable, porque en lo que es el punto funda- 
mental en el que se ha centrado la discusión política, es 
decir, sobre el concepto de qué es lo que corresponde en 
el tema de la Justicia al Poder legislativo y al Poder eje- 
cutivo y qué es lo que corresponde al Poder judicial, en 
ese punto que ha sido el que ha centrado el debate políti- 
co sobre este tema, estamos de acuerdo con el proyecto 
de ley, y en definitiva, por la significaci6n que ha alcan- 
zado este debate que, como todo el mundo sabe, excede 
incluso del propio concepto del planteamiento técnico 
del mismo; repito, por todas estas razones, aun mante- 
niendo las reservas que he indicado, vamos a votar en 
contra de la enmienda de totalidad. 
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El seAor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Pérez 

Tiene la palabra el señor Díaz Fuentes, por un tiempo 
Royo. 

máximo de diez minutos. 

El señor DIAZ FUENTES: Señor Presidente, señores 
Diputados, el Grupo Parlamentario Centrista votará a fa- 
vor de las enmiendas de devolución. 

Estamos ante un proyecto legislativo esencial por su 
materia en la organización del Estado, y desgraciada- 
mente creemos que brota en unas condiciones de tensi611 
entre instituciones que deberían ser removidas. Debería 
por parte del Ejecutivo haberse, por lo menos, mostrado 
la intención de removerlas, haber emprendido algún es- 
fuerzo, haber dado signos de comprensión más clara pa- 
ra que la regulación que tenemos que abordar de uno de 
los poderes del Estado, brotase en condiciones indispen- 
sables y benéficas de serenidad, de asepsia y de sentido 
constructivo. 

Quiero aclarar estas palabras mías diciendo que con 
ellas no induzco, por supuesto, a que el Gobierno con- 
cierte con nadie, fuera del Parlamento, el texto de una 
ley, pero también señalo que esta ley en particular n o  
debe nacer en una situación de conflicto institucional 
que va tomando caracteres crónicos y que se puede se- 
guir y hasta historificar con pormenores a través de una 
serie de episodios caracterizados por el mismo signo de 
tensión entre el Gobierno y el Consejo General del Poder 
Judicial. Advierta la Cámara hasta qué punto esto es así. 

Este proyecto de ley en cierto modo pudo venir al pro- 
cedimiento legislativo con una cierta falla, y es que pre- 
viniendo la ley actual, la Ley Orgánica del Consejo Cene- 
ral del Poder Judicial, el informe del mismo acerca de los 
proyectos de ley sobre constitución, organización, funcio- 
namiento de los juzgados y tribunales -y esa previsión 
se refiere a informar del proyecto sin que se pueda enten- 
der en ningún caso por proyecto, sino aquel texto que ya 
h a  recibido la aprobación del Gobiern- resulta que el 
informe anteriormente rendido sobre el anteproyecto, 
habiendo experimentado éste después esenciales muta- 
ciones en la elaboración posterior, acarreaba la carencia 
o la omisión de mediar un informe definitivo sobre el 
texto concluido que habría que venir a la Cámara; sin 
bien yo senalo que esta omisión ha sido cubierta por la 
propia iniciativa espontánea del Consejo General del Po- 
der Judicial y ,  por tanto, no la invoco como un hecho de 
procedimiento, sino como un hecho mucho más impor- 
tante. La invoco porque al poner este hecho en relación 
con otros que también existen, al ponerlos en relación 
entre sí, todos ellos aparecen teñidos con unas ciertas 
señales comunes que deben ser motivo de preocupación 
cuando estamos trazando la organización de los juzgados 
y tribunales. 

U n  ejemplo es la elección de vocales del Consejo de 
procedencia judicial; nosotros preferimos el sistema 
mayoritario, aunque sea corregido, pero con listas abier- 
tas, en todo caso. Pero esto pasa a ser secundario, porque 
lo que realmente tiene importancia en este momento es 
el hecho de no haber planteado la regulación del sistema 

electoral en el anteproyecto, y,  al considerarse la cues- 
tión'en el texto definitivo -después de que la suscitó el 
propio Consejo del Poder Judicial-, la sorpresa es que 
vino a proponerse el sistema electoral en términos que 
son totalmente contrapuestos tanto a la legislación en 
este momento vigente -Ley 1/1980-, como a las pro- 
pias recomendaciones del Consejo del Poder Judicial. Por 
consiguiente, lo llamativo es que tan importante vuelco 
de posición se realice sobre un tema que en la versión 
inicial del anteproyecto quedaba simplemente relegado. 
Y es curioso que al introducir parcialmente métodos 
electivos - q u e  nosotros aplaudimos- en la composi- 
ción de las salas de gobierno de los tribunales, el Gobier- 
no destaque, en su exposición de motivos, que se adopta 
un sistema de elección abierto y mayoritario en el que 
desempeña un papel notable el conocimiento personal de 
electores y elegidos; o sea, las razones comunes que, por 
lo que veo, todos consideramos existen y son apreciadas 
por el propio Gobierno. Pero cesan cuando nace el afán, 
destacado, de singularizar la elección de los vocales del 
Consejo del Poder Judicial. Este sistema de mutaciones 
sobre temas realmente importantes del contenido de la 
ley nos pone en grave preocupación. 

En la misma línea dc observaciones está el tratamiento 
del Centro de Estudios Judiciales, porque si en el ante- 
proyecto no se mencionaba más quc para diferir su regu- 
laci6n a una ley posterior en  el artículo 167 -ley poste- 
rior que la disposición adicional primera mandaba al 
Gobierno remitir en el plazo de un año-, ahora se trata 
de él en el proyecto, pero sólo en un artículo, realmente 
desnudo y descomprometido, lleno de obviedades, salvo 
en un punto: la fijación que se hace de la dependencia de 
este Centro con respecto al Ministerio de Justicia, y su 
organización y la designación del personal directivo se 
remite a un simple tratamiento reglamentario. Lo cual 
parece que permite considerarlo como un mecanismo de 
evasión, como una rebaja enorme de categoría normativa 
que puede tener, incluso, trascendencia de inconstitucio- 
nalidad, porque en cuanto que la regulación funcional de 
ese Centro tiene, debe o puede producir factores de con- 
secuencia muy considerable en la formación y selección 
de los jueces, difícilmente se me podrá contradecir en 
que con el tratamiento reglamentario puede entrarse en 
cuestiones que permitan considerar que no se cumple la 
exigencia constitucional, establecida en el artículo 122 
de la Constitución, de fijar el estatuto jurídico de los 
Jueces en una ley orgánica del Poder judicial. Y, cuando 
menos, señores, entre el anteproyecto, que preveía una 
ley para el Centro de Estudios Judiciales, y este proyecto, 
que lo reduce a un simple reglamento, no cabe duda de 
que el Gobierno ha variado para emprender un movi- 
miento de captación de votos. 

Por eso, entendemos que tampoco es gratuita la supre- 
sión que observamos de la facultad de iniciativa para el 
Consejo del Poder Judicial; que debiera tenerla, y si no 
tuviera iniciativa legislativa directa, que tuviera, al me- 
nos, la iniciativa ante el Gobierno sobre materias de con- 
sideración especial para la administración de Justicia, 
sobre la cual hay, además, en estos años una apreciable 
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experiencia en cuanto a sus efectos y a su uso. Porque se 
ha de recordar que esta facultad de iniciativa está en la 
vigente Ley Orgánica de 1980 y estaba en el artículo 120 
del anteproyecto, que luego fue desechado. 

En fin, lo mismo diría de la exclusión de la facultad 
reglamentaria externa, la jubilación anticipada y {oda 
una serie de factores que no voy a insistir en ellos, por- 
que fueron tratados ya abundantemente. 

Pero quiero decir más; quiero decir que lo mismo que 
a nuestro parecer en este proyecto se establecen excesi- 
vas dependencias hacia el Gobierno, en sentido horizon- 
tal, también en relación con las Comunidades Autóno- 
mas se restringen competencias reconocidas en algunos 
estatutos. No se recoge, por ejemplo, en esta ley ningún 
precepto correlativo a aquél que existe en algunos estatu- 
tos de autonomía, señalando que a la Comunidad Autó- 
noma en cuestión le corresponde el ejercicio de las facul- 
tades que la Ley Orgánica del Poder Judicial confiera, 
reconozca o atribuya al Gobierno. Y esto, si bien induda- 
blemente seguirá estando presente en los respectivos es- 
tatutos de autonomía, por el principio de armonización 
del ordenamiento jurídico sería muy conveniente que hu- 
biera alguna norma correlativa de equivalencia que pu- 
siese en armonía adecuada lo uno y lo otro. No habría 
que expresarlo y ,  desde luego, está muy lejos de tener un 
valor de equivalencia el contenido del artículo 123 del 
proyecto. No están resueltas y aparecen verdaderamente 
cercenadas en este proyecto competencias de las Comu- 
nidades Autónomas sobre demarcación judicial, incluso 
sobre concursos y oposiciones para cubrir vacantes en 
sus territorios. 

Por estos motivos, señor Presidente, y no extendiéndo- 
me más por las limitaciones de tiempo que exi sten, 
nuestra intención es votar en contra de las enmiendas de 
totalidad. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Díaz Fuentes. 
Quisiera indicar a SS. SS., para su conocimiento, que 

la Junta de Portavoces por unanimidad acordó que esta 
semana, en todo caso, fuera cual fuera la duración de las 
sesiones, tendríamos que terminar los debates del 
proyecto de ley de bases de régimen local. Por consi- 
guiente, seguramente estaremos jueves y viernes y,  qui- 
zá, sea necesario hacer alguna sesión nocturna para ter- 
minarlo. Y, para agilizarlo, hoy vamos a terminar el de- 
bate de las enmiendas a la totalidad del proyecto de ley 
orgánica del Poder judicial. Después se verá la enmienda 
a la totalidad de texto alternativo. 

Tiene la palabra el setior Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presidente, señorías, 
nosotros queremos insistir en que nos ha guiado en el 
examen de este proyecto de ley el artículo 117.1 de la 
Constitución: u ... Jueces y Magistrados integrantes del 
Poder judicial., independientes frente a la sociedad a 
través del sistema de incompatibilidades, frente a los 
otros poderes del Estado a través de su estatuto orgánico 
que garantice la inamovilidad; la carrera judicial, frente 

a los restantes órganos judiciales, para garantizar su in- 
dependencia. 

El artículo 122 de la Constitución señala que «el Con- 
sejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno 
del mismo., no de la administración de Justicia, sino del 
propio Poder judicial. El modelo organizativo del Con- 
sejo que se construya, siendo discutible en la forma, debe 
estar sustancial o materialmente preordenado al fin últi- 
mo; esto es, garantizar la independencia externa de la 
función y la independencia interna frente a la propia cor- 
poración u organización. 

La ley orgánica, y así lo creemos, debe respetar el ám- 
bito nuclear o núcleo esencial del Poder judicial; esto er 
la función de juzgar y ejecutar lo juzgado. Creemos que 
nuestra Constitución ha instaurado un sistema de auto- 
gobierno importante, más importante y más avanzado 
que el de los restantes países europeos, pero no tanto 
como para estimar que lo que es opinable en informes o 
en dictámenes previstos o no legalmente, tiene por ello 
que ser absoluta verdad. Creemos en ese sentido que la 
ley se ajusta al respeto del artículo 122 de la Constitu- 
ción, a mantener las competencias que la Ley Orgánica 
de enero de 1980 atribuía al Consejo y ,  por tanto, no 
supone una marcha atrás sustancial en lo que representa 
el Consejo en la realidad española y en la independencia 
judicial. 

Discutiremos seguramente mucho a lo largo de este 
debate sobre las facultades del Consejo; sobre si quere- 
mos un Consejo que no tenga facultad disciplinaria - 
que la tiene-, facultad de iniciativa legislativa, facultad 
presupuestaria omnímoda, facultad reglamentaria abso- 
luta; sobre si un Consejo que no tenga eso deja por ello 
de estar en el marco del artículo 122 de la Constitución, y 
deja de ser un órgano de autogobierno. La lectura consti- 
tucional completa que hacemos garantiza tanto el órga- 
no de autogobierno del Poder judicial, como el contenido 
de los poderes y facultades de los restantes órganos del 
Estado. 

Termino, señor Presidente. Valoramos positivamente 
esta ley, y no podemos valorar positivamente las enmien- 
das. De ahí que nuestra posición sea contraria, porque 
pretender configurar una institución con igual potestad 
de iniciativa legislativa que el Gobierno o los Grupos 
Parlamentarios, con ornnímodas facultades presupuesta- 
rias que abarcarían todo el presupuesto de gastos de la 
Administración de Justicia -fíjense que no el presupues- 
to de ingresos con lo que ello significa en el déficit públi- 
co y en el resto de atenciones presupuestarias- y con 
absoluta potestad reglamentaria, serfa tanto como crear, 
permítanme la expresión, un estado dentro del Estado, 
convertir al Poder ejecutivo en subordinado o dependien- 
te y hacer del Parlamento, único representante de la so- 
beranfa popular, un mero espectador. Una tal institu- 
c i h ,  que además no podría estar sujeta a control de 
responsabilidad política, con la sanción aparente de cen- 
sura y dimisión, desequilibra la balanza de los poderes 
del Estado. Ese modelo es tan absurdo que no existe en 
ningún país civilizado del mundo. 

Queremos y garantizamos en esta Ley -y así lo afir- 
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mamos- una Administraci6n de Justicia eficaz y ade- 
cuada a los tiempos. Queremos un Poder judicial inde- 
pendiente -lo hemos querido siempre- y al servicio de 
la sociedad espafiola. Ouizá otros pasarán a la historia 
por haberlo reclamado. A nosotroo, los socialistas, se nos 
recordará siempre por haberlo hecho realidad. 

El setior PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Ahora ya sí, terminado el debate, vamos a proceder a 

la votaci6n. 
Enmiendas a la totalidad de devoluci6n al Gobierno de 

este proyecto de ley orgánica del Poder Judicial. (El sellor 
Martín Toval pide la palabra.) 

El setior PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mar- 
tín Toval. 

El setior MARTIN TOVAL: Señor Presidente, sería con- 
veniente, a la vista de la extensi6n del debate, que se 
hiciera una llamada especial para esta votaci6n. (Pausa.) 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a la vota- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
ción. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 279; a favor, 99; en contra, 174; abstenciones, 
cinco; nulos, uno. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas a la totalidad de devolución al Gobierno de este 
proyecto de ley. 

Enmienda de texto alternativo, número 942, del Grupo 
Popular. Para su defensa tiene la palabra el señor Ruiz 
Gallardón. (Rumores.) 

iSilencio, por favor! Tiene S. S. la palabra por veinte 
minutos. 

El señor RUIZ CALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, subo a esta tribuna con 
el doble convencimiento, primero, de la trascendencia 
extraordinaria que tiene el proyecto de ley orgánica, que 
el Gobierno ha remitido a las Cámaras, regulador del 
Poder judicial y, segundo, convencido del destino nada 
afortunado que va a tener la enmienda de texto alternati- 
vo. (El señor Vicepresidente, Torres Boursault, ocupa la 
Presisencia.) 

A l  mismo tiempo subo, seiior Presidente -y permíta- 
me que lo diga dentro de la máxima cordialidad-, con 
un cierto malestar reglamentario; malestar que nace, se- 
ñorías, de que este Diputado, que procura siempre ajus- 
tarse a los tiempos que marca la Presidencia y el propio 
Reglamento, ayer tuvo la oportunidad de hacer la prueba 
- e n  el tono y a la velocidad, para que sea comprensible, 
con que se habla en la Cámara- de leerse el texto alter- 
nativo que iba a defender en la tarde de hay y pude 
comprobar, sefior Presidente, c6mo la simple lectura del 
texto duraba bastante más, muchísimo más que el tiem- 

po que tengo otorgado por el Reglamento para su defen- 
sa. (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): [Si- 
lencio, por favor1 

El sctior RUIZ CALLARDON: Pero ello, no obstante, 
habiéndose tratado, como se ha tratado aquí, un gran 
número de cuestiones importantes que son reflejo fiel, 
por otra parte, de algunos de los preceptos alternativos, 
médula de nuestro texto del mismo nombre, voy a tratar 
de concretar los argumentos más importantes, si bien 
para ello necesito partir de unas premisas previas que, 
permítaseme decirlo, nada tienen de originales, y nada 
tienen de originales, señores Diputados, porque todas 
ellas están inspiradas en una doble fuente. Por un lado, 
en el trabajo, referido reiteradamente en la tarde de hoy 
en esta tribuna, del actual Ministro de Justicia cuando 
ocupaba, dignísimamente por cierto, un puesto de vocal 
en el Consejo General del Poder Judicial, y en gran parte 
también -y así se dice en la introducción de esta en- 
mienda de texto al ternat ivw en el propio texto alterna- 
tivo que el Partido que hoy sustenta al Gobierno presentó 
al proyecto de Uni6n de Centro Democrático en la ante- 
rior legislatura, y que no tuvo oportunidad de ser discu- 
tido ante esta Cámara por la potísima razón de haber 
sido disueltas las Cortes con anterioridad a ello. 

Esos argumentos parten del convencimiento de que el 
buen funcionamiento de la Administración de Justicia, 
en un Estado con división de poderes, requiere que los , 

poderes estén preparados, si bien en su actuación -y 
ello es un udesideratumn de todos nosotros- deben ac- 
tuar coordinadamente. Esa separación de poderes impli- 
ca, cuando menos, el autogobierno de cada uno de esos 
poderes, pues de lo contrario quien interfiera en el Go- 
bierno del otro de alguna manera adopta una postura 
superior que impide la misma categoría o naturaleza ju- 
rídica del mismo rango de poder entre el que gobierna y 
el gobernado. 

Es bien cierto, senor Ministro de Justicia, que a lo lar- 
go de la Historia las tensiones entre los Poderes Judicial 
y Ejecutivo se han resuelto siempre a favor del Ejecutivo. 
Usted mismo en ese trabajo sedalaba con notable acierto 
que ello era así hasta el aiio 1978, pero que a partir del 
ano de promulgación de' nuestra Constitución espadola 
eso tenía forzosamente que cambiar. Y tenía precisamen- 
te que cambiar porque en nuestra Constitución, y por 
primera vez, se creaba un órgano constitucional de ga- 
rantía -así lo calificaba usted significativamente si- 
guiendo la doctrina del Profesor Carcía Pelayo y del tra- 
tadista italiano Luigi Dada-, 6rgano constitucional de 
garantía con un conjunto de atribuciones que le peculia- 
rizan -y son palabras suyas, señor M i n i s t r v  en rela- 
ción con los Consejos judiciales de Francia y de Italia. 
Afirmada -continuaba usted- la naturaleza jurídica de 
órgano constitqcional de garantía, es absolutamente im- 
prescindible -volvía usted a repetir- que ese ofgano 
disponga de todos los poderes necesarios para el desem- 
pleo de la función constitucional que tiene encomendada. 
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Y decía usted más, señor Ministro, aunque hoy ha re- 
conocido paladinamente que ha cambiado de opinioíi: 
#La Ley Orgánica vigente del Consejo General del Poder 
Judicial (cito textualmente) no reconoce expresamente 
todos los poderes que comporta la naturaleza jurídica 
del Consejo,. Y terminaba: aPor ello, deben de ser reivin- 
dicados con motivo de la aprobación de la próxima Ley 
Orgánica del Poder Judicial,. A esa reivindicación va en- 
caminado nuestro texto alternativo. 

Y se apoyaba usted, con toda razón y con toda lógica, 
después de las palabras que he leído, en el texto alterna- 
tivo del Grupo Socialista, donde se puede leer, en la pági- 
na 305 del correspondiente uBoletín de la Cámara,, que 
el Libro 11 del texto alternativo parte de un principio 
fundamental: «El Gobierno del Poder judicial y el Go- 
bierno interno de los Juzgados y Tribunales forman par- 
te de una misma estructura y han de estar perfectamente 
relacionados e incardinados el uno en el otro. El Consejo 
General del Poder Judicial debe tener las más amplias 
atribuciones en la materiau. Cabalmente las amplias 
atribuciones que en el proyecto de ley, como veremos 
enseguida, se niegan. Y para conseguir esas atribuciones, 
que son las únicas que no desvirtuarían, sino que harían 
verdaderamente constitucional el organismo que es el 
Consejo General del Poder Judicial, afirmaba usted, se- 
nor Ministro, que la afirmación de esas competencias del 
Consejo como propias y exclusivas exige el paralelo desa- 
poderamiento del Poder ejecutivo, con controles jurisdic- 
cionales -añadía usted-, pero también políticos. 

Pues bien, señorías, si este es el planteamiento origina- 
rio del Partido Socialista, si este es el pensamiento ínti- 
mo reflejado, argumentado y sólidamente argumentado 
por el señor Ministro de Justicia, veamos qué es lo que 
hace el actual proyecto y cuáles son las alternativas - 
nuestro texto a l t e rna t ive  de ley orgánica del Poder Ju- 
dicial. 

No quiero recordarles a todos ustedes la fundamenta- 
ción constitucional de nuestro Poder judicial, de su auto- 
nomía - q u e  no separación- y de su autogobierno. Re- 
cuérdense los artículos 1; de la Constitución, donde la 
justicia es un valor superior del ordenamiento jurídico; 
el artfculo 24, tantas veces citado por el señor Ministro, 
el derecho de la tutela judicial de todos los ciudadanos; 
el 9.1, cómo todos los poderes públicos están sometidos a 
la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico; el 
53, que atribuye a los jueces la garantía inmediata de los 
derechos fundamentales y, sobre todo, el Título V i  en 
todos sus artículos. Allí se expresa que la justicia emana 
del pueblo, y es así. Pero también constitucionaliza la 
independencia, la inamovilidad, la responsabilidad de 
los jueces y su único sometimiento al imperio de la ley, 
afirmando a renglón seguido la exclusividad jurisdiccio- 
nal y la unidad jurisdiccional. 

Pues bien, en opinión del señor Presidente de la Cáma- 
ra, actuando en ese caso como tratadista, lo cierto es 
-leo también textualmente- que la Constitución espa- 
ñola ha llegado a la línea de utopfa que Ossorio y Gallar- 
do había intuido: la supresión de las competencias del 
Ministerio de Justicia en el ámbito del Poder judicial y 

su sustitución por un órgano colegiado. Pues bien, ¿qué 
supone que el Consejo sea un órgano de gobierno del 
Poder judicial? ¿Dispone el Consejo en el proyecto de 
todas las competencias necesarias para cumplir su fun- 
ción jurisdiccional? ¿Se ha reservado el Gobierno compe- 
tencias que restrinjan la actitud de aquél para realizar 
sus fines? Véanse los artículos 119 y siguientes del 
proyecto. 

El artículo 119, ya se ha dicho, suprime atribuciones 
sobre el personal auxiliar y sobre el Centro de Estudios 
Judiciales: hablaremos del Centro de Estudios Judiciales 
dentro de un momento. No incluye para nada el presu- 
puesto de la Administración de Justicia; hablaremos del 
presupuesto de la Administración de Justicia. 

El artículo 120 suprime las facultades de iniciativa o 
propuesta sobre las cuales el señor Ministro, en el tra- 
bajo citado, publicado y editado -véase la página 504 
del volumen c o l e c t i v e  decía: *El poder de iniciativa 
legislativa del Consejo, expresión evidente. -no lo será 
tanto cuando ahora ya no lo tiene- ude la naturaleza 
política del órgano, debe ser utilizado para dar respuesta 
a los mandatos constitucionales que interpelan principal, 
aunque no exclusivamente, al Consejo Generalu. Y se re- 
fiere al artículo 117.3, al 24.1, al 119, al 120, que clama 
por una reforma de nuestras leyes procesales ya en mar- 
cha; al 121, al 126, donde dice que requiere de una ley 
sobre policía judicial que establezca su clara dependen- 
cia de las autoridades judiciales y fiscales; y termina 
diciendo: .Pero también la iniciativa legislativa ha de 
atender a los mandatos constitucionales que están fuera 
del Título VI, como el artículo 53.2 pendiente, entonces, 
de que se apruebe el procedimiento preferente y sumario 
a que se refiere.. 

Por último -y esto es importante, señorías- hablan- 
do de las facultades de iniciativa, el señor Ledesma, a la 
sazón vocal del Consejo General del Poder Judicial, ter- 
minaba afirmando: «iniciativa legislativa para que del 
Consejo pueda surgir el proyecto de ley de financiación 
del Poder judicial, que resuelva el crónico problema que 
en esta materia padece; proyecto que debe ser concebido 
como una gran operación de Estado, para la que se re- 
quiere el concierto de todas las fuerzas políticas, cuya 
buena disposición ha sido afirmada ante el Consejo Ge- 
neral por los líderes de los cuatro grandes partidos nacio- 
nales.. 

A continuación, como es natural, se refería a la potes- 
tad reglamentaria interna y externa, tema absolutamen- 
te debatido ya, aunque naturalmente habremos de volver 
sobre él en el transcurso del examen de las enmiendas 
particulares que hemos presentado también a este 
proyecto. 

Y por último terminaba -y este es un punto que no ha 
sido debidamente tratado, a mi modesto entender, en los 
distintos debates- con el artículo 123 del proyecto refe- 
rido al poder presupuestario. El señor Ledesma decfa 
textualmente lo siguiente: Concluyamos con el poder 
presupuestario. Por lo pronto, llama la atención el dife- 
rente tratamiento respecto de otros órganos constitucio- 
nales. El Tribunal Constitucional, disposición adicional 



- 7396 - 
CONGRESO 13 DE NOVIEMBRE DE 1984.-NüM. 164 

segunda de su Ley Orgánica, elabora su propio presu- 
puesto. El Congreso y el Senado, Reglamentos, elaboran 
y aprueban el suyo. El Consejo General sólo elabora y 
aprueba el anteproyecto del Presupuesto del Consejo, no 
el de  la Administración de  Justicia. ¿Fue esto lo que qui- 
so el legislador? 

Vuelve otra vez al debate parlamentario. Trae opinio- 
nes del señor Vizcaya Retana y del señor Roca, y termina 
con una opinión del entonces Diputado y Presidente de la 
Cámara hoy, señor Peces-Barba. El señor Peces-Barba 
afirma que toda competencia del Gobierno en esta mate- 
ria es una competencia que dificulta la independencia 
del Poder Judicial. Ergo, señor Sotillo -y no le veo en la 
sala, pero es a él a quien me dirijo especialmente-, si lo 
que se quiere afirmar es la independencia del Poder judi- 
cial y se quiere seguir la opinión del señor Peces-Barba, 
hay que otorgar al Consejo General del Poder Judicial, 
para no dificultar su independencia, ese poder presu- 
pues tario. 
Y no sólo era al señor Sotillo sino que a nuestro queri- 

do  amigo, el ilustre portavoL del Grupo Parlamentario 
Socialista, señor Martín Toval, cita textualmente el señor 
Ledesma y dice que si el Poder ejecutivo no otorga al 
Consejo General todos los medios precisos, si aquél -el 
Poder ejecutiv- no engloba en los Presupuestos Gene- 
rales del Estado las partidas que el Consejo General con- 
sidere necesarias, el Poder legislativo será el que decida. 
Nos parece claro -concluye- que el legislador orgánico 
quería que el Consejo General tuviese la facultad de ci- 
frar no sólo su presupuesto de gastos, sino el de toda la 
Administración de Justicia. i0 tempora, o mores!, señor 
Ledesma. (Rumores.) 

Otro de  los puntos absolutamente trascendentales y 
con los que no estamos de acuerdo, y que estamos dis- 
puestos a discutir en lo menester, es algo que ha sobrevo- 
lado en la Cámara esta tarde cuando se afirmaba -a mi 
juicio con una cierta ligereza- por el señor Ministro la 
razón en virtud de la cual, a su juicio, no se podían con- 
ceder al Consejo General del Poder judicial las corres- 
pondientes facultades reglamentarias externas. En pri- 
mer término, el señor Ministro aludía al artículo 97 de 
nuestra Constitución, en el que ciertamente se dice que: 
«El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Ad- 
ministración civil y militar y la defensa del Estado. Ejer- 
ce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de 
acuerdo con la Constitución y las leyes.. Pues bien, señor 
Ministro, si hay una innovación clara, no ya en el Titulo 
Vi de nuestra Constitución, sino en la literalidad de este 
artículo 97, es que el Gobierno efectivamente dirige la 
política interior y la exterior, la Administración -la ci- 
vil  y la militar-, la defensa del Estado, pero en absoluto 
la Administración de Justicia. Eso no está dicho unomi- 
natimm en el artículo 97. 

Si corno usted ha argumentado antes, y y o  he recorda- 
do, no se puede concebir que el órgano de gobierno de un 
poder del Estado puede depender de otro poder sin des- 
naturalizar la naturaleza del poder mismo, es claro que 
la facultad reglamentaria de ese poder independiente del, 
Estado, aunque coordinado con los demás, sólo a ese po- 

der y a su órgano de gobierno debe corresponder. De no 
ser esto así, señor Ministro, estaríamos en presencia de 
otra inconstitucionalidad gravísima, que y o  no sé si el 
señor Ministro -y de ahí mi afirmación anterior de que 
se habfa examinado con ligereza la cuestion- ha toma- 
do  en consideración, que es -permítaseme la expresión- 
la inconstitucionalidad del Tribunal Constitucional. 
(Risas.) En efecto, el artículo 165 -admito que se rían 
S S . S S . ,  pero pido que mediten sobre el tema- de la 
Constitución no dice ni más ni menos que lo que dice al 
tratar en el Título VI del Poder Judicial la propia Consti- 
tución: «Una ley orgánica regulará el funcionamiento del 
Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el 
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el 
ejercicio de las acciones)). Pero en ninguna parte está 
dicho que el Tribunal Constitucional tenga ni potestad 
reglamentaria interna ni externa, ni que sea un poder del 
Estado ni que tenga poder presupuestario. Si ustedes co- 
gen la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional se en- 
contrarán con que contiene todo eso. iPor qué todo eso al 
Tribunal Constitucional y no al Consejo General dcl Po- 
der Judicial? Esa es una pregunta que y o  espero que la 
ilustrada atención de las señorías del Grupo Socialista 
sepan contestarme oportunamente. 

Como sabíamos, señor Ministro, que se nos iba a opo- 
ner la dificultad de que en principio todo poder compor- 
ta una responsabilidad, todo poder político comporta 
una responsabilidad politica, nosotros introdujimos una 
enmienda al articulo 121 en la que, al hilo de la Memoria 
que tiene que presentar el Consejo General del Poder 
Judicial, se admite una fórmula de responsabilidad que 
naturalmente no puede en modo alguno interferir la ac- 
ción jurisdiccional, porque en esa acción jurisdiccional 
ni esta Cámara ni el Poder ejecutivo, mientras no sc' mo- 
difique la Constitución, pueden interferir para nada. 
Lí-anla, que la tienen en los textos. 

En este mismo orden proponíamos las enmiendas a los 
artículos 122 y 123, singularizando en esta última que no 
existe independencia donde no existe poder económico; 
frase, por otra parte, tomada de los textos antes citados. 

Sigamos con el proyecto de ley, en la medida que el 
señor Presidente me soporte, y con nuestro texto alterna- 
tivo. Aquí se ha hablado -y no se ha contestado que y o  
sepa debidamente- de algo transcendental, cuales son 
los problemas del acceso a la carrera judicial y de la 
formación de  la voluntad del Consejo General del Poder 
Judicial a través de la ocupación de los cargos de elec- 
cibn directa entre jueces y magistrados, no de los electi- 
vos por estas Cámaras. Y se ha defendido, a mi juicio 
peligrosamente, señores Diputados, la necesidad de cam- 
biar el sistema mayoritario actualmente vigente por el 
sistema que configura el proyecto, en virtud del cual se 
elegirían los doce puestos judiciales del Consejo por me- 
dio de listas bloqueadas y cerradas, donde eligiera cada 
uno de  los miembros de ese pequeño colectivo que es el 
número de jueces y magistrados sin posibilidad de ta- 
char ni de cambiar ni uno sólo de los nombres. 

Nosotros entendemos, señor Ministro, que las candida- 
turas bloqueadas y cerradas responden a una función 
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distinta, a unas elecciones diversas. Invaden, en primer 
término, las competencias del Consejo para autogober- 
narse como el propio Consejo quiere, para gobernar el 
Poder judicial. Pero, además, politiza extraordinaria- 
mente lo que por la naturaleza misma del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial debe de huir en lo posible del crite- 
rio de politización. En efecto, ¿qué ocurriría si ese tal 
supuesto se diera, si el proyecto de ley llegara a ser ley? 
Se  crearían en el seno del Consejo, no corrientes cuales- 
quiera, sino corrientes en función de criterios políticos. Y 
al argumentarse que tenían que ser las listas bloqueadas 
y cerradas se despreciaban los criterios de mérito y capa- 
cidad entre un personal que se conoce todo el mundo, 
sustituyéndole por el de adscripción a una determinada 
ideología. Hay que decirlo con toda claridad, senor Mi- 
nistro. A usted no le gusta el sistema asociativo de jueces 
actualmente vigente. Yo sé por qué no le gusta, porque 
desgraciadamente para el Partido Socialista no tienen 
eco sus propuestas cn la asociación profesional de la Ma- 
gistratura, que yo n o  tengo por qué defender aquí porque 
se defiende por sí misma, pero que representa el 70 por 
ciento de los jueces españoles, sin que hasta la fecha se 
haya podido constituir legalmente #ninguna otra al no 
haberse alcanzado los mínimos necesarios. 

Ustedes lo que quieren es forzar la división internacio- 
nal del Poder judicial. Eso, senor Ministro, es malo y va,  
además, contra el espíritu de la Constitución, que aparta 
y separa en  todo lo posible a los políticos de los judicia- 
les, en el sentido de que prohibe a los jueces pertcncer a 
partidos políticos o a sindicatos. No estropeemos lo que 
no tiene por qué ser estropeado, señor Ministro. (Riimo- 
res.) 

Sigo adelante. Vamos a entrar en al arduo tema -y 
con él voy a terminar, señor Presidente, porque me doy 
cuenta de que me he pasado de la hora aunque me que- 
dan cosas en el tintero como es natural, pero tiempo 
habrá para discutirlas- del acceso a la carrera judicial 
y el inherente al mismo de la jubilación anticipada que 
se establece en el proyecto de ley. (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¡Si- 
lencio por favor! 

El senor RUIZ GALLARDON: Nosotros, señor Minis- 
tro, señoras y señores Diputados, no somos absoluta y 
cerradamente partidarios del sistema de oposición. Cree- 
mos que dentro de todos los sistemas de selección, hoy 
por hoy, es el menos malo. Pero contra lo que sí vamos a 
intentar luchar con todas nuestras fuerzas es contra la 
duplicidad de sistemas. Y ello por razones eminentemen- 
te prácticas, senor Ministro. 

Si para acceder a la condición de magistrado - e n  el 
texto-, y de juez - e n  las disposiciones adicionales del 
proyecto de ley- se abre, junto al camino de la oposi- 
ción, el camino de la selección en virtud de ser un jurista, 
ni siquiera un abogado en ejercicio, sino un jurista d r  
reconocida competencia, la primera duda práctica que 
surge a cualquiera que se enfrente con este problema es 
ésta: ¿quién va a ser el joven insensato que se enfrente 

con la ardua tarea de preparar un programa de oposicio- 
nes, rendir tributo ante un tribunal de oposiciones e in- 
gresar por esa vía, si con ser profesor, ayudante, estar en 
determinado despacho o cumplir otros requisitos duran- 
te seis anos, se va a adquirir el mérito suficiente para 
que se equipare eso al ejercicio de la oposición? 

Dividirían ustedes, en cualquier caso, a los que ya  hu- 
bieren accedido por uno u otro sistema, en algo que creo 
que es malo para la sociedad española y ,  desde luego, 
para el justiciable, que es en jueces que han ganado su 
plaza por oposición y en aquéllos otros que han entrado 
por el cuarto turno. El senor Ministro sabe (y en la justi- 
ficación de nuestra enmienda particular está), el mal, el 
pksimo resultado que ha dado la introducción del cuarto 
turno en la historia judicial espanola. Y no se me argu- 
mente, señor Ministro, con el conocido y traído principio 
de que si se admite ese cuarto turno para los magistra- 
dos de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Supremo, 
pues cosa muy distinta es entrar por el final de la carrera 
y otra entrar por el principio, como los jueces -disposi- 
ciones adicionales- o como los magistrados -texto de 
la Icy-. La historia judicial espanola ciertamente de- 
mostró que esa introducción del cuarto turno a través de 
la Ley adicional a la Orgánica del año 1870 no puede ser 
más negativa, teniéndose que erradicar en 1915. 

Por otra parte, el gran tema de la selección no está 
tanto en saber qué es lo que se va a requerir genérica- 
mente para ingresar en la Carrera, como quitin se respon- 
sabiliza de los conocimientos del candidato. Me  explica- 
ri., senor Ministro, y sobre esto tendremos oportunidad 
tambifn de hablar en las enmiendas particulares. 

Si son colegios profesionales o son universidades o son 
otros organismos quienes proponen, será cuestión de es- 
tudiarlo, pero abrir la posibilidad a que se autopropon- 
gan los mismos con sólo seis anos del llamado ejercicio 
profesional, que no tiene por qué ser el ejercicio de algu- 
na carrera, malo. Y no me alzaprime usted a los proleso- 
res universitarios, porque yo  tengo un inmenso respeto 
hacia los profesores, pero normalmente suelen saber - 
cuando saben, que no todos saben- de su asignatura, y 
un juez cabalmente tiene que saber de algo más que de 
su asignatura, tiene que tener un bagaje jurídico que sólo 
se adquiere o cn virtud del ejercicio profesional de la 
abogacía o, si ustedes quieren, en virtud de unas prácti- 
cas muy bien llevadas al lado dc unos jueces y de unos 
determinados magistrados. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego que resuma todo lo que sea posible. 

El senor RUIZ GALLARDON: Voy a resumir, seno Pre- 
sidente, aunque, naturalmente, por el volumen de pape- 
les que me quedan, comprenderá que sería muchísimo 
más largo. 

Lo que no tiene sentido en ningún aspecto, senor Mi- 
nistro, y por eso hemos presentado una enmienda al artí- 
culo 408 (y no me diga que también lo han enmendado 
ustedes, porque lo han enmendado mucho menos de lo 
que debieran), lo que no tiene sentido es, repito, por una 
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parte, afirmar que hacen falta más jueces, que los qut 
tenemos no bastan y, por otra parte, descabezar la carre. 
ra judicial por arriba ampliando la edad de jubilaciór 
que, según mis noticias -y se me corregirá si me equivo 
co-, va a suponer la jubilación en fecha próxima de más 
de la mitad de nuestro Tribunal Supremo. 

Señor Ministro, para ser juez y magistrado hace falta 
ciencia, pero hace falta, antes que nada, experiencia. Y 
nadie va a ganar en experiencia a aquellos hombres que 
llevan muchos años en el ejercicio de tan alta función. La 
consideración de tales personas, jueces y magistrados, de 
edad superior a los sesenta o sesenta y cinco años, comc 
funcionarios, es desconocer la verdadera naturaleza jurí, 
dica que tiene el que está al servicio de la Administra. 
ción de Justicia. Pues la nota característica, esencial, se. 
ñor Ministro, del funcionario, es su dependencia jerár. 
quica, y si usted afirma que el Juez tiene dependencia 
jerárquica, está contradiciendo sus propias tesis. 

Para ser Magistrado, señor Ministro, no hace falta ha- 
cer los cien metros lisos en muy pocos segundos. Hace 
falta haber ofdo muchas veces a los justiciables, haber 
leído muchos autos, haber puesto muchas sentencias y 
haber considerado, conjuntamente con otros compañe- 
ros, dónde está la razón y dónde no está. 

Algo así, señor Ministro, y con esto acabo, fue lo que 
dijo a usted, o por lo menos a usted iba dirigido « i n  
generen, un gran Juez, con cuya amistad me honro, y con 
cuya amistad se honra el señor Min istro, que en fecha 
bien reciente, y ante la más alta magistratura de la na- 
ción, decía: ((Parece como si al proyecto le preocupara 
más introducir el turno de juristas prestigiosos que orga- 
nizar la mejor selección posible de juecesn. Esa preocu- 
pación es inquietante; parte de una afirmación que, en 
realidad, es una incógnita. Hacen falta más Jueces. Lo 
sabemos, señor Ministro. Pero había que haber empeza- 
do la casa por los cimientos, con una primera ley de 
planta, y luego ir a la Ley Orgánica del Poder Judicial. Y 
presciden (sigue la cita) de una realidad: hacen falta 
mejores jueces o, si se quiere, hacen falta jueces seleccio- 
nados y formados para administrar la Justicia que quiere 
la Constitución. Cuando una sociedad busca jueces, en 
vez de tener que seleccionar cuidadosamente los mejores 
juristas que aspiran a serlo, esa sociedad está enferma, o 
bien no ha logrado el nivel de ciudadanía suficiente para 
que los expertos en Derecho que viven en ella, compren- 
dan lo que significa el amparo judicial en un Estado de- 
mocrático, o bien no ha creado los estímulos necesarios 
para suscitar indignaci6n en tales expertos. 

Empiecen ustedes por el principio. Creen tales estímu- 
los. Doten ustedes del mejor de los sueldos posibles a 
quienes sirven en la Justicia, y verán ustedes cómo esas 
plazas vacantes que usted dice que se quedan en las opo- 
siciones desaparecen, porque todo el problema está ahí. 
A nuestra juventud le interesa también impartir justicia, 
lo que no le puede interesar es morir de hambre impar- 
tiendo justicia. Muchas gracias. (Rumores y aplausos. El 
senor Ministro de Justicia pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Ruiz Gallardón. 

Seiior Ministro, le ruego me aclare a qué efectos solici- 
ta la palabra, si para fijar el criterio del Gobierno en 
relacibn con la enmienda de texto alternativo, para con- 
sumir un turno en contra de ella o para responder a las 
numerosas alusiones de que ha sido objeto. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Creo que, por lo menos, para lo segundo y para lo terce- 
ro. señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): i El 
Grupo Parlamentario Socialista va a consumir un turno 
en contra? (Asentimiento.) 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
No tengo ningún inconveniente en ceder mi turno de in- 
tervención al portavoz del Grupo Socialista. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Señor 
Ministro, compartiendo el turno, tiene diez minutos para 
su intervención y diez minutos el Grupo Socialista, en 
virtud de las facultades de ordenación del debate que el 
Reglamento concede a la Presidencia. (El señor Sotillo 
Marti pide la palabra.) 

Señor Sotillo, tiene la palabra. 

El señor SOTILLO MARTI: Nuevamente tenemos que 
hacer notar que esta interpretación que hoy en esta Cá- 
mara se ha sentado no es, a nuestro entender, la correcta 
desde el punto de vista constitucional y reglamentario, 
puesto que la intervención en contra de un Grupo Parla- 
mentario, cualquiera que este sea, no puede repartirse 
más que entre los Diputados miembros del Grupo, y el 
Gobierno interviene en función de sus facultades consti- 
tucionales y reglamentarias, que están fuera de turno en 
los debates. 

Esta otra interpretación nos ha sorprendido, y aunque 
en este caso nos afecta a nosotros, en otro momento, 
anterior o posterior, puede afectar a cualquier Grupo 
Parlamentario de esta Cámara. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Señor 
Sotillo. en el caso de la enmienda anterior, la Presidencia 
ha interpretado, en virtud del Reglamento, que s610 cabe 
un turno a favor y un turno en contra, entendiendo que el 
señor Ministro había consumido un turno en contra de la 
enmienda. (Rumores.) Veo que la fórmula que se ha arbi- 
trado en el presente momento tampoco sirve para satis- 
facer la exigencia del Reglamento y la legítima preten- 
sión de intervenir del Grupo Parlamentario. 

Tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señores Diputados, cuando llevábamos oídos exacta- 
mente veinte minutos del tiempo consumido por el por- 
tavoz del Grupo Parlamentario Popular, señor Ruiz Ca- 
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Ilardón, creíamos estar confundidos porque no veíamos 
por ninguna parte la defensa de la enmienda de texto 
alternativo que reglamentariamente le tocaba defender. 

Se ha dejado llevar por impulsos del corazón, de senti- 
mientos, porque no en balde el señor Ruiz Gallardón es 
el representante más eximio de una idea que yo creo que 
le acosa hasta el grado de la obsesión, que es acabar con 
el Ministerio de Justicia, y no físicamente, naturalmente, 
por las razones de amistad que existen entre su actual 
titular y el propio señor Ruiz Gallardón, pero ciertamen- 
te no veíamos otras argumentaciones que las citas abun- 
dantemente manejadas ante esta Cámara en la tarde de 
hoy de un famoso artículo (que si realmente no lo era, 
ahora sí que se ha hecho famoso después de este debate), 
que publicó el señor Ledesma en el año 1981 en un ciclo 
de conferencias relativas al Consejo General del Poder 
Judicial. El sefior Ruiz Gallardón ha tenido la rara habi- 
lidad de ir, como se dice en el aargotN estudiantil, fusi- 
lando este texto párrafo tras párrafo; no ha dejado sin 
tocar, yo creo, más que aquellos que, naturalmente, no le 
interesaban. 

Creo que por una evidente razón de restablecer el equi- 
librio de la Justicia -y estamos aquí precisamente en un 
punto que da pie para ell- debo citar unas frases muy 
cautelosas que el propio sefior Ledesma formuló en las 
páginas 494 y 495, relativas a este mismo artículo. A 
pesar de todo lo que dijo y de lo que ustedes dicen que 
dijo, que ya se ha repetido, decía el setior Ledesma, al 
hablar del alcance de la independencia del Poder judi- 
cial, lo siguiente: aPor las mismas razones, la atribución 
al Consejo de este haz de competencias provoca la necesi- 
dad de someter su actividad a controles eficaces en rela- 
ción con el uso que haga de las mismas. Estos controles 
pueden ser de una doble naturaleza, predominantemente 
jurisdiccionales, pero también políticos.. Página 494. En 
la página siguiente decía: *El Poder Ejecutivo responde 
poiíticamente ante las Cámaras de la marcha general de 
la vida social. Por ello mismo no puede quedar al margen 
del funcionamiento de los ciudadanos y tribunales.. 
También lo dijo. 

Esto nos centra en una explicación que, al menos como 
portavoz de mi Grupo, debo dar en este turno en contra 
de la enmienda de texto alternativo, en atención a aque- 
llas personas que puedan seguir el debate por los diver- 
sos medios de comunicación, porque el mensaje que us- 
tedes les han transmitido hasta este momento es que el 
proyecto de ley orgánica del Poder judicial que ha pre- 
sentado el Gobierno no vale para nada, es un proyecto 
anticuado, no guarda las garantías constitucionales y 
vulnera la independencia judicial. Todo esto es lo que 
hasta ahora les ha llegado. 

Lógicamente, el propio público, el electorado que esté 
escuchando puede hacerse la siguiente pregunta: jcuál es 
ese texto alternativo que nos ofrece el Grupo Parlamenta- 
rio Popular? Porque S. s., a partir del minuto veinte, 
cuando ha hecho curiosamente una afirmación de hondo 
contenido marxista al afirmar que no hay verdadera in- 
dependencia sin que previamente haya independencia 
económica, por cuya razón creo que se le ha encendido la 

luz roja en ese momento (Risas.) o quizá porque habían 
pasado y a  los veinte minutos, en ese momento, es cuando 
ha empezado a hablar de determinados artículos y temas 
que efectivamente merecen un comentario serio. 

Pero antes, en el Título Preliminar, el Grupo Parlamen- 
tario Popular tendrá que explicar a la Cámara por qué, 
digamos, el nervio de esta reforma que se contiene en el 
artículo 5 - q u e  es la obligaciofi que se establece de que 
los jueces apliquen directamente la Constitucibn y no 
solamente el resto de las leyes del ordenamiento legisla- 
tiv- ustedes lo suprimen, como suprimen la referencia 
expresa a la Constitución del artículo 1: y como supri- 
men la referencia expresa a la Constitución del artículo 
6.“ Y cuando llegan al artículo 5.” que, repito, es una de 
las piezas angulares de esta reforma -particularmente, 
no tengo empacho en decirlo, es lo que más me gusta de 
toda la reforma-, como se inicia el’artículo diciendo 
que la Constitución es la norma suprema del ordena- 
miento jurídico y vincula a todos los jueces y tribunales, 
ustedes suprimen en su enmienda esta frase. (Rumores.) 
Qué curioso, Y esto se tiene que saber por el pueblo espa- 
ñol, señor Ruiz Gallardón. No vaya directamente al tema 
del acceso a la carrera judicial: hay que empezar por 
explicar por qué se suprime la alusión a la Constitucibn 
en una materia tan fundamental e importante. (Rumo- 
res.) 

Seguimos con la reforma. Me llama mucho la atención 
cuando llegamos al artículo 30, que ustedes también mo- 
difican en su texto alternativo, el que sustituyan, abierta 
y francamente, las competencias que tiene el Ministerio 
de Justicia para llevar a cabo y traer a esta Cámara la 
ley de planta y demarcación, y se la atribuyan al Consejo 
General del Poder Judicial. Pero, sefior Ruiz Gallardón, 
yo no veo dónde dice en la Constitución que la ley de 
planta y demarcación - q u e  es, efectivamente, e centro y 
el previsible éxito de esta reforma, puesto que es lo que 
va a dar verdadera satisfacción a una Administración de 
Justicia realmente ágil y armónica- la tenga que hacer 
y sea competencia exclusiva del Consejo, cuando en la 
Constitución lo único que se dice es que son competen- 
cias que pueden tener las Comunidades Autónomas a 
efectos de informar sobre el tema de la demarcación y 
planta. 

Sigue usted, naturalmente, con esa manía a la que an- 
tes apunté -se lo recuerdo de nuevo cariñosamente- de 
eliminar totalmente el Ministerio de Justicia. En una in- 
tervención ante esta Cámara, que yo recuerdo perfecta- 
mente, usted hizo una reflexión que yo hoy quiero aquí 
recordar: que únicamente quede el Ministerio de Justicia 
para imponer medallas y condecoraciones. Pues ésa no es 
precisamente, ni mucho menos, la idea que más felices 
nos haría, y no creemos que tampoco haga feliz al pueblo 
español saber que se pretende construir otra parcela del 
Estado absolutamente independiente, encostrada, diga- 
mos, dentro del Estado y que rompa precisamente esa 
permeabilidad que han de tener los diversos órganos 
constitucionales que soportan la estructura del Estado. 
(Rumores.) 

Continuando en esta misma línea, el artículo 123 dice 
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que el Consejo General del Poder Judicial proveerá de los 
medios necesarios a los juzgados y tribunales. esta 
Cámara no cuenta nada? Es decir, el Consejo General del 
Poder Judicial proveerá de los medios necesarios a los 
juzgados y tribunales, el Gobierno no pinta nada, estas 
Cámaras no pintan nada. Todo lo que necesite el Consejo 
hay que dárselo para proveer a los juzgados y tribunales, 
y todas las demás atenciones del Estado en materia de 
enseñanza, cultura, sanidad, pensión a los jubilados, 
atención a los minusválidos y a los parados, eso no cuen- 
ta; lo prioritario es cubrir las necesidades del Consejo 
General del Poder Judicial. 

Ustedes acometen, finalmente, mediante una serie de 
artículos, la reforma del Centro de Estudios Judiciales, y 
aquí -permítame que se lo diga, señor Ruiz Gallardón- 
ustedes no han #entendido absolutamente nada de lo 
que constituye uno de los objetivos de nuestra reforma, 
porque ustedes están confundiendo la persona que se 
prepara para una oposición a juez, con la persona que 
por haber aprobado esa oposición y por haber superado 
con éxito su pase por un curso en la Escuela judicial, es 
nombrado e investido de la autoridad del juez. Y mien- 
tras no distingan estas dos fases perfectamente diferen- 
ciadas, no estarán comprendiendo, o no querrán com- 
prender, el alcance de nuestra reforma. Porque el joven o 
la joven que se prepara para el acceso a la carrera judi- 
cial es simplemente un opositor, un estudiante: no es, 
por tanto, competencia del Consejo General del Poder 
Judicial el determinar Mab initio, qué clase de materias, 
qué cursos, qué disciplinas van a tener que aprender. Esa 
es misión irrenunciable del Estado, porque el Estado, 
responsable político ante la sociedad, tiene que ser ga- 
rante de que los jueces, de que los aspirantes que acce- 
dan presumiblemente a la judicatura, van a tener otras 
condiciones aparte de las puramente memorísticas. 

También se ha contradicho cuando ha equiparado en 
valía a una persona, un abogado, por ejemplo, que lleva 
varios años -concretamente en el proyecto diez- de 
ejercicio profesional y cuya notoriedad de bien hacer es 
uno de los requisitos básicos que le garantizan su acceso 
a la carrera judicial, pero que una vez que está en la 
carrera judicial, en el proyecto de ustedes, que es el clási- 
co, y en el nuestro, ahí ya se equiparan. Luego no preten- 
dan buscar purezas de sangre donde no las hay, porque 
en el momento en que entran en la Escuela judicial, to- 
dos los opositores, procedan de donde procedan, y del 
turno que procedan, no son más que opositores. Si lo que 
pretenden es que seis, siete meses o un año de prepara- 
ción de un opositor con un preparador valga más que 
diez años de vida práctica dedicada al ejercicio profesio- 
nal, y además dentro de estamotoriedad de la que he 
hablado, es diferente forma de ver la vida. 
Su proyecto también elimina el artículo 400 que se 

refiere a una de las causas típicas de separación del car- 
go de juez. Nosotros decimos en el proyecto que cuando 
haya sido condenado en virtud de sentencia firme o pena 
accesoria de inhabilitación absoluta. Ustedes tienen la 
gran genialidad -y eso supone una profunda innovación 
en el Derecho Penal actual- de suprimir esta causa y 

llevarla al artículo 401, diciendo que cuando haya sido 
condenado por pena principal o accesoria de separación 
de cargo judicial. 

De verdad, yo no he estudiado los mismos textos que 
usted. No digo que no tengan razón, aunque a lo mejor la 
tengo yo, pero yo no he visto en el actual Código Penal, 
ni en los anteriores, una pena principal o accesoria de 
separación del cargo judicial. La desconozco, se lo digo 
de verdad. 

El artículo 408 se refiere a la jubilación de los jueces y 
magistrados a los setenta años. También es verdad que la 
de los Secretarios es a la misma edad, para al llegar a los 
oficiales, auxiliares y agentes, a los sesenta y cinco años. 
Es un principio de justicia equitativa. Es perfecto. (Ri- 
sas.) Unos a los setenta y los de abajo a los sesenta y 
cinco. 

Toda la argumentación que ustedes dan para no jubi- 
larse a los setenta años como es la pérdida de ingresos, la 
frustración profesional, la inseguridad económica fami- 
liar, y una serie de traumas psíquicos que ustedes colo- 
can a los jueces cuando nosotros llevamos la jubilación a 
los sesenta y cinco años, curiosamente y por milagro ni 
los oficiales, ni los auxiliares, ni los agentes llegan a te- 
ner estos traumas, porque han debido atesorar unos aho- 
rros tremendos a lo largo de sus sesenta y cinco anos, ya 
que luego no tienen ningún padecimiento. (Aplausos en 
los escaños de la izquierda.) 

Capítulo de incompatibilidades que contiene también 
el texto alternativo. Fíjense en el alcance de esta reforma. 
Dice el texto del Gobierno remitido a la Cámara que es 
incompabile el desempeno de la función de juez o magis- 
trado con aquellos otros cargos de libre designación polí- 
tica por el Gobierno, los entes autonómicos, etcétera, y 
con cualquier cargo remunerado con cargo a los Presu- 
puestos Generales del Estado. Ustedes suprimen los dos 
motivos de incompatibilidad. Vamos a hacer la traduc- 
ción. 

Ustedes lo que quieren, así, abiertamente, es que un 
juez o un magistrado pueda ser nombrado, como por 
ejemplo ahora recientemente lo ha sido un ilustre cate- 
drático de Derecho Mercantil, Presidente de ese organis- 
mo conmemorativo del V Centenario del Descubrimiento 
de América, y cobre su sueldo como juez y el que le 
corresponde por ese otro cargo. ¿Cómo van a compatibi- 
lizar la prohibición expresa de que los juecse se afilien a 
partidos políticos y que intervengan activamente en polí- 
tica que vienen a respetar en el artículo 424, y además 
dicen ustedes que eso es compatible con el desempeño de 
cargos públicos y políticos? ¿Dónde está, entonces, esa 
concordancia que deben guardar los artículos? 

Y hacen ustedes otra pirueta realmente curiosísima. 
Llegan a la conclusión, que ha sido defendida aquí por el 
setior Ruiz Gallardón, de suprimir los jueces de paz. No 
les gustan. Dicen que son una institución superada y 
trasnochada. Y en cambio -hay que ver lo que son los 
duendes y los hados-, los incluyen después en tres artí- 
culos tan distintos como son el 319, el 427 y la disposi- 
ción transitoria tercera. Dan ahí ustedes atribuciones a 
los jueces de paz. Es decir, por una parte están ustedes 
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suprimiendo los jueces de paz en un artículo precedente 
y después vuelven a incluirlos. ¿Qué texto es este? (Ri- 
sas.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Silen- 
cio, por favor. 

El señor GRANADOS CALERO: Sugiero a SS. SS. que 
hagan un esfuerzo de comprensión, y que los haga, asi- 
mismo, el pueblo que nos está oyendo, para ver cómo se 
explica este privilegio del artículo 42 1 ,  de que, en el su- 
puesto de detención o prisión de los jueces, el Presidente 
del Tribunal Supremo dispondrá el local o estableci- 
miento adecuado para su ingreso. 

Observen ustedes la connotación de que no dice «o  el 
establecimiento penitenciarion. Con lo cual, como habla 
de local o establecimiento, alguien, desde luego con mala 
intención, puede pensar que se trata de un estableci- 
miento hotelero (Risas.) Es decir, que puede muy bien 
referirse a que la prisión o detención se puede cumplir en 
un parador de turismo o en la casa de un amigo, que no 
deja de ser un local. 

¿Han consultado ustedes a la mayoría de los honrados 
jueces (que todavía tenemos y seguiremos teniendo), si 
de verdad estas enmiendas les satisfacen? ¿Si de verdad 
no les repugna, en su condición de hombres justos, de 
juristas, el verse discriminados, aunque sea tan favora- 
blemente, con respecto a una vulneración tan clara del 
artículo 14 de la Constitución? (Aplausos en los bancos de 
la izquierda.) 

Y seguimos con el texto alternativo, si el señor Presi- 
dente continúa concediéndome su benevolencia, aunque 
intentaré terminar enseguida. 

El artículo 425 habla de la retribución mínima de los 
jueces y magistrados, pero se refiere a la de los jueces de 
entrada, y el Grupo Popular propugna que el salario del 
juez de entrada nunca pueda ser inferior al nivel máximo 
que pueda cobrar un funcionario de la Administración 
central por todos los conceptos. 

Yo hago un repaso y pienso en un juez de entrada, un 
muchacho, que con veinticinco o veintiséis años, acaba 
de aprobar la oposición y va a ganar como un inspector 
técnico financiero, como un abogado del Estado o como 
un piloto de iberia. (Risas.) Porque todo cabe, señor Ruiz 
Gallardon; como el máximo de la máxima categoría de 
los cuerpos especiales de la Administración. Lo que están 
ustedes propugnando aquí, en definitiva, es que se Ile- 
nen, a partir de ahora, todas las academias de prepara- 
ción para jueces y que se vacíen las de notarías y regis- 
tradores, pues haber introducido una enmienda aquí su- 
primiendo las facultades de los registros y notarías, por- 
que no va a haber nadie que pueda atenderlas. 

En ningún caso, dicen ustedes en el 438, un hecho san- 
cionado en causa penal podrá ser objeto de un posterior 
expediente de responsabilidad disciplinaria. Y esto que 
pudiera parecer una aplicación práctica del principio 
anon bis in idemlp, realmente está escondiendo algo que 
era fundamental y de lo que S. S. no sé si se habrá perca- 
tado. Porque un juez ha podido ser condenado por un 

delito del que, por no estar relacionado directamente con 
su actividad de juzgar, de acuerdo con la última modifi- 
cación introducida en la Ley Orgánica de 25 de junio de 
1983, no lleva aparejada la pena de inhabilitaci6n. Y, en 
consecuencia, puede imponérsele la pena de arresto, pero 
puede seguir ejerciendo como juez. No es esto lo que 
debe querer la sociedad espanóla. Si hay un juez que ha 
cometido un delito, justo es que sea sancionado discipli- 
nariamente. No digo tampoco que sea apartado de la 
carrera judicial y lanzado a los infiernos, pero sí debe de 
sufrir una responsabilidad disciplinaria. Y ustedes lo eli- 
minan. 

Introducen ustedes como novedad, dentro del campo 
del Derecho Penal, las circunstancias atenuantes para 
degradar la sanción de las faltas graves o muy graves. 
iDónde hemos visto esto? Aquí hay muchos funcionarios 
públicos. En cualquier reglamento disciplinario del per- 
sonal al servicio de la Administración del Estado, idónde 
está este acogimiento de unas circunstancias que son t í -  
picamente de Derecho Penal? Son creación del derecho 
punitivo como son las circunstancias que modifican la 
responsabilidad criminal. Y ustedes lo introducen como 
gran novedad en favor de los jueces, no de los oficiales ni 
del resto, sino de los jueces en este tema del 443. 

Termino con esto definitivamente, señor Presidente. 
Resulta que hay una mención realmente inefable al artí- 
culo 452 con uno de estos títulos de los que uno se queda 
sorprendido hasta que encaja la reacción. Se titula «régi- 
men premial)). Y cuando uno lee ((régimen premial. em- 
pieza a sospechar lo peor, y cuando lee el artículo no 
tiene que entrar en sospechas sino en certezas. (Risas.) 

Yo le aconsejo la lectura de este artículo 452. Resulta 
que una de las grandes novedades -porque lleva mu- 
chas- del Grupo Popular en este aspecto es que toda la 
carrera judicial y el funcionamiento de esa tarea tan ab- 
negada que les reconocemos a los jueces descanse sobre 
el premio o el castigo, pero sobre todo sobre el premio. 
(Risas.) Dice que no quedará ninguna buena acción sin 
premiar y que estos premios serán valorados a su libre 
criterio por el Consejo General del Poder Judicial. (Ru- 
mores.) Esto significa, senor Ruiz Gallardón, que ya se ha 
acabado la autopreparación que hoy gran número de juc- 
ces estaban haciendo para ir aumentando sus conoci- 
mientos en otras áreas del Derecho, entre ellas el Dere- 
cho comunitario que nos espera a la vuelta de la esquina. 
Para qué van a prepararse en sus horas libres: basta que 
hagan méritos, en la confianza de que el Consejo les va a 
saber premiar. 

Espero que los oyentes hayan disfrutado con este texto 
alternativo que nos propone el Grupo Parlamentario Po- 
pular y creo que es obvio decir por qué nuestro Grupo va 
a votar en contra de esta enmienda de devolución. (¡Muy 
bien, muy bien! Fuertes apluusos en los bancos de la iz- 
quierda.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Para turno de réplica, tiene la palabra el senor Ruiz 
chas gracias, senor Granados. 

Gallardón. 
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El seiior RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Ya sabía yo que mi distinguido amigo y compañero, el 
señor Granados, sin duda también por un problema de 
fijación marxista (Risas.), iba a relacionar el encendido 
de la luz roja con lo que él ha manifestado delante de la 
Cámara. Pero vamos a hablar en serio, señor Granados, 
de lo que tiene importancia y de lo que tiene menos im- 
portancia y es broma como lo que acabo de decir. 

Usted, señor Granados, nos ha hecho de entrada una 
acusación absolutamente intolerable. Usted ha dicho que 
nosotros, sistemáticamente -y ha dejado flotar en esta 
Cámara una especie de nube-, obviarnos nombrar la 
Constitución, obviarnos el cumplimiento de la Constitu- 
ción, obviarnos mencionar la Constitución. Eso, señor 
Granados, es rigurosamente falso. Y como es falso y us- 
ted es un hombre de honor, señor Granados, yo le pido 
que rectifique, porque sé que va a rectificar. 

En nuestro texto alternativo, señor Granados, si usted 
tiene la bondad de leérselo con calma, en primer térmi- 
no, en el artículd 1 .U, para respetar el texto constitucional 
dice: uLa Justicia emana del pueblo y se administra en 
nombre del Rey por jueces y magistrados integrantes del 
Poder judicial, independientes, inamovibles, responsa- 
bles y sometidos únicamente al imperio de la Ley,. y se 
justifica diciendo ase respeta el texto constitucional,,. 

En el artículo 3." (Rumores.) se dice: a A  salvo de lo que 
prevé la Constitución respecto...., y en el artículo 5-0,  en 
el que usted ha incidido, se dice: aLos jueces y magistra- 
dos aplicarán las leyes que estén de acuerdo con la Cons- 
titución y los principios constitucionales ...*. Luego no 
nos diga usted, señor Granados, que nosotros no somos 
partidarios de mencionar y de poner a la Constitución. 

Problema técnico distinto, muy distinto, es el que us- 
ted ha suscitado hoy aquí, que es el del principio de la 
jerarquía normativa que, naturalmente, comienza por la 
propia Constitución, razón por la cual también habrá 
que aplicar la Constitución, cosa que nadie niega, pero 
que al hablar del principio de jerarqula normativa se 
está comprendiendo en primer término y sin duda de 
ninguna clase la aplicación de la Constitución. (Rumo- 
res.) Entenderlo de otra manera ciertamente es no enten- 
der una palabra de Derecho constitucional. Por eso, en el 
artículo 6." que se modifica, se dice que: «Los jueces y 
magistrados no aplicarán los reglamentos ni otras dispo- 
siciones, de cualesquiera clases que sean, que estén en 
desacuerdo con las leyes o contradigan el principio de 
jerarquía normativa,. Naturalmente que si contradicen 
la Constitución, contradicen el principio de jerarquía 
normativa. 

Hasta tal punto esto es as1 que en el inicio del artlculo 
7: de nuestro texto alternativo, y precisamente para res- 
petar mejor los contenidos constitucionales con la debida 
separación entre el núcleo de derecho especialmente pro- 
tegidos y los demás, se lee: .Los derechos y libertades 
reconocidos en el capítulo 11 del título 1 de la Constitu- 
ción vinculan a todos los jueces y magistrados integran- 
tes del Poder judicial.. 

a En especial, cualquier ciudadano podrá recabar la tu- 

tela de las libertades y derechos reconocidos en el articu- 
lo 14 de la sección 1.' del capltulo 11 del referido título 
ante la Jurisdicción ordinaria. Esta tutela deberá dispen- 
sarse por medio de un procedimiento que se base en los 
principios de preferencia y sumariedad.. 

uEl reconocimiento, el respeto y la protección de los 
principios reconocidos en el capítulo 111 del mencionado 
título informará la práctica judicial y la actuación del 
Poder Judicial. Estos principios sólo podrán ser alegados 
ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dis- 
pongan las leyes que los desarrollen.. Pues, ¡faltaría 
más! 

Q Los Juzgados y Tribunales tutelarán eficazmente los 
derechos e intereses legítimos, tanto individualmente co- 
mo colectivos.. Eso es. 

Cuando se está tratando de fijar con exactitud y con la 
debida distinción y separación hasta dónde deben de ac- 
tuar, en el ejercicio de la Jurisdicción, los jueces y los 
tribunales, lo primero que se fija es, cabalmente, la pro- 
tección de los derechos y libertades que reconoce y am- 
para nuestra Constitución. No me vuelva usted a decir, 
señor Granados -otras cosas las admitiré, pero ésa no- 
que nos olvidamos del texto de la Constitución. 

Escuela Judicial. Nosotros, señor Granados, hemos es- 
tablecido - q u i z á  nos hayamos extendido demasiado- 
en un solo artículo, por respetar la numeración del 
proyecto de ley, diez artfculos que regulan totalmente la 
Escuela Judicial. Lo hemos hecho -y siento no haber 
tenido antes tiempo para haberme extendido sobre el 
particular- precisamente por las razones que aducía el 
señor Ministro de Justicia. Porque entendemos que en 
esta materia hay que ser enormemente cuidadosos con el 
principio de reserva legal y pensamos que siendo la Es- 
cuela Judicial o Centro de Estudios Judiciales el organis- 
mo o institución que debe canalizar la selección, forma- 
ción, mejoramiento y preparación de los jueces y magis- 
trados, eso ha de ser objeto de una ley orgánica, y que 
cuanto menos se deje a la potestad reglamentaria, mejor, 
porque de esa manera se garantiza más todavía el buen 
funcionamiento, el recto entendimiento de hasta dónde 
debe de extenderse la imposibilidad reglamentaria nor- 
mativa de materia reservada a esa ley orgánica. 

En nuestra justificación decimos que la constitución, 
competencia, organización y funciones del Centro de Es- 
tudios Judiciales deben ser regulados, al menos en sus 
aspectos esenciales, por la propia ley orgánica. No así 
-tampoco he tenido tiempo de tratarlo, y lamento que 
esta ley tenga más de 500 artículos-, no así que, al 
socaire de regular el Poder judicial, se introduzcan deter- 
minados artículos que inciden en materia reservada ex- 
presamente por la Constitución a ley ordinaria, como es 
el Estatuto del Ministerio Fiscal -y el señor Ministro 
sabe a qué me estoy refiriendo-. Ustedes quieren elevar 
el rango de una norma que no tiene por qué ser una ley 
orgánica porque la Constitución lo remite a una ley ordi- 
naria. 

La regulación del Centro de Estudios Judiciales debe, a 
nuestro juicio, establecer su dependencia del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial, y la razón es muy clara, señor 
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Granados. Si el Consejo General del Poder Judicial es el 
organismo encargado por la Constitución de gobernar al 
propio Poder judicial, el acceso a la carrera debe de ser 
competencia de ese mismo Consejo, delegadamente en 
este organismo que se va a llamar Centro de Estudios 
Judiciales. Por eso se establecen todas las funciones de 
selección y formación permanente de jueces y magistra- 
dos, así como de todo el personal al servicio de la Admi- 
nistración de Justicia, asistencia y asesoramiento en ma- 
terias orgánicas y procesales, elaboración y promoción 
de programas de investigación, colaboración con el Mi- 
nisterio de Justicia cuando lo solicite para la selección, 
formación y perfeccionamiento de los miembros de la 
carrera fiscal, la realización de otros cometidos, etcétera. 
Se determina, incluso, cuántos deben de ser los que for- 
men el astaffn directivo: un director, un jefe de estudios, 
un secretario general, los profesores numerarios. Se ga- 
rantiza que los profesores numerarios tengan, cuando 
menos, la categoría universitaria precisa, etcétera. 

Quiérese decir, una de dos, o aceptamos o no acepta- 
mos que el Consejo General sea el órgano de gobierno del 
Poder judicial. Si es el órgano de gobierno del Poder judi- 
cial, el acceso, la integracion en ese mismo Poder debe 
estar en manos de un organismo que estructuralmente 
dependa del propio Consejo. 

Tercer punto, señor Granados, y no me quiero dejar 
ninguna cosa, quizá alguna se me olvide ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): Le 
ruego que resuma, señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Es dificilísimo, señor 
Presidente, en una ley de 500 artículos. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Les 
ruego a SS. S S .  que convengan en que la luz roja tam- 
bién significa que ha concluido el tiempo. (Risas.) 

El señor RUIZ CALLARDON: Sí, señor Presidente, tie- 
ne razón, no sólo es un atavismo de otro tipo, sino que 
ciertamente lo que nos señala es que hemos consumido 
el tiempo. Voy a hablar muy brevemente de esto. 

La Ley de Planta y Demarcación. Señor Granados, son 
estas Cortes, esta Cámara, y luego el Senado, quienes 
tendrán que determinar cuál va a ser la Planta. Lo único 
que nosotros pedimos -iy claro que lo pedimos!, entre 
otras por razón de conocimient- es que en la Ley de 
Planta, que va a determinar la circunscripción territorial 
de los órganos judiciales, las Comunidades Autónomas 
remitan al Consejo General del Poder Judicial, a solici- 
tud de éste, una propuesta de fijación de partidos judi- 
ciales, y que el Consejo General, vista la propuesta, re- 
dacte un anteproyecto, lo remita al Gobierno de la Na- 
ción en el plazo de dos meses. Con arreglo al anteproyec- 
to citado, el Gobierno aprueba el oportuno proyecto de 
ley, lo remite a las Cámaras y las Cámaras, el Poder 
legislativo, es el que determina la Planta, siendo el Poder 
Judicial el que la debe de fijar, porque es esencia misma 
de su propia naturaleza. (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Silen- 
cio, por favor. 

El señor RUIZ GALLARDON: Jueces de paz. Yo no he 
hablado de jueces de paz, señor Ruiz Gallardón. Han 
sido otros compañeros míos, slngularmente el señor Al- 
zaga y con notable precisión y juicio. 

Detención o prisión de los jueces. Señor Granados, a 
usted se le ha olvidado al final de su intervención cuál es 
el objetivo que persigue toda pena. En esta tribuna nos 
hemos cansado de oírselo decir al senor Ministro por 
activa y por pasiva, y que conste que todos comulgamos 
en ese mismo principio. Toda pena tiene como finalidad 
lograr la reinserción social del penado. 

¿Me quiere decir el señor Granados si hay algo que 
favorezca más la reinserción social de un penado que ha 
sido juez o magistrado, que el que sea el propio Presiden- 
te del máximo organismo el que determine el estableci- 
miento, se sobreentiende, para cumplir una pena peni- 
tenciaria, en donde deba cumplirla. (Rumores.) ¿ Y  no es 
una prevención absolutamente conforme con el sentido 
común el que no deba ser cumplida esa pena en el mismo 
establecimiento penitenciario donde puedan encontrarse 
otras personas probablemente condenadas por el mismo 
juez al que se le obliga a cumplir la pena porque ha 
delinquido? ¡Claro está que sí! (Rumores.) 
Y por último, el régimen premial, que a usted no le 

guste nada, señor Granados. Donde hay castigo debe ha- 
ber también premio, y el premio debe ser, efectivamente, 
en función de que las sentencias sean buenas, de que los 
trabajos profesionales de los jueces sean mejores; de que 
su jurisprudencia cause admiración - c o m o  la causa- y 
ese régimen premial y o  estoy seguro de que, a la larga, 
ustedes lo van a aceptar en nuestra enmienda. 

Finalmente -y me importa mucho terminar con esto-, 
la retribución. Sí, señor Granados, permítame que le 
cuente una anécdota. Usted es un poco más joven que yo 
-afortunadamente para usted-, pero recordará que hu- 
bo en Madrid un ilustre notario, que tenía uno de los 
mejores despachas profesionales, por sus pingües ingre- 
sos. Se llamaba don Rafael Núñez Lagos -no hay incon- 
veniente en d e c i r l e  y pertenecía a la Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación, a la cual también, por cier- 
to, pertenecía a la Real Academia de Jurisprudencia y 
Legislación, a la cual también, por cierto, pertenecía un 
ilustrísimo magistrado que fue en tiempos Presidente de 
la Sala Primera y luego Fiscal del Tribunal Supremo, 
don Manuel de la Plaza. En aquella Academia de Juris- 
prudencia, en los pasillos de la misma, antes de una de 
las sesiones académicas, reunidos los dos, se quejaba 
amargamente don Manuel de la Plaza de la disparidad 
de remuneraciones entre los notarios y los jueces, magis- 
trados y fiscales, que como él habían dedicado su vida al 
servicio de la Justicia. Le cortó don Rafael Núñez Lagos 
a don Manuel de la Plaza, y le dijo: Mira, Manolo, tienes 
toda la razón. Realmente es una injusticia. Pero si fuera 
como tú dices, el que sería Magistrado del Tribunal Su- 
premo seria yo, y tu; Manolo, el notario de Madrid. 

Y eso es lo que quiere el Grupo Popular, que los jueces 



- 

CONGRESO 
7404 - 

13 DE NOVIEMBRE DE 1984.-NüM. 164 

espaíioles sean los mejor dotados de entre todos los que 
sirven en España a fines lícitos; que tengan los más altos 
sueldos, con ello se habrán terminado los problemas de 
primer turno, cuarto turno, sexto turno; con ello aboca- 
remos a nuestra juventud a que dediquen sus energías a 
hacer justicia. Y no crean ustedes que vamos a encarecer 
extraordinariamente el Presupuesto; el Presupuesto será 
el que fuere, pero ciertamente no será a través de esto 
como se irá a su encarecimiento. (Rumores.) 

Nada más, y muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Tiene la palabra el señor Granados. 
chas gracias, senor Ruiz Gallardón. 

El señor GRANADOS CALERO: Gracias, senor Presi- 
dente. 

Tomando el hilo de las últimas palabras del Diputado, 
señor Ruiz Gallardón, yo quiero precisarle que nuestro 
Grupo también comparte el deseo de que los jueces ga- 
nen todo lo más que se les pueda pagar; el problema está 
en las dotaciones presupuestarias. Y lo que yo he dicho 
antes no es que nos parezca mal que gane un juez lo que 
quiere el Grupo Popular que gane, lo que nos parece muy 
mal e s  que el resto de los funcionarios no lo pueda ganar 
y una gran parte de la sociedad espanola esté con un 
salario mínimo de 34.000 pesetas. (Rumores.) Eso es lo 
que nos parece muy mal. 

Y ,  en segundo lugar, no creemos que se mida el grado 
de rendimiento por la paga. Eso se puede dar en determi- 
nados tipos de ejércitos llamados mercenarios, pero no 
se puede, en una institución como la judicatura, asegurar 
que habrá mejores jueces cuanto más se les pague. Señor 
Ruiz Gallardón no estoy de acuerdo en llevar a ese terre- 
no puramente economicista la vocación para ser juez, 
porque el ser juez no sólo significa ser' un gran jurista, 
sino ser, además, una persona cabal en todos los terre- 
nos, y eso no se paga con dinero ni atrae por el dinero. 
Son otras facultades. (Algririos señores Diputados: ;Muy 
bien!) 

De todas maneras, en cualquier caso, aclarado esto, me 
veo en la obligación, puesto que le he visto muy enfada- 
do, de hacerle una aclaración sincera de mis primeras 
palabras en la intervención anterior. Me he limitado a 
constatar un hecho evidente, y usted lo puede ver leyen- 
do  sus propias enmiendas. Ustedes han suprimido tres 
veces la palabra Constitución desde los artículos I .U al 5:. 
y es lo que me he limitado a constatar; no llevaba segun- 
das intenciones. He pedido que usted me lo aclarara; me 
lo ha aclarado y yo me doy por satisfecho, y así queda. 
(Risas.) 

Y por último -y con esto definitivamente quiero ter- 
minar-, su Grupo ha hecho una elucubración doctrinal 
muy rara a efectos de estructurar un órgano que puede 
ser constitucional por el hecho de venir previsto en la 
Constitución, pero que una parte de la doctrina moderna, 
sobre todo la que se basa en la doctrina jurídica alemana 
de finales del siglo XIX, llama ((teoría de los órganos de 
poder)). A mí me gusta más hablar de órganos de poder. 

El Poder judicial es un órgano que forma parte del 
conjunto de todo el poder armónico representado en el 
Estado por otras instituciones igualmente constituciona- 
les, y esto no significa que cada una tenga que intervenir 
con absoluta independencia respecto al resto de los pode- 
res. Porque teniendo en cuenta que ustedes están todavía 
pensando en aquellos viejos esquemas que dejara ya di- 
chos Montesquieu, defendiéndose de un Estado absoluta- 
mente autoritario en el que todo el poder se concentraba 
en el Rey, de que tiene que haber tres poderes, ustedes 
están ignorando que en la España de las autonomías hay 
muchos más centros de poder, porque hay 17 Comunida- 
des Autónomas, con sus parlamentos regionales, con sus 
gobiernos, con unas Cortes Generales, con un Gobierno 
de la nación, con un Tribunal de Cuentas que tambien es 
organismo constitucional. Todo son poderes, no se puede 
entonces seguir aferrado a la clásica doctrina de la divi- 
sion de poderes de la manera tan cerrada como ustedes 
lo hacen. 

Y ,  desde luego, está confundiendo lo que es Poder judi- 
cial, que son jueces y magistrados de acuerdo con el artí- 
culo 117 de la Constitución, con el órgano de gobierno 
del Poder judicial. Y ustedes dirán, como han dicho a n -  
tes, que no puede haber un verdadero órgano de gobierno 
sin capacidades de autogobierno para ello. Y o  les digo a 
ustedes: ¿saben cómo se ha configurado nuestra Consti- 
tución? Lo saben perfectamente. Todos los poderes se 

están intercambiando, interconexionando unos a otros. 
Ejemplo: las actas de los Diputados pueden ser anuladas 
por cl Poder judicial; a un Diputado se le puede procesar 
y condenar por el Poder judicial; el Presidente del Go- 
bierno se ve sometido tambikn al Poder jurisdiccional del 
Tribunal Supremo; las Cortes Generales piden responsa- 
bilidades al Gobierno; todos están conexionados menos 
el Poder judicial, todos. Y el Poder judicial, curiosamen- 
te, en nuestra Constitución no cierra el círculo nada más 
que con el Tribunal Constitucional, que es común al res- 
to de los poderes del Estado. 

Y esto ¿qué significa, señor Ruiz Callardón? Esto para 
mi significa una cosa muy clara, que cuando el artículo 
117 está diciendo que el Poder judicial radica en estos 
jueces, que la justicia emana del pueblo -artículo que 
usted acaba de citar-, que se administra en nombre del 
Rey por jueces independientes. inamovibles, etcetera, 
cuando usted está diciendo independiente ya está sentan- 
do  precisamente las bases $e ese mecanismo de autogo- 
bierno, porque si son independientes llegamos a la con- 
clusión de que es un poder difuso, de que cada juez os- 
tenta una parcela de ese poder, v nadie le puede impo- 
ner, ni siquiera el Tribunal Supremo, ni siquiera el Con- 
sejo General del Poder Judicial, que cambie sus criterios. 

Donde hay un juez hay un centro de poder, y ese siste- 
ma de poder difuso necesita precisamente, como ha he- 
cho la Constitución, de un órgano de Gobierno, de un 
órgano que regule las relaciones, los ascensos, los aspec- 
tos disciplinarios de jueces y magistrados, senor RuiL 
Gallardón. 

Todo lo demas que gira en la Administración de Justi- 
cia es puro servicio a la sociedad, pura responsabilidad 
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política del Estado a la que ni nuestro Grupo, ni el Go- 
bierno vamos a renunciar. 

Muchas gracias. (Aplausos. ;Muy bien, muv bien!) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Granados. 

i Algún Grupo Parlamentario desea intervenir para 
fijar su posición en el debate? (Pausa.) 

Siendo así, vamos a proceder a la votación. 
Enmienda de totalidad y de texto alternativo del Gru- 

po Popular al proyecto de ley orgánica del Poder Judi- 
cial. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: VOIOS 
emitidos, 271; a favor, 86; en contra. 172; abstenciones, 1 3 .  

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Oue- 
da  rechazada la enmienda de totalidad y de  texto alter- 
nativo del Grupo Parlamentario Popular al proyecto de 
Icy orgánica del Poder Judicial, que será remitido a la 
Comisión para su ulterior tramitación. 

Se suspende la sesión hasta mañana a las cuatro de la 
tarde. 

Eran las nueve v veinte minutos de la noche. 
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